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Resumen ejecutivo

1. El problema y la pregunta de política
La provisión de servicios de cuidado infantil para niños y niñas menores de cuatro años en-
frenta en América Latina y el Caribe una brecha estructural entre demanda potencial y acceso 
efectivo. En la mayoría de los países de la región, más de la mitad de los niños menores de tres 
años permanece fuera de los servicios formales de cuidado, con brechas persistentes por nivel 
socioeconómico y entre zonas urbanas y rurales (Araujo et al., 2024). Esta situación tiene con-
secuencias que exceden el desarrollo infantil: restringe la participación laboral de las mujeres, 
profundiza desigualdades socioeconómicas desde los primeros años de vida y reduce los retornos 
de otras inversiones en capital humano. Los gobiernos de la región destinan en promedio tres 
veces más gasto per cápita a niños de 6 a 11 años que a niños de 0 a 5, precisamente en la etapa 
de mayor retorno para el desarrollo cognitivo y socioemocional (Berlinski y Schady, 2015).

Ampliar el acceso mediante provisión pública directa enfrenta, en ALC, límites fiscales, ins-
titucionales y de capacidad instalada que dificultan sostener esa expansión a escala y con 
la velocidad requerida. En ese marco, la participación de actores no estatales —empresas, or-
ganizaciones de la sociedad civil, cooperativas, iglesias, proveedores comunitarios u otros ope-
radores— puede ser relevante no porque deba reemplazar la provisión pública, sino porque en 
algunos contextos permite aprovechar infraestructura, capacidades organizacionales y recursos 
humanos ya existentes; expandir cobertura con mayor rapidez; diversificar modalidades de pres-
tación; y responder con más flexibilidad a demandas heterogéneas o territorialmente cambiantes. 
Sin embargo, la participación privada no es automáticamente deseable ni neutral en sus efectos: 
puede ampliar acceso, pero también generar segmentación, heterogeneidad de calidad, depen-
dencia fiscal o arreglos institucionales frágiles si no está adecuadamente regulada, financiada y 
supervisada. Por ello, la pregunta central no es solo si los proveedores privados pueden expandir 
cupos, sino bajo qué condiciones esa expansión ofrece servicios seguros, estables y de calidad 
suficiente para contribuir al desarrollo infantil y a la autonomía económica de las mujeres.

Esta nota técnica sistematiza la evidencia internacional sobre mecanismos de acción pública 
que pueden incentivar, ordenar, limitar o condicionar la participación del sector privado en la 
provisión de servicios de cuidado infantil para niños y niñas de 0 a 4 años. El foco no está en 
recomendar una ruta única de decisión para países específicos ni en definir si un sistema debe 
incorporar necesariamente proveedores privados. El objetivo es más acotado: revisar qué instru-
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mentos de política pública se han utilizado para movilizar o regular esa participación, qué efectos 
muestran sobre oferta, demanda, calidad, equidad y sostenibilidad, y bajo qué condiciones institu-
cionales esos efectos parecen producirse. La sistematización se basa en más de 220 documentos 
—incluyendo evaluaciones de impacto, estudios cuasi-experimentales, revisiones e informes de 
política comparada— y organiza la evidencia en cinco dimensiones de acción estatal, prestando 
especial atención a las condiciones habilitantes que determinan la viabilidad y efectividad de cada 
instrumento en distintos contextos.

2. Una taxonomía de cinco dimensiones
El análisis se organiza a través de una taxonomía de cinco dimensiones que refleja los distintos 
mecanismos mediante los cuales el Estado puede incidir en la participación privada. Estas dimen-
siones son: (1) regulación del mercado formal de cuidado, (2) financiamiento público e incentivos 
económicos para familias, proveedores y empleadores, (3) participación privada en la provisión de 
servicios públicos, (4) reducción de fricciones de acceso para familias, y (5) aseguramiento de la 
calidad del servicio. La taxonomía está inspirada en el enfoque de herramientas de acción pública 
desarrollado por Salamon (2002), el cual identifica instrumentos para movilizar actores privados 
en la provisión de bienes públicos. Cada dimensión corresponde a una lógica causal diferenciada 
y opera sobre actores, restricciones y condiciones de viabilidad propias.

DIMENSIÓN INSTRUMENTO PROBLEMA QUE RESUELVE EVIDENCIA DISPONIBLE

D1 Regulación Estándares mínimos (ratios, 
credenciales)

Garantiza piso de calidad; define 
quién puede operar

Cuasi-experimental (EE.UU.); efectos 
documentados sobre entrada, 
precios y oferta

D1 Regulación Mandatos a empleadores 
(provisión o financiamiento)

Reduce barreras a la participación 
laboral femenina  vía costo del 
cuidado en el empleo formal

Cuasi-experimental (Chile); 
descriptiva (Bangladesh, India)

D2 Financiamiento
Subsidios a la demanda 
(vouchers, becas 
portables)

Reduce precio para familias; genera 
señal de demanda hacia oferta 
privada

Cuasi-experimental y experimentos 
naturales (EE.UU., Finlandia, 
Luxemburgo); descriptiva (EEUU)

D2 Financiamiento Subsidios a la oferta 
(estructurales y parciales)

Reduce riesgo financiero del 
proveedor; viabiliza operación donde 
demanda es insolvente

Cuasi-experimental (Quebec); 
descriptiva (México, Colombia)

D2 Financiamiento
Incentivos fiscales a 
empleadores (créditos, 
exenciones)

Moviliza financiamiento privado hacia 
cuidado para trabajadores de las 
firmas

Descriptiva administrativa (EE.UU., 
UK); sin evaluaciones causales
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DIMENSIÓN INSTRUMENTO PROBLEMA QUE RESUELVE EVIDENCIA DISPONIBLE

D3 Provisión mixta
Gestión delegada (servicios 
públicos operados por 
privados)

Expande cobertura pública 
aprovechando base organizacional 
existente

Descriptiva (Buenos Aires, Chile, 
Colombia); sin identificación causal 
de efectos finales

D3 Provisión mixta Compra de cupos a 
proveedores privados

Expande acceso rápidamente; 
estabiliza financiamiento del 
proveedor

Cuasi-experimental (Inglaterra); 
descriptiva (São Paulo, 
Pennsylvania)

D4 Reducción 
de fricciones

Reducción de fricciones 
(acompañamiento, 
simplificación 
administrativa)

Convierte demanda latente en uso 
efectivo entre familias elegibles 
que no acceden por barreras 
administrativas

Experimental (RCT) (Alemania, 
EE.UU., Francia, Uruguay)

D5 Calidad Supervisión e inspección
 Asegura cumplimiento de estándares 
mínimos de seguridad y calidad; 
activa canal regulatorio y reputacional

Cuasi-experimental (Inglaterra); 
descriptiva; evidencia sobre efectos 
reputacionales

D5 Calidad Sistemas de calificación y 
mejora continua (QRIS)

Hace visible la calidad; induce 
trayectorias de mejora con incentivos 
graduales

Descriptiva + modelos logit (EE.
UU.); efectos de mercado poco 
concluyentes

D5 Calidad
Formación en servicio 
y acompañamiento 
pedagógico (coaching)

 Mejora prácticas de cuidado, 
interacción y calidad de proceso en 
la operación diaria

Experimental (RCT, cluster-RCT) + 
meta-análisis (Chile, EE.UU.)

Nota metodológica: La taxonomía clasifica los instrumentos según su mecanismo de acción predominante. En la práctica, varios 
instrumentos actúan simultáneamente sobre más de una dimensión. La evidencia disponible es sustantivamente heterogénea en-
tre dimensiones.
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3. Hallazgos principales por dimensión

1.   La dimensión 2 se presenta en tres filas separadas dado que sus instrumentos operan por mecanismos distintos y tienen perfiles de 
evidencia sustancialmente diferentes

La tabla a continuación sintetiza los hallazgos centrales, las magnitudes clave y las tensiones más 
relevantes para cada dimensión1. Luego, se presentan los principales hallazgos por dimensión en 
base a la evidencia disponible.

DIMENSIÓN- POLÍTICA HALLAZGO CENTRAL MAGNITUDES CLAVE TENSIÓN O RIESGO PRINCIPAL

D1 Regulación Los ratios niños-docentes reducen 
entrada y pueden elevar precios; 
los requisitos educativos no 
muestran efectos equivalentes.

Endurecimiento de 1 SD en el ratio 
niños-docentes (equivalente a 
pasar de un docente cada 7–8 
niños a uno cada 6): −23% en 
la tasa de entrada de nuevos 
proveedores.

Estándares uniformes pueden 
elevar pisos de calidad, pero 
penalizar desproporcionadamente 
a proveedores pequeños y 
mercados de bajo ingreso si no 
se combinan con gradualidad, 
apoyo técnico, financiamiento y 
capacidad efectiva para hacer 
cumplir la normativa.

Los mandatos a empleadores 
tienen bajo cumplimiento y efectos 
distributivos adversos.

−9% a −20% salarios femeninos 
en Chile (Prada et al., 2015). 
Cumplimiento en Bangladesh: 
23%; India: ~5% de fábricas con 
crèches funcionales.

Bajo cumplimiento.

Efectos adversos sobre los salarios 
de las mujeres, sin aumentos 
compensatorios del empleo.

D2A Vouchers El instrumento con mayor 
evidencia causal. Genera 
desplazamiento desde cuidado 
informal, expansión de oferta 
privada y efectos sobre empleo 
materno, con alta elasticidad 
de oferta cuando el diseño es 
adecuado.

+33,2 pp probabilidad de empleo 
femenino y uso de centro (Tekin, 
2005); +0,026 cupos privados/
niño por USD 100 adicionales; 
elasticidad oferta 10,7 (Lee et 
al., 2025); plazas duplicadas en 
Luxemburgo 2009–2014.

Topes bajos generan 
segmentación. Inestabilidad del 
subsidio desincentiva inversión. 
Sin estándares o incentivos de 
calidad, la demanda subsidiada 
puede concentrarse en 
proveedores de menor costo y 
menor calidad.

D2B Subsidios a oferta Mayor capacidad para cerrar 
brechas de cobertura a escala 
cuando la demanda es insolvente. 
Produce expansión masiva donde 
los vouchers no llegarían.

Quebec: +14 pp uso cuidado 
formal (base ~41,5%); +7,7 pp 
participación laboral materna 
(Baker et al., 2008). México: 
~300.000 niños; Colombia: >1 
millón.

Las expansiones rápidas pueden 
generar heterogeneidad de calidad 
si no incorporan supervisión, 
formación y financiamiento 
suficiente. Dependencia del 
financiamiento público: cambios 
abruptos en la arquitectura de 
financiamiento pueden afectar la 
sostenibilidad de la red.

D2C Incentivos 
fiscales empleadores

Adopción muy baja, concentrada 
en grandes firmas. No genera 
expansión sistémica del mercado 
privado. El carácter voluntario y la 
complejidad administrativa son las 
fuentes primarias del bajo impacto.

EE.UU. §45F: 169–278 declarantes 
corporativos en 2016; USD 15,7–
18,8 M anuales. Sin evaluaciones 
causales de expansión de oferta 
(GAO, 2022).

Sesgo hacia grandes empresas 
formales. No alcanza a 
trabajadoras del sector informal ni 
a hogares más vulnerables.
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DIMENSIÓN- POLÍTICA HALLAZGO CENTRAL MAGNITUDES CLAVE TENSIÓN O RIESGO PRINCIPAL

D3 Provisión mixta Instrumento eficaz para expandir 
cobertura pública aprovechando 
capacidades existentes. En los 
casos documentados, explica 
la mayoría del crecimiento del 
sistema, pero con heterogeneidad 
de calidad entre operadores.

Buenos Aires: 20→76 Centros de 
Primera Infancia (CPIs)  (2011–
2019), ~11.000 niños. Chile VTF: 
97% de la expansión del sistema. 
São Paulo: red conveniada con 
+227% matrícula (2007–2014), 
80% de la matrícula total.

En Inglaterra, solo una fracción 
de cupos comprados generó 
participación real adicional 
(Blanden et al., 2016). Calidad 
puede variar sistemáticamente 
entre operadores si no hay 
financiamiento, estándares y 
supervisión adecuados.

D4 Reducción 
de fricciones

Evidencia experimental robusta de 
aumento de enrolamiento cuando 
la barrera es administrativa o 
cognitiva. Impacto redistributivo 
notable sin transferencias 
monetarias.

Alemania (RCT): brecha de 
postulación de 21,8 pp por nivel 
socioeconómico cerrada casi por 
completo; brecha de enrolamiento 
reducida de 28,1 a ~12 pp (Hermes 
et al., 2025).

No expande oferta. Opera 
redistribuyendo acceso dentro 
de capacidad existente. Escala 
limitada para intervenciones de 
acompañamiento intensivo.

D5 Calidad La formación en servicio con 
coaching es el instrumento con 
mayor evidencia causal para 
mejorar prácticas. Los sistemas 
QRIS funcionan mejor cuando 
vinculan calificación a incentivos 
tangibles, no como canal 
informacional puro.

Coaching (meta-análisis): g=0,58 
SD sobre práctica docente; g=0,29 
en resultados infantiles (Schachter 
et al., 2025). Chile RCT: apoyo 
emocional d=0,81 en CLASS año 1 
(Leyva et al., 2014).

 La traslación de mejoras de 
proceso a resultados infantiles 
no es automática y depende del 
foco, la dosis y la implementación. 
Los QRIS voluntarios muestran 
participación parcial y retorno 
neto negativo para el proveedor 
promedio sin subsidios, apoyos 
técnicos o contratos vinculados.

D1 Regulación: estándares que amplían y restringen 
simultáneamente
La regulación mínima es la condición habilitante del mercado formal, pero su diseño tiene con-
secuencias distributivas que los formuladores de política tienden a subestimar. Los ratios ni-
ños-docentes son el componente con mayor impacto documentado sobre la participación 
privada: un endurecimiento de un desvío estándar en el ratio reduce la tasa de entrada de nuevos 
proveedores en aproximadamente un 23% y disminuye el stock de establecimientos en mercados 
de bajo ingreso (Hotz & Xiao, 2005, 2011). Los proveedores que no pueden trasladar el costo adi-
cional al precio, típicamente los más pequeños y los de base domiciliaria, son quienes salen del 
mercado. Este efecto es especialmente pronunciado en los segmentos donde la demanda tiene 
mayor elasticidad precio, es decir, precisamente donde operan los hogares más vulnerables. Los 
requisitos educativos mínimos, en cambio, sólo muestran efectos pequeños en salida de pro-
veedores ligada al aumento de los costos laborales y mayor rotación del personal. La implicancia 
no es eliminar ni debilitar la regulación, sino diseñarla de manera que eleve pisos de seguridad 
y calidad sin expulsar oferta formal en los mercados más vulnerables. Esto requiere diferenciar 
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estándares por tipo y tamaño de proveedor cuando corresponda, complementar exigencias con 
apoyo técnico o financiamiento, y priorizar el cumplimiento efectivo por encima de la expansión 
nominal del marco normativo.

Los mandatos legales a empleadores, presentes en 26 países del mundo, muestran bajo cum-
plimiento cuando la capacidad para hacer cumplir la normativa (enforcement) es débil: en Bangla-
desh, solo el 23% de los empleadores obligados ofrece algún servicio; en India (sector textil de 
Bangalore), el cumplimiento es cercano al 5%. Más importante, la única evidencia causal dispo-
nible documenta efectos distributivos adversos: en Chile, la activación del mandato se asocia con 
una reducción salarial femenina de entre 9% y 20%, consistente con un traslado del costo a las 
trabajadoras vía ajustes salariales, sin aumentos compensatorios en empleo (Prada et al., 2015). 
El instrumento es, en ese sentido, una política laboral con efectos en cuidado y esos efectos son 
regresivos cuando el umbral de activación está definido por número de mujeres.

D2 �Financiamiento público e incentivos económicos:  
una dimensión con evidencia relativamente  
sólida y alta heterogeneidad de diseño

Los vouchers y subsidios portables a la demanda constituyen uno de los instrumentos con ma-
yor evidencia causal en toda la revisión. El efecto más robusto y consistente en la literatura es el 
desplazamiento desde arreglos informales hacia el uso de centros formales. Para madres solteras de 
bajos ingresos en EE.UU., recibir un subsidio aumentó en 33,2 puntos porcentuales la probabilidad 
conjunta de estar empleada y usar cuidado en centro (Tekin, 2005). La evidencia para la expansión 
de la oferta privada también es sólida: cada incremento de USD 100 anuales por niño en el financia-
miento de vouchers se asocia con 0,026 cupos privados adicionales por niño, y una elasticidad de 
oferta estimada de 10,7 sugiere que la mayor parte del aumento de demanda subsidiada se absorbe 
vía expansión de cantidad antes que vía subida de precios (Lee et al., 2025). Pero estos efectos 
dependen críticamente de parámetros de diseño: cobertura efectiva alta, copagos graduales, topes 
tarifarios alineados con costos reales, portabilidad entre proveedores y estabilidad de las reglas. 
Cuando estas condiciones no se cumplen, el instrumento puede operar principalmente como alivio 
de costos para familias que ya usaban cuidado formal, sin generar expansión de oferta. Además, 
cuando no se vincula a estándares mínimos o incentivos de calidad, puede expandir el uso de pro-
veedores de bajo costo sin garantizar mejoras equivalentes en la experiencia de cuidado.

Los subsidios estructurales a la oferta son el instrumento con mayor capacidad documentada 
para cerrar brechas de cobertura a escala cuando la demanda es insolvente. En Quebec, la 
reducción del copago a ~CAD 5/día implicó un aumento de 14 puntos porcentuales en el uso de 
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cuidado formal (desde una base de ~41,5%) y de 7,7 puntos en la participación laboral de madres 
casadas (Baker et al., 2008). Los programas latinoamericanos —Estancias Infantiles en México 
(~300.000 niños) y Hogares Comunitarios en Colombia (>1 millón)— muestran expansiones compa-
rables, aunque la calidad de la evidencia para estimar efectos causales es menor. La tensión central 
es que las expansiones rápidas pueden generar heterogeneidad de calidad entre proveedores si el 
financiamiento no cubre costos reales, si la supervisión es débil o si no existen apoyos sostenidos 
para mejorar prácticas. Además, la dependencia del financiamiento público los hace vulnerables a 
cambios abruptos de política: en México, el rediseño de 2019 sustituyó el financiamiento asociado 
a la operación de las estancias por transferencias directas a las familias, modificando de manera 
sustantiva la arquitectura de financiamiento del programa (CONEVAL, 2020; López Estrada, 2020).

Los incentivos fiscales a empleadores muestran el cuadro más claro de bajo impacto en la 
revisión. El crédito del artículo 45F del IRC en EE.UU. fue reclamado por apenas 169 a 278 de-
clarantes corporativos en 2016, con un gasto agregado de USD 15,7 a 18,8 millones, una escala 
que no genera señales de demanda suficientes para la expansión sistémica del mercado priva-
do. La combinación de costos fijos elevados, complejidad administrativa, desconocimiento del 
instrumento y beneficio percibido como insuficiente explica el bajo uso (GAO, 2022). No existen 
evaluaciones causales que documenten expansión de oferta atribuible a este instrumento.

D3 Provisión mixta: expansión efectiva con riesgos de 
gobernanza
La gestión delegada y la compra de cupos son, en los casos documentados, componentes es-
tructurales de los sistemas de cuidado. En Buenos Aires, los Centros de Primera Infancia pasaron 
de 20 a 76 entre 2011 y 2019, atendiendo a ~11.000 niños en las zonas de mayor vulnerabilidad 
(UNICEF, 2019). En Chile, la modalidad de gestión delegada (VTF) de JUNJI explicó el 97% de 
la expansión del sistema entre 2011 y 2014 (MINEDUC/JUNJI, 2015). En São Paulo, la compra de 
cupos dentro de la red conveniada creció un 227% en matrícula entre 2007 y 2014 y concentra el 
80% de la matrícula total en guarderías (do Nascimento et al., 2022). Estos resultados son des-
criptivos y no permiten atribuir causalmente los efectos al esquema de gestión, pero documentan 
que el instrumento es viable y funciona a escala.

El riesgo central es la adicionalidad: en Inglaterra, la evidencia cuasi-experimental muestra que 
solo la fracción de cupos comprados que generó participación genuinamente nueva produjo 
mejoras en habilidades tempranas; donde dominó la sustitución de gasto privado preexistente, 
los efectos fueron esencialmente nulos (Blanden et al., 2016). La calidad, por su parte, es siste-
máticamente heterogénea entre operadores incluso bajo el mismo marco normativo. En Chile, la 
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administración directa de JUNJI obtuvo puntajes superiores a los establecimientos VTF en las 
escalas ITERS-R y ECERS-R (MINEDUC/JUNJI, 2015). La lección no es que la provisión mixta sea 
inferior o superior a la directa, sino que sus resultados dependen de la capacidad pública para 
financiar, monitorear y sostener calidad en redes operadas por actores diversos.

Delegar operación no elimina la carga del Estado: la desplaza hacia la contratación, el monitoreo, 
la supervisión y el acompañamiento de la calidad. Los casos analizados muestran que seleccio-
nar operadores, negociar convenios, verificar estándares y corregir incumplimientos en múltiples 
centros requiere capacidades estatales sostenidas y genera una demanda institucional significativa.

D4 Reducción de fricciones: evidencia experimental de alto 
impacto redistributivo
La simplificación administrativa y el acompañamiento activo a familias2 tienen respaldo expe-
rimental reciente que justifica su inclusión como instrumento de política. Un RCT en Alemania 
que combinó información proactiva con asistencia en el proceso de postulación cerró casi por 
completo la brecha socioeconómica en la tasa de postulación a servicios de cuidado (de 21,8 
puntos porcentuales a prácticamente cero) y redujo a la mitad la brecha en enrolamiento efectivo 
(Hermes et al., 2025). En Nueva Orleans, el acompañamiento bidireccional personalizado generó 
aumentos de 7–12 puntos porcentuales en la matrícula de familias elegibles que no habían acce-
dido (Weixler et al., 2020). Los mensajes genéricos (nudges unidireccionales) muestran efectos 
mucho menores o nulos (Ajzenman et al., 2022).

La limitación conceptual del instrumento es clara: no expande la oferta y opera principalmente 
redistribuyendo el acceso dentro de la capacidad existente. Su contribución al sistema es com-
plementaria: puede aumentar significativamente la efectividad de un sistema que ya tiene cupos 
disponibles pero deja elegibles fuera por fricciones evitables.

D5 Calidad: condición habilitante de una expansión efectiva
La formación en servicio con coaching pedagógico es el instrumento con mejor evidencia cau-
sal para mejorar prácticas de cuidado. Un meta-análisis reciente estima que, frente a la práctica 
habitual, el coaching incrementa la calidad de proceso en 0,58 desviaciones estándar en promedio 

2. Por acompañamiento activo se entiende la asistencia bidireccional personalizada, a través de mensajes, llamadas o soporte presencial, 
que ayuda a las familias a completar los trámites de inscripción, reunir documentación y resolver dudas sobre elegibilidad y cupos 
disponibles, en lugar de simplemente informarles que el programa existe.
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(Schachter et al., 2025). En Chile, un programa híbrido (taller + coaching + reflexión) implementado 
en un cluster-RCT generó mejoras de 0,81 SD en apoyo emocional y 0,46 SD en organización del 
aula (Leyva et al., 2014). La evidencia sobre resultados infantiles es positiva, pero más matizada. El 
mismo meta-análisis estima efectos promedio de 0,29 SD frente a la práctica habitual y de 0,14 SD 
frente a intervenciones alternativas equivalentes sin coaching (Schachter et al., 2025). Sin embargo, 
estos efectos dependen del foco de la intervención, la dosis efectiva, la calidad de implementación 
y el horizonte de medición. En el estudio de Chile, por ejemplo, las mejoras observadas en CLASS 
no se tradujeron en efectos robustos en lenguaje o habilidades iniciales de lectoescritura al término 
del programa, lo que confirma que la relación entre mejora de prácticas y desarrollo infantil no es 
automática (Leyva et al., 2014). Los sistemas de calificación tipo QRIS (EE.UU.) muestran participa-
ción voluntaria baja y sesgada, principalmente motivada por elegibilidad a subsidios preexistentes 
y no por la señal reputacional en sí. El retorno neto de la acreditación voluntaria para el proveedor 
promedio es negativo, lo que explica la baja adopción autónoma (Xiao, 2010). Por su parte, la super-
visión e inspección puede asegurar el cumplimiento de estándares mínimos cuando el enforcement 
es creíble. Sin embargo, la evidencia disponible sugiere que la publicación de resultados mejora la 
calidad principalmente por ajustes internos de los proveedores, más que por reasignación de ma-
trícula por parte de las familias (Witte y Queralt, 2004).

La implicancia para el conjunto de la nota es que los instrumentos de calidad no deben leerse 
como un componente separado de la expansión de cobertura. Son condiciones habilitantes para 
que la participación privada contribuya a objetivos públicos: asegurar servicios seguros, reducir 
heterogeneidad injustificada entre proveedores, mejorar prácticas cotidianas y evitar que la ex-
pansión de cupos consolide circuitos de baja calidad para hogares vulnerables.

4. �Lo que hace que los instrumentos 
funcionen: condiciones habilitantes y 
capacidades estatales

El hallazgo transversal más importante de la revisión es que el desempeño de una política 
depende menos de su etiqueta general que de sus parámetros concretos de diseño y del con-
texto institucional en que opera. Instrumentos similares producen efectos muy distintos según 
la estructura del mercado, la capacidad del Estado y el punto de partida del sistema. La pregunta 
relevante no es qué instrumento funciona mejor en abstracto, sino qué problema se busca resolver, 
en qué contexto, y con qué capacidades puede sostenerse la intervención.

La revisión permite identificar cinco capacidades estatales que determinan la viabilidad y efecti-
vidad de los distintos instrumentos:
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•  �Capacidad de enforcement, monitoreo y acompañamiento de calidad. Sin ella, la regulación 
produce solo cumplimiento formal, los contratos pierden capacidad disciplinadora y los sistemas 
de calificación se transforman en señales débiles.

•  �Disponibilidad de información sobre el mercado. Dónde están los prestadores, qué ofrecen, en 
qué condiciones operan y qué tan accesibles resultan para los hogares objetivo. Esta base de 
información es condición previa para diseñar asignaciones eficientes y monitorear resultados.

•  �Capacidad para gestionar relaciones con terceros. Registrar, seleccionar, contratar, supervisar 
y, cuando corresponde, sancionar a prestadores diversos. El caso de São Paulo ilustra que el 
crecimiento de una red conveniada no reduce la carga del Estado sino que la desplaza hacia 
funciones contractuales complejas.

•  �Estabilidad del financiamiento público. La experiencia comparada muestra que los mejores 
operadores, como documenta el caso de aeioTU en Colombia, pueden retirarse cuando los 
contratos y niveles de pago son incompatibles con una operación de calidad. Un esquema mal 
calibrado puede expulsar a quienes el sistema más necesitaría retener.

•  �Capacidad efectiva de los hogares para acceder a los beneficios. Frecuentemente subesti-
mada en el diseño de política. La evidencia experimental muestra que incluso con oferta dispo-
nible y subsidios accesibles, una parte relevante de la demanda no se materializa por fricciones 
cognitivas y administrativas. Esta capacidad no está distribuida de manera uniforme: es menor 
precisamente en los hogares con mayor demanda latente.

Estas capacidades también son necesarias para evitar que la expansión de cobertura derive en 
segmentación interna del sistema. Los instrumentos deben evaluarse no solo por la cantidad de 
cupos que crean o financian, sino también por sus efectos sobre la composición de la oferta: qué 
familias acceden a cada tipo de proveedor, qué recursos reciben esos proveedores, qué perfiles 
de educadores logran atraer y retener, y si existen brechas sistemáticas de calidad entre circuitos 
públicos, privados subsidiados y privados no subsidiados. Sin este monitoreo, una política puede 
mostrar expansión de cobertura en el agregado mientras reproduce desigualdades en el acceso 
a servicios de calidad.

La participación privada, en definitiva, no debería pensarse como sustituto automático de la 
provisión pública ni como expansión espontánea del mercado, sino como el resultado de una 
arquitectura institucional específica. El Estado no solo regula o financia: configura activamente el 
campo de acción de los proveedores privados mediante reglas, contratos, incentivos, estándares 
de calidad y mecanismos de acceso. La cuestión no es cuánto espacio dejar al sector privado, 
sino bajo qué condiciones esa participación amplía efectivamente el acceso sin deteriorar calidad, 
profundizar desigualdades o generar arreglos fiscalmente frágiles.
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5. Implicancias para América Latina y el Caribe
Los hallazgos de esta revisión no apuntan a un modelo único de participación privada en el cui-
dado infantil. Sugieren, en cambio, que los instrumentos disponibles ofrecen distintas formas de 
resolver restricciones específicas del sistema, y que su efectividad depende en gran medida de 
cómo se combinan con las condiciones institucionales, económicas, territoriales y sociales de cada 
país. En ALC, donde estas condiciones varían considerablemente entre países y al interior de cada 
país, la pregunta central no es qué instrumento adoptar en abstracto, sino cómo diseñar arreglos 
institucionales capaces de ampliar el acceso sin sacrificar calidad, equidad ni sostenibilidad fiscal.

Cinco tensiones específicas del contexto regional condicionan la lectura de la eviden-
cia internacional:

•  �Alta informalidad laboral. Los mandatos a empleadores cubren solo el empleo formal, lo cual 
representa a menos del 50% de la fuerza de trabajo en varios países de la región. Los vouchers 
y subsidios a la oferta alcanzan a trabajadoras informales, pero requieren mecanismos de fo-
calización y cobertura compatibles con su heterogeneidad de ingresos y condiciones de vida.

•  �Heterogeneidad territorial. Los instrumentos diseñados para mercados con densidad de oferta 
privada (como los vouchers en EE.UU. o Finlandia) pueden no generar respuesta de oferta donde 
esa densidad es baja o inexistente. En esos contextos, los subsidios estructurales y la gestión 
delegada son con frecuencia la única alternativa viable para expandir cobertura a escala.

•  �Fragmentación institucional del sistema. En muchos países de ALC, los servicios para la pri-
mera infancia están distribuidos entre sectores y niveles de gobierno con mandatos y lógicas 
de intervención distintas. En la práctica, esto suele traducirse en una separación entre jardines 
de infantes regulados desde educación, con foco pedagógico y curricular, y centros de cuidado 
supervisados desde desarrollo social, con objetivos y arreglos institucionales diferentes. Esta 
fragmentación no es solo administrativa: genera marcos regulatorios distintos, financiamientos 
separados, sistemas de información escasamente interoperables y estándares de calidad que 
no necesariamente convergen. En ese contexto, una misma política puede producir resultados 
distintos según qué institución la administre, y expandir la oferta sin mejorar la coordinación 
puede incluso reforzar la segmentación del sistema en lugar de reducirla.

•  �Normas sociales y barreras no económicas al uso. La persistencia de normas sobre materni-
dad y cuidado, la desconfianza hacia los servicios formales y la menor capacidad para navegar 
sistemas administrativos complejos sugieren que ampliar oferta o reducir costos puede ser con-
dición necesaria, pero no siempre suficiente para activar la demanda. La reducción de fricciones 
es un complemento relevante de los instrumentos de oferta y financiamiento, no un sustituto.
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•  �Transición demográfica. La caída de la fecundidad no elimina la necesidad de invertir en cuida-
do infantil, pero modifica la naturaleza del desafío. En contextos de baja cobertura, la reducción 
del tamaño de las cohortes puede facilitar una expansión más ordenada, con mayor foco en 
calidad, sostenibilidad y equidad territorial. La cuestión central no es simplemente si crecer o 
no, sino cómo reorganizar la oferta donde más se necesita, evitando sobredimensionamiento 
en mercados saturados y déficits persistentes en zonas desatendidas.

Avanzar en esta dirección requiere también reconocer algunos vacíos críticos de evidencia para 
la región: qué diferencias existen entre distintos tipos de proveedor privado —organizaciones de 
la sociedad civil, empresas con fines de lucro, iglesias o cooperativas comunitarias— en térmi-
nos de población atendida, servicios ofrecidos y calidad; qué arreglos institucionales permiten 
reducir la fragmentación de los sistemas de cuidado; y si intervenciones sobre normas sociales 
pueden modificar el uso efectivo del cuidado formal. Sin esa evidencia, existe el riesgo de expandir 
segmentos de oferta privada de menor calidad o de sobreestimar la capacidad de la oferta y del 
financiamiento, por sí solos, para traducirse en un mayor uso efectivo del cuidado formal. Generar 
esa evidencia, embebida en las reformas en curso, es una de las inversiones con mayor retorno 
potencial para el diseño de política en la región.

En ese sentido, el principal aporte de la evidencia comparada no es ofrecer una receta, sino 
una disciplina de diseño: diagnosticar mejor el problema, seleccionar instrumentos consistentes 
con ese diagnóstico, construir las capacidades necesarias para sostener esas decisiones en el 
tiempo, y generar evidencia propia sobre qué combinaciones de instrumentos, incentivos y apoyos 
producen respuestas efectivas en la región. Sin esa acumulación de evidencia, el riesgo es seguir 
trasladando lecciones desde otros contextos sin aprender suficientemente qué arreglos funcionan 
efectivamente en América Latina y el Caribe.
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El sector privado en la provisión de 
servicios de cuidado infantil: evidencia 

internacional e implicancias para 
América Latina y el Caribe

1. Introducción
La provisión de servicios de cuidado infantil para niñas y niños menores de cuatro años en-
frenta en América Latina y el Caribe una brecha estructural entre demanda potencial y acceso 
efectivo. La asistencia a servicios formales de cuidado ha aumentado en la región durante la úl-
tima década, pero en la mayoría de los países más de la mitad de los niños menores de tres años 
permanece fuera de estos servicios, con brechas persistentes por nivel socioeconómico y entre 
zonas urbanas y rurales (Araujo et al., 2024). Esta situación tiene consecuencias que exceden 
el desarrollo infantil: restringe la participación laboral de las mujeres, profundiza desigualdades 
socioeconómicas desde los primeros años de vida y reduce los retornos de otras inversiones en 
desarrollo de capital humano. En la región, además, el problema se ve reforzado por una subin-
versión histórica en la primera infancia: los gobiernos destinan en promedio tres veces más gasto 
per cápita a niños de 6 a 11 años que a niños de 0 a 5 (Berlinski y Schady, 2015), precisamente en 
la etapa de mayor retorno para el desarrollo cognitivo y socioemocional.

Ampliar el acceso mediante provisión pública directa enfrenta, en ALC, límites fiscales, insti-
tucionales y de capacidad instalada que dificultan sostener esa expansión a escala y con la 
velocidad requerida. En ese marco, la participación de actores no estatales —empresas, organi-
zaciones de la sociedad civil, cooperativas, iglesias, proveedores comunitarios u otros operado-
res— puede ser relevante no porque deba reemplazar la provisión pública, sino porque en algunos 
contextos permite aprovechar infraestructura, capacidades organizacionales y recursos humanos 
ya existentes; expandir cobertura con mayor rapidez; diversificar modalidades de prestación; y 
responder con más flexibilidad a demandas heterogéneas o territorialmente cambiantes. Esta flexi-
bilidad puede ser especialmente importante en un contexto de transición demográfica, caída de la 
fecundidad y cambios en la distribución territorial de la demanda, donde las decisiones de expan-
sión requieren evitar tanto déficits persistentes como sobredimensionamiento de infraestructura. 
Sin embargo, la participación privada no es automáticamente deseable ni neutral en sus efectos: 
puede ampliar acceso, pero también generar segmentación, heterogeneidad de calidad, depen-
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dencia fiscal o arreglos institucionales frágiles si no está adecuadamente regulada, financiada y 
supervisada. Por ello, la pregunta de política no es si el sector privado debe participar, sino bajo 
qué condiciones, mediante qué instrumentos y con qué capacidades estatales esa participación 
puede contribuir a objetivos públicos de acceso efectivo, calidad, equidad, desarrollo infantil y 
autonomía económica de las mujeres.

Además de las restricciones de oferta y precio, la existencia de oferta no garantiza por sí sola 
que las familias utilicen efectivamente los servicios de cuidado. Una parte del no uso persiste 
por razones no económicas. En la región, las mujeres con menores niveles educativos exhiben 
tasas de participación laboral entre 30 y 50 puntos porcentuales inferiores a las de las mujeres con 
educación avanzada, y suelen estar insertas en contextos donde persisten normas sociales más 
conservadoras sobre maternidad y cuidado (WVS, 2022). Además, la penalización sobre el em-
pleo asociada a tener hijos pequeños es mayor en ALC que en otras regiones del mundo (UNICEF 
LACRO, 2023). Esto sugiere que la demanda latente de cuidado formal se concentra precisamente 
en los hogares más vulnerables, que son también los que enfrentan barreras no económicas de 
acceso más intensas: normas culturales sobre quién debe cuidar a los niños, desconfianza hacia 
los servicios formales y menor capacidad para navegar sistemas administrativos complejos.

La evidencia comparada muestra que el acceso al cuidado puede mejorar el empleo materno 
y el desarrollo infantil, pero esos efectos dependen del contexto, de la calidad efectiva de los 
servicios disponibles y de que las familias puedan utilizarlos de manera sostenida. La relación 
entre acceso al cuidado y empleo materno existe, pero su magnitud varía según el contexto ins-
titucional, la organización del mercado laboral y las características de la demanda (Akgündüz y 
Plantenga, 2011). Además, incluso cuando el acceso se expande, sus efectos sobre el desarrollo 
infantil y sobre el empleo materno dependen críticamente de la calidad, estabilidad y usabilidad 
de los servicios disponibles (Herbst y Tekin, 2010). Desde esta perspectiva, el problema no con-
siste solo en ampliar la oferta, sino también en entender qué impide que los hogares la utilicen 
efectivamente y bajo qué condiciones esa expansión se traduce en resultados efectivos sobre 
participación laboral femenina y desarrollo infantil.

Esta nota técnica sistematiza la evidencia internacional sobre mecanismos de acción pública 
que pueden incentivar, ordenar, limitar o condicionar la participación del sector privado en la 
provisión de servicios de cuidado infantil para niños y niñas de 0 a 4 años. La revisión se orga-
niza en torno a cuatro preguntas principales: qué instrumentos de política pública se han utilizado 
para movilizar o regular esa participación; qué efectos muestran sobre oferta, demanda, calidad, 
equidad y sostenibilidad; bajo qué condiciones institucionales esos efectos parecen producirse; 
y qué riesgos o tensiones deben considerar los países de América Latina y el Caribe al adaptar 
esas experiencias.
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El foco no está en recomendar una ruta única de decisión para países específicos ni en definir si 
un sistema debe incorporar necesariamente proveedores privados. El objetivo es más acotado: 
ofrecer una sistematización de evidencia y un marco analítico para ordenar decisiones de polí-
tica. Para ello, el documento revisa más de 220 fuentes —incluyendo evaluaciones de impacto, 
estudios cuasi-experimentales, revisiones e informes de política comparada— y organiza la evi-
dencia en cinco dimensiones de acción estatal. A lo largo del análisis, presta especial atención a 
las condiciones habilitantes que determinan la viabilidad y efectividad de cada instrumento, dado 
que los mismos mecanismos pueden producir resultados muy distintos según la capacidad esta-
tal, la estructura del mercado, las características de la demanda y el punto de partida del sistema 
de cuidado.

2. Marco conceptual

2.1 Qué se entiende por participación privada
Esta nota adopta una definición funcional de participación privada: cualquier arreglo en el que 
actores no estatales proveen, financian u operan servicios de cuidado infantil en el marco de una 
política pública; es decir, bajo regulación estatal, con financiamiento público total o parcial, o a 
través de contratos o convenios con el Estado. Esta delimitación excluye los arreglos informales 
sin vínculo con ningún instrumento de política.

La definición incluye tanto a empresas con fines de lucro como a organizaciones de la sociedad 
civil, cooperativas comunitarias, iglesias y proveedores individuales. La literatura revisada rara vez 
distingue resultados por tipo jurídico o naturaleza del proveedor privado. El grueso de la eviden-
cia empírica opera con la distinción privado/público como unidad de análisis, y este documento 
adopta esa misma lógica. Cuando la evidencia permite identificar hallazgos diferenciados por tipo 
de proveedor, los mismos se señalan explícitamente en el análisis.

La participación privada se analiza a través de cuatro resultados de mercado que no son equi-
valentes ni necesariamente simultáneos: el uso de servicios privados por parte de los hogares; 
la expansión de capacidad privada (nuevos cupos o centros);  la dinámica de entrada y salida 
de proveedores del mercado; y la calidad de la prestación brindada. Esta última se analiza como 
resultado específico cuando el instrumento actúa directamente sobre ella y como condición trans-
versal para interpretar la contribución de cualquier expansión de oferta a objetivos públicos. Una 
misma política puede mover uno de estos resultados sin afectar los demás, y cada instrumento 
analizado en la sección 4 se evalúa en función de los resultados sobre los que opera por diseño.
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2.2 La taxonomía de cinco dimensiones
La taxonomía que organiza este análisis refleja las distintas palancas a través de las cuales el 
Estado puede incidir en la participación privada en el sector de cuidado infantil. Cada dimensión 
corresponde a un mecanismo de acción estatal diferenciado, con lógicas causales, actores y 
condiciones de viabilidad propias.

La dimensión 1 (regulación) agrupa los instrumentos mediante los cuales el Estado define quién 
puede operar, bajo qué condiciones y con qué estándares: es la intervención más básica y la 
condición habilitante del resto. La dimensión 2 (financiamiento público e incentivos económicos) 
incluye los mecanismos mediante los cuales el Estado reduce o compensa los costos del cuidado 
y moviliza recursos hacia familias, proveedores o empleadores, mediante subsidios, transferencias 
o incentivos fiscales. La dimensión 3 (provisión mixta y contratación) cubre los arreglos en los que 
el Estado incorpora actores privados como prestadores dentro del sistema público, mediante con-
tratos, convenios o delegación de gestión. La dimensión 4 (reducción de fricciones de demanda) 
agrupa los instrumentos que actúan sobre las barreras que impiden que familias elegibles con-
viertan su demanda latente en uso efectivo, sin modificar precios ni oferta. La dimensión 5 (ase-
guramiento de calidad) comprende los mecanismos que buscan mejorar las características de lo 
que se provee, actuando sobre estándares, incentivos reputacionales y capacidades del personal.

La clasificación responde a una lógica analítica: regulación y financiamiento son condiciones es-
tructurales del mercado; provisión mixta opera en la frontera entre el sistema público y el privado; 
reducción de fricciones y calidad son dimensiones que modulan la efectividad de los instrumentos 
anteriores.  La clasificación, sin embargo, no supone que las dimensiones sean mutuamente exclu-
yentes. En la práctica, varios instrumentos actúan simultáneamente sobre más de una dimensión: 
un voucher puede ser un instrumento de financiamiento, pero requiere reglas de habilitación y 
estándares de calidad; un convenio de gestión delegada combina contratación, financiamiento 
y supervisión; y un sistema de calificación puede operar tanto como instrumento de información 
para las familias como de mejora de calidad para los proveedores. Por ello, la taxonomía clasifica 
cada instrumento según su mecanismo de acción predominante a nivel de diseño, reconociendo 
que los efectos reales dependen de la interacción con otras dimensiones de política.

La taxonomía se inspira en el enfoque de herramientas de acción pública desarrollado por Sala-
mon (2002), que analiza cómo el Estado articula su acción a través de instrumentos indirectos 
—regulación, subsidios, contratación, incentivos fiscales— para movilizar actores privados en 
la provisión de bienes públicos. Este marco, retomado en el análisis comparado de la sección 5, 
permite caracterizar los instrumentos no solo por sus efectos observados sino por cuatro dimen-
siones analíticas que determinan su viabilidad política e institucional: el grado de obligatoriedad 
que imponen sobre proveedores o familias; el nivel de intermediación estatal que requieren; su 
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automaticidad operativa; y su visibilidad pública. Estas dimensiones son especialmente relevantes 
para evaluar la transferibilidad de los instrumentos al contexto de ALC, donde la capacidad de 
enforcement, la capacidad contractual del Estado y la densidad de la oferta privada varían con-
siderablemente entre países.

3. Metodología

3.1 Corpus y estrategia de búsqueda
La sistematización se basa en una revisión de más de 220 documentos. La estrategia de búsqueda 
partió de una cobertura amplia por instrumento, identificando el conjunto disponible de literatu-
ra académica, evaluaciones técnicas e informes institucionales para cada política analizada. La 
identificación de fuentes se organizó a partir de una tipología inicial de instrumentos de política 
pública mediante los cuales el Estado puede incentivar, ordenar, financiar, contratar o supervisar 
la participación de actores privados en la provisión de servicios de cuidado infantil. A partir de 
esa tipología, las búsquedas se realizaron por instrumento específico dentro de cada dimensión.

Para cada instrumento se utilizaron búsquedas iterativas en bases académicas y buscadores 
especializados, incluyendo Consensus y Google Scholar, combinando términos asociados al ins-
trumento de política, al grupo etario de interés y a la participación de proveedores privados, co-
munitarios, sin fines de lucro o no estatales. La búsqueda priorizó documentos publicados desde 
el año 2000, con excepciones puntuales para estudios anteriores que constituyen referencias 
ampliamente citadas o particularmente relevantes para entender el diseño, los efectos o la evo-
lución de un instrumento específico. También priorizó evidencia extrarregional, especialmente 
de Europa, Estados Unidos, Asia y Oceanía, por ser los contextos donde se concentra una parte 
importante de la evidencia empírica disponible sobre varios de los instrumentos analizados. Esta 
priorización no implicó excluir experiencias de América Latina y el Caribe; la evidencia regional se 
incorporó cuando permitía documentar arreglos institucionales, condiciones de implementación, 
restricciones de capacidad estatal, escalabilidad y desafíos de transferibilidad. El corpus final 
cubre experiencias de más de 30 países, con mayor densidad de evidencia causal en contextos 
de la OCDE.

Luego se clasificó cada documento según su metodología y calidad de evidencia. El corpus 
resultante combina artículos académicos (41,7%), informes técnicos e institucionales (36,5%), 
revisiones y meta-análisis (6,8%), entre otros. En términos metodológicos, el 32,7% de los do-
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cumentos corresponde a estudios con alta calidad de identificación causal (RCTs, estudios cua-
si-experimentales y diferencias en diferencias), el 23,8% a estudios cuantitativos observacionales 
y el restante a evidencia descriptiva, cualitativa y conceptual.

El análisis de cada instrumento utilizó la evidencia disponible de manera diferenciada según su 
capacidad de identificación. Los estudios experimentales y cuasi-experimentales se priorizaron 
para estimar magnitudes de efecto sobre resultados como uso de servicios, expansión de cupos, 
precios, empleo materno o indicadores de calidad. Los estudios observacionales, evaluaciones 
de implementación, informes administrativos y estudios de caso se utilizaron principalmente para 
reconstruir mecanismos de funcionamiento, parámetros de diseño, condiciones institucionales y 
riesgos de implementación. Cuando los estudios presentaban muestras pequeñas, limitaciones de 
implementación o evidencia parcial, sus hallazgos se interpretaron como evidencia sobre meca-
nismos, hipótesis plausibles o condiciones de funcionamiento, evitando inferencias causales no 
sustentadas. Esta decisión responde a una realidad del campo: para varios instrumentos relevan-
tes en ALC, en particular los de provisión mixta, contratación, gestión delegada y fortalecimiento 
de calidad, los estudios causales son escasos o nulos, pero la evidencia institucional disponible 
permite identificar restricciones, tensiones y condiciones de transferibilidad. La evidencia se con-
centra en las dimensiones de financiamiento (34,7% de los documentos) y regulación (22,3%), 
con menor densidad en provisión mixta (12,4%), calidad (21,3%) e información y fricciones (9,4%).

3.2 Criterios de selección
Se incluyeron documentos que cumplían tres criterios de inclusión. Primero, debían analizar servi-
cios de cuidado infantil o educación y cuidado en primera infancia para niños y niñas de 0 a 4 años. 
Segundo, debían examinar un instrumento de política pública identificado en la tipología. Tercero, 
debían aportar información verificable sobre al menos una dimensión relevante para el análisis: 
diseño del instrumento, implementación, resultados, tensiones o condiciones de funcionamiento.

Se excluyeron documentos centrados exclusivamente en arreglos informales sin vínculo con una 
política pública; estudios sobre mercados privados de cuidado sin interacción sustantiva con el 
Estado; documentos sin evidencia verificable sobre diseño, implementación o resultados; textos 
puramente conceptuales sin aplicación empírica o institucional relevante; y políticas focalizadas 
exclusivamente en educación preescolar para niños mayores de cuatro años sin componente 
explícito de cuidado para menores de cuatro.

Dentro de ese universo, se priorizaron documentos con mayor valor analítico para la pregunta 
de investigación de la nota: qué instrumentos de política han logrado (o no) incentivar la parti-
cipación privada en servicios de cuidado infantil, bajo qué condiciones y con qué tensiones. La 
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selección no se limitó a experiencias consideradas exitosas. También se incorporaron casos con 
bajo cumplimiento, adopción limitada, efectos no deseados, problemas de calidad o dificultades 
de sostenibilidad, en la medida en que permitieran identificar condiciones que bloquean o debi-
litan la participación privada o reducen su contribución a objetivos públicos de acceso, calidad, 
equidad y sostenibilidad.

Luego de la identificación inicial, cada documento fue revisado para validar si atendía de manera 
directa la pregunta de investigación, qué instrumento principal analizaba, qué rol asignaba al sector 
privado y qué tipo de evidencia aportaba. A partir de esa revisión se identificaron documentos an-
cla para cada instrumento: estudios que aportaban evidencia directa sobre resultados relevantes, 
documentaban mecanismos clave de funcionamiento, exponían tensiones críticas o ayudaban a 
organizar el debate comparado.

3.3 Protocolo de análisis de cada instrumento
El núcleo metodológico de esta sistematización es un protocolo de análisis estandarizado aplicado 
a cada instrumento o subpolítica. La unidad principal de análisis es el instrumento de política, no el 
documento individual: los estudios, evaluaciones e informes se utilizaron como base empírica para 
reconstruir cómo opera cada instrumento y qué evidencia existe sobre sus efectos, condiciones 
de implementación y riesgos. Este enfoque permite evitar una síntesis organizada por estudios 
aislados y construir, en cambio, una lectura orientada a política pública sobre qué mecanismos 
funcionan, bajo qué condiciones y con qué riesgos. El protocolo organiza la evidencia disponible 
en cinco componentes:

Objetivos del instrumento: Se identifica qué problema de política busca resolver el instrumento y 
sobre qué resultado de mercado opera predominantemente: uso de servicios privados por parte 
de los hogares, expansión de capacidad privada (nuevos cupos o centros), o dinámica de entrada 
y salida de proveedores. Esta distinción importa porque una misma política puede mover uno de 
estos resultados sin afectar los demás.

Lógica causal: Se reconstruye la cadena de causalidad que conecta el instrumento con sus 
resultados esperados: qué comportamiento busca modificar, en qué actor (familia, proveedor, 
empleador), a través de qué mecanismo (precio, información, incentivo, obligación), y bajo qué 
supuestos de funcionamiento del mercado. Esta modelización simplificada permite identificar en 
qué eslabón de la cadena opera la evidencia disponible y en cuáles hay vacíos.
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Aspectos de diseño que importan: Se documentan los parámetros de diseño que la evidencia 
identifica como determinantes de los resultados (nivel de copago, criterios de elegibilidad, in-
tensidad del acompañamiento, mecanismos de enforcement, entre otros). Este componente es 
central para la transferibilidad: no se evalúa si un instrumento “funciona” en abstracto, sino bajo 
qué configuraciones específicas produce efectos y con qué condiciones institucionales.

Resultados y magnitudes: Se sintetizan los efectos documentados siguiendo los eslabones de 
la cadena causal. La presentación es explícita sobre el tipo de evidencia disponible en cada es-
labón: cuando un efecto no ha sido medido causalmente, no se infiere. Cuando la evidencia es 
descriptiva u observacional, se señala para que haya claridad para el lector.

Tensiones y riesgos de implementación: Se identifican los efectos no deseados, tensiones de 
diseño y riesgos que aparecen de forma consistente en la literatura: efectos sobre precio, com-
posición de la oferta, equidad de acceso, sostenibilidad fiscal, o capacidad institucional requerida.

4. �Cinco dimensiones de política: 
evidencia y tensiones

Esta sección sistematiza la evidencia internacional sobre las políticas que modulan la participación 
del sector privado en la provisión de servicios de cuidado infantil. El análisis se organiza en cinco 
dimensiones que cubren distintos mecanismos de intervención estatal: la regulación de las con-
diciones de entrada y operación del mercado (dimensión 1); el financiamiento público e incentivos 
económicos para familias, proveedores y empleadores (dimensión 2); la incorporación de actores 
privados como prestadores dentro del sistema público (dimensión 3); la reducción de fricciones 
que impiden que la demanda se materialice (dimensión 4); y el aseguramiento de la calidad del 
servicio (dimensión 5).

La taxonomía no es exhaustiva ni mutuamente excluyente: varios instrumentos actúan simultá-
neamente sobre más de una dimensión, y algunos efectos documentados en una dimensión son 
producto de interacciones con instrumentos de otras. Para ordenar la sistematización, cada política 
se clasifica según su mecanismo de acción predominante, reconociendo que los efectos reales 
son frecuentemente más complejos que esa clasificación sugiere.

Dos advertencias metodológicas aplican a toda la sección. Primera, la heterogeneidad de la evi-
dencia es sustantiva: el número de estudios, la solidez metodológica y la disponibilidad de evalua-
ciones causales varían considerablemente entre dimensiones e instrumentos. Donde la evidencia 
causal es escasa, el análisis documenta patrones observados y mecanismos plausibles, señalando 
explícitamente las limitaciones para la inferencia. Segunda, la transferibilidad de los hallazgos entre 
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contextos es limitada. Los efectos de un mismo instrumento dependen de las características del 
mercado, la capacidad institucional del Estado y el punto de partida del sistema de cuidado. Las 
lecciones de diseño que se presentan buscan identificar principios robustos más que prescribir 
configuraciones universales.

4.1  Dimensión 1: Regulación
La regulación constituye la intervención más básica del Estado en el mercado de cuidado infantil: 
define quién puede operar, bajo qué condiciones y con qué estándares mínimos. A diferencia de 
los instrumentos financieros, la regulación no transfiere recursos sino que modifica las condicio-
nes de entrada, operación y salida del mercado. Su relevancia para la participación privada es 
doble: por un lado, es una condición habilitante sin la cual no puede existir un mercado formal 
de cuidado; por otro, su diseño puede expandir o contraer esa participación de maneras que los 
formuladores de política frecuentemente subestiman.

Esta sección analiza dos subdimensiones: los estándares mínimos obligatorios, que incluyen ratios 
de personal, requisitos educativos e infraestructura; y los mandatos legales a empleadores, que 
obligan a firmas de cierto tamaño a proveer o financiar servicios de cuidado para sus trabajadoras. 
En ambos casos, la evidencia disponible es principalmente observacional, con un número limitado 
de evaluaciones de diseño cuasi-experimental robusto.

4.1.1  Estándares mínimos obligatorios 

Qué busca el instrumento

Los estándares mínimos obligatorios establecen las condiciones básicas de funcionamiento para 
los servicios de cuidado infantil que operan en el mercado formal. Su objetivo declarado es ga-
rantizar un piso de seguridad y calidad: que los niños estén adecuadamente supervisados, que 
el personal tenga las competencias mínimas requeridas y que la infraestructura sea apropiada. 
Desde la perspectiva de la participación privada, lo relevante es cómo operan en la práctica: al 
definir quién puede ingresar y permanecer en el mercado formal, los estándares actúan simultá-
neamente como mecanismo de habilitación y como barrera de entrada.

La regulación mínima opera como un paquete de instrumentos, no como un instrumento úni-
co. Los tres componentes principales: estándares estructurales (ratios niños-docentes, tamaño 
máximo de grupo), requisitos de capital humano (educación mínima del personal) y requisitos de 
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cumplimiento (infraestructura, registros, licenciamiento), no son equivalentes en sus efectos. La 
evidencia muestra que actúan sobre mecanismos distintos y producen resultados distintos sobre 
el mercado proveedor.

Lógica causal

La cadena causal dominante en la literatura es la siguiente (Gráfico 1): el endurecimiento de un 
estándar eleva los costos fijos o variables de operación; los proveedores que no pueden absorber 
ese costo adicional, ya sea trasladándolo a precios, incrementando escala o reduciendo otros gas-
tos, reducen su tamaño o salen del mercado; los que permanecen ajustan su modelo operativo. 
En paralelo, el encarecimiento de la operación desincentiva la entrada de nuevos proveedores, 
especialmente en mercados donde la demanda tiene elasticidad precio alta o donde los márgenes 
son bajos. El efecto neto sobre el acceso y el uso efectivo de cuidado formal depende de si la 
oferta que permanece sigue siendo accesible para las familias más vulnerables.

Este mecanismo no opera de manera uniforme: su intensidad depende del tipo de estándar regu-
lado, del nivel de ingreso del mercado local y de la capacidad del proveedor para trasladar costos. 
Estas heterogeneidades son centrales para entender los resultados.

Gráfico 1.  Lógica causal - Estándares mínimos obligatorios 
La regulación define las condiciones del mercado formal y determina quién puede operar y a qué costo

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales
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Aspectos de diseño que importan

La literatura identifica tres decisiones de diseño con alta incidencia en los resultados.

Primero, el tipo de insumo regulado: los estándares que regulan la cantidad del insumo laboral 
(ratios niños-docentes) producen efectos muy distintos a los que regulan la calidad del insumo 
(requisitos educativos). Los ratios actúan directamente sobre el costo variable por niño atendido; 
los requisitos educativos inciden en la composición del personal sin necesariamente aumentar la 
dotación (Hotz & Xiao, 2005, 2011; Blau, 2003b, 2007).



23

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Segundo, la uniformidad del estándar: un estándar uniforme para todos los proveedores, inde-
pendientemente de su tamaño, ubicación o modalidad, impacta desproporcionadamente a los más 
pequeños, que tienen menor capacidad de absorción de costos fijos (Hotz & Xiao, 2011).

Tercero, la capacidad de enforcement: la regulación solo genera los efectos esperados, positi-
vos o negativos, cuando se monitorea de forma efectiva y se aplica de manera consistente. Sin 
enforcement creíble, el resultado es cumplimiento desigual: los proveedores formales más visibles 
cargan con el costo regulatorio mientras otros operan por fuera del marco sin sanción (Hotz & 
Xiao, 2005; Blau, 2007).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre los efectos de los estándares mínimos en la participación privada proviene 
principalmente de estudios que explotan variación regulatoria entre estados de Estados Unidos, 
particularmente los trabajos de Hotz y Xiao (2005, 2011) y Blau (2003b, 2007), que siguen siendo 
las referencias empíricas más robustas en este campo. Los resultados se organizan en torno a 
cinco eslabones de la cadena causal. La tabla 1 resume los principales hallazgos.

Entrada y oferta privada formal. Los ratios niños-docentes actúan como barrera efectiva a la 
entrada. El endurecimiento del ratio en un desvío estándar, equivalente a pasar de un personal 
docente cada 7-8 niños a uno cada 6, reduce la tasa de entrada en aproximadamente 23%: cerca 
de dos de cada diez potenciales entrantes no ingresan al mercado. El efecto sobre el stock de es-
tablecimientos también es negativo, aunque de menor magnitud que el observado sobre la entrada 
(registrando una reducción de 0,33 establecimientos por mercado local). La heterogeneidad por 
nivel de ingreso sugiere que estos efectos se concentran en mercados de menor ingreso: el efecto 
promedio sobre el número de establecimientos es de alrededor de −0,37 en mercados ubicados en 
zonas 2 desvíos estándar por debajo de la mediana de ingreso local, frente a un efecto levemente 
positivo (+0,33) en zonas 2 desvíos por encima, consistente con un mecanismo de traslado de 
costos que opera mejor donde la demanda es menos sensible al precio (Hotz & Xiao, 2005, 2011).

Los requisitos educativos mínimos, en cambio, no muestran efectos estadísticamente significati-
vos sobre la tasa de entrada ni sobre el número de establecimientos. Los efectos estimados son 
pequeños y no sobreviven la inclusión de efectos fijos estatales, lo que sugiere que gran parte de 
la correlación observada en estudios de corte transversal refleja heterogeneidad entre estados 
más que un efecto causal del estándar. Los efectos tampoco varían de manera sistemática según 
el nivel de ingreso del mercado local (Hotz & Xiao, 2005, 2011; Blau, 2003b).

Salida de proveedores. Los efectos sobre salida son asimétricos respecto a los de entrada, y el 
mecanismo difiere según el tipo de estándar. Los ratios más estrictos reducen la probabilidad de 
salida en 4-5 puntos porcentuales: al actuar como barrera a la entrada, reducen la competencia, lo 
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que mejora la supervivencia de los incumbentes. Los requisitos educativos, en cambio, aumentan 
la probabilidad de salida en 1,2-1,5 puntos porcentuales: al exigir mayor calificación, generan mayor 
rotación laboral: los trabajadores tienen mejores opciones externas, lo que deteriora la calidad del 
servicio y eventualmente los márgenes del proveedor (Hotz & Xiao, 2005).

Funcionamiento del proveedor y costos operativos. Los ratios niños-docentes más estrictos 
generan ajustes vía contracción de escala. El endurecimiento del ratio en un desvío estándar se 
asocia con una reducción de 3 a 4 trabajadores por establecimiento. Este resultado es consistente 
con la evidencia del mercado laboral: los cambios regulatorios en ratios y límites de tamaño de 
grupo se asocian con una reducción de 1-1,2% en vacantes publicadas y un aumento de 6,9% en 
la demanda relativa de trabajadores universitarios, indicando que el ajuste ocurre vía costos labo-
rales más que vía expansión de capacidad (Hotz & Xiao, 2005, 2011; Blau, 2007; Ali et al., 2024).

Los requisitos educativos, en contraste, elevan los costos de operación al exigir mayor califica-
ción del personal, pero no provocan una contracción directa de la escala: no se observan caídas 
significativas en el número de trabajadores ni en el número de establecimientos. El mayor costo 
parece absorberse sin ajustes sistemáticos vía precios ni reducción de oferta (Hotz & Xiao, 2005, 
2011; Blau, 2007).

Precios. La evidencia sobre traslado a precios es mixta y depende de la especificación utilizada. 
Gorry y Thomas (2017) estiman, en corte transversal de 50 estados, que una reducción de un 
niño en el ratio permitido por cuidador se asocia con aumentos de costo de entre 9% y 20% para 
la atención de infantes. Blau (2003b) documenta que las diferencias regulatorias entre estados 
pueden explicar entre el 25% y el 63% de las diferencias observadas en gasto semanal de las 
familias, aunque estos efectos no son robustos en todas las especificaciones. Sin embargo, Blau 
(2007) encuentra que con efectos fijos estatales el efecto sobre precios desaparece: el mayor 
costo de cumplimiento se absorbe principalmente vía reducción salarial de las trabajadoras, no vía 
traslado a precios. Los requisitos educativos se asocian con aumentos de costo de entre 25% y 
46% en estudios de corte transversal (Gorry & Thomas, 2017), aunque Blau (2007) no encuentra 
evidencia robusta de efectos sobre precios en especificaciones con efectos fijos, lo que sugiere 
absorción parcial vía salarios (Blau, 2003b, 2007; Gorry & Thomas, 2017).

Calidad. Los ratios niños-docentes más estrictos generan mejoras en proxies observables de 
calidad: un endurecimiento de un desvío estándar se asocia con incrementos de 1-2 puntos por-
centuales en indicadores como acreditación y cumplimiento. Estos resultados confirman que los 
estándares pueden incidir sobre dimensiones observables de calidad y seguridad del servicio. Al 
mismo tiempo, la magnitud de estos efectos es menor que la observada sobre otros eslabones 
de la cadena (entrada, oferta y precios), lo que sugiere que el diseño de los estándares importa 
tanto como su nivel de exigencia. La evidencia no cuestiona la necesidad de establecer pisos de 
calidad, sino que muestra que estándares uniformes, aplicados sin financiamiento, gradualidad, 
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apoyo técnico o enforcement efectivo, pueden generar efectos distributivos no deseados sobre 
la oferta disponible, especialmente en mercados de bajos ingresos. Los requisitos educativos, en 
línea con el patrón general, no muestran efectos significativos sobre calidad observable en los 
estudios revisados (Hotz & Xiao, 2005, 2011; Blau, 2007; Sowa-Kofta, 2024).

Tabla 1. Resumen de evidencia: estándares mínimos obligatorios

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Entrada 
de proveedores

Los ratios niños-docentes 
actúan como barrera 
efectiva. Los requisitos 
educativos no muestran 
efectos significativos.

Cuantitativo observacional (panel 
con efectos fijos)

Endurecimiento de 1 SD en 
ratio → -23% tasa de entrada y 
-0.33 establecimientos/mercado 
(estimaciones basadas en variación 
regulatoria entre estados). Efecto mayor 
en mercados de bajo ingreso (-0.37) vs. 
alto ingreso (+0.33 estab.). Requisitos 
educativos: coeficientes pequeños, no 
robustos. (Hotz & Xiao, 2005, 2011)

Salida de proveedores

Efectos asimétricos:  
los ratios reducen la salida 
al limitar la competencia; 
requisitos educativos la 
aumentan.

Cuantitativo observacional (panel 
con efectos fijos)

Ratios: -4 a -5 pp probabilidad de 
salida. Requisitos educativos: +1.2 a 
1.5 pp de salida por mayor rotación 
laboral. (Hotz & Xiao, 2005)

Empleo y 
escala operativa

Ratios más estrictos 
inducen contracción de 
escala vía reducción de 
empleo.

Cuantitativo observacional + 
datos de vacantes laborales

Endurecimiento de 1 SD en ratio → -3 
a 4 trabajadores por establecimiento. 
Cambios regulatorios: -1.2% vacantes; 
+6.9% demanda de trabajadores 
universitarios. (Hotz & Xiao, 2005, 
2011; Blau, 2007; Ali et al., 2024)

Precios del cuidado

Ratios más estrictos 
se trasladan a precios; 
requisitos educativos no 
muestran efecto.

Cuantitativo observacional

Ratios: corte transversal → -1 niño en 
ratio permitido se asocia con +9% 
a +20% en costo anual de infantes 
(Gorry & Thomas, 2017). Blau (2003b): 
diferencias regulatorias explican 25-63% 
de diferencias en gasto semanal entre 
estados. Blau (2007) con efectos fijos: 
el efecto sobre precios desaparece; 
el costo se absorbe vía reducción 
salarial de trabajadoras. Requisitos 
educativos: +25% a +46% en corte 
transversal (Gorry & Thomas, 2017); sin 
efectos robustos en especificaciones 
con efectos fijos (Blau, 2007).

Calidad observable

Mejoras pequeñas 
en proxies de calidad 
(acreditación) asociadas 
a ratios; sin efectos de 
requisitos educativos.

Cuantitativo observacional

Endurecimiento de 1 SD en ratio → 
+1-2 pp en proxies de acreditación/
cumplimiento. Efectos positivos sobre 
indicadores observables, aunque 
menores que los efectos documentados 
sobre entrada, oferta y precios.  
Requisitos educativos: sin efectos 
significativos. (Hotz & Xiao, 2005, 
2011; Blau, 2007; Sowa-Kofta, 2024)



26

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Tensiones y riesgos

Ajuste asimétrico por nivel de ingreso del mercado. La tensión central de la regulación mínima 
es geográfica y distributiva. En mercados de mayor ingreso, los estándares más exigentes se 
absorben vía traslado parcial a precios o recomposición de ingresos operativos: los proveedores 
pueden sobrevivir encareciéndose. En mercados de menor ingreso, donde el traslado a precios 
es limitado porque la demanda es más elástica, el ajuste ocurre principalmente vía contracción 
de la oferta: menos establecimientos, menor empleo, o directamente no-entrada. El resultado 
es la generación de lo que la literatura llama ‘desiertos de oferta’ en territorios vulnerables ante 
estándares regulatorios uniformes (Hotz & Xiao, 2011).

Cambio en la estructura del mercado proveedor. La regulación mínima puede inducir salida 
desproporcionada de proveedores pequeños, especialmente FCC (family child care), es decir, 
cuidadoras domiciliarias, sin reducir la oferta total de inmediato. El resultado no es necesariamen-
te una caída en cupos disponibles sino una recomposición del mercado hacia operadores más 
grandes, con mayor concentración y menor diversidad de modalidades. Esto ocurre porque los 
proveedores pequeños tienen menor capacidad para absorber los costos regulatorios adicionales 
y, a diferencia de los centros más grandes, no pueden trasladarlos a precios sin perder su base de 
familias, que son precisamente las más sensibles al precio. Este proceso tiene consecuencias de 
largo plazo para la accesibilidad: los proveedores pequeños y domiciliarios suelen ser la opción 
más cercana, flexible y asequible para hogares de bajos ingresos (Hotz & Xiao, 2011; Blau, 2007) 
(ver Recuadro 1 para un análisis detallado de esta dinámica en los FCC).

Calidad, cobertura y diseño regulatorio.  La tensión central no es entre calidad y cobertura como 
objetivos contrapuestos, sino entre distintos diseños regulatorios para alcanzar pisos adecuados 
de calidad sin generar efectos distributivos regresivos. La evidencia muestra que ciertos están-
dares estructurales, en particular los ratios niños-docentes, pueden mejorar proxies observables 
de calidad (1-2 puntos porcentuales en acreditación, por ejemplo), pero también elevar costos de 
cumplimiento, restringir la entrada de proveedores y afectar con mayor intensidad a mercados de 
bajos ingresos. Esta asimetría no implica reducir la ambición regulatoria ni postergar la calidad, sino 
diseñar estándares con criterios de gradualidad, diferenciación por tipo de proveedor, financia-
miento complementario y enforcement efectivo. En contextos de oferta escasa o heterogénea, la 
regulación de calidad requiere una arquitectura de implementación que permita elevar estándares 
sin expulsar precisamente a los proveedores que atienden a los hogares con mayores restricciones 
de acceso  (Hotz & Xiao, 2005, 2011; Blau, 2003b; Gorry & Thomas, 2017).

Dependencia crítica del enforcement. La regulación mínima solo genera los efectos documentados, 
positivos o negativos, cuando se monitorea y aplica de forma efectiva. En contextos de baja capa-
cidad estatal, el resultado es cumplimiento desigual: los proveedores formales más visibles cargan 
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con los costos regulatorios mientras otros operan informalmente sin sanción. Esto crea un piso de 
calidad con cobertura incompleta y una competencia desleal que puede erosionar la viabilidad de 
los proveedores formales que sí cumplen (Hotz & Xiao, 2005; Blau, 2007; Sowa-Kofta, 2024).

Síntesis

La regulación mínima afecta la participación privada de manera real pero diferenciada. Los ratios 
niños-docentes son el componente con mayor impacto documentado: reducen la entrada y el 
stock de establecimientos privados, especialmente en mercados de bajos ingresos, y pueden 
elevar los precios para las familias. También generan mejoras en proxies observables de calidad 
y cumplimiento, lo que confirma su relevancia como instrumento para establecer pisos mínimos 
de seguridad y calidad. Sin embargo, esos efectos positivos conviven con costos de cumplimiento 
que pueden restringir la oferta en los mercados donde el acceso ya es más limitado. Los requisitos 
educativos no muestran estos efectos sobre entrada o precios, aunque sí implican mayores costos 
operativos y un aumento pequeño, pero estadísticamente significativo, en la salida de proveedores.

La implicancia de política no es eliminar ni debilitar la regulación, sino diseñarla con conciencia 
de sus efectos distributivos y con instrumentos que hagan viable su cumplimiento. Esto implica 
diferenciar estándares por tipo y tamaño de proveedor cuando corresponda, graduar la implemen-
tación en función de la capacidad del mercado local, complementar exigencias regulatorias con 
financiamiento o apoyo técnico, y priorizar el enforcement efectivo sobre la expansión nominal del 
marco normativo. La calidad debe ser un objetivo no negociable de la política de cuidado, pero su 
regulación requiere una arquitectura que permita elevar estándares sin reducir el acceso de los 
hogares más vulnerables a servicios formales, seguros y supervisados.

Recuadro 1 — Regulación mínima y efectos distributivos  
en proveedores pequeños (FCC)

La regulación mínima no impacta de manera homogénea a todos los proveedores privados. Los 
proveedores pequeños y de base domiciliaria, conocidos en la literatura anglosajona como Family 
Child Care (FCC), presentan una dinámica particular que merece atención específica, tanto por 
su peso en la oferta de cuidado como por su relevancia para hogares de bajos ingresos.

La evidencia muestra dos fenómenos distintos que operan en secuencia. En el corto plazo, cuan-
do la regulación sobre centros se endurece y reduce su capacidad o eleva sus precios, parte de 
la demanda se desplaza hacia FCC. Hotz y Xiao (2011) documentan aumentos estadísticamente 
significativos en los ingresos promedio por FCC, consistentes con una mayor carga de niños 
atendidos por cada proveedor existente. Sin embargo, esta absorción intensiva no se traduce 
en expansión del número de FCC: los coeficientes sobre la cantidad de establecimientos no son 
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significativos y, por el contrario, apuntan a una leve contracción. Este efecto varía según el nivel 
de ingreso del mercado: los ingresos por FCC aumentan en mercados de mayores ingresos pero 
no aumentan o incluso caen en mercados de menores ingresos, lo que sugiere que el mecanismo 
de ajuste vía FCC tiene límites severos precisamente donde más se necesita.

En el mediano y largo plazo, múltiples factores erosionan la viabilidad de los FCC. Banghart et 
al. (2023) documentan una reducción sostenida en el número de FCC en Maryland desde 2008, 
atribuible a un conjunto de causas que operan de manera simultánea: ciclos de vida de las 
proveedoras (eventos personales como problemas de salud o mudanzas que se convierten en 
“oportunidades” para cerrar ante el agotamiento acumulado), presión económica por ingresos 
bajos e inestables, y carga administrativa creciente vinculada a requisitos de cumplimiento. La 
regulación es un factor contribuyente, en particular los costos de documentación, adecuaciones 
físicas y participación en sistemas de calificación, pero no es el único determinante ni el más 
citado por las propias proveedoras. El estudio también documenta que aumentos en las tasas 
de reembolso de subsidios en 2018-2019 lograron desacelerar el ritmo de cierres, lo que sugiere 
que los instrumentos financieros pueden compensar parcialmente la presión regulatoria.

 La lectura integrada es la siguiente: la regulación mínima puede elevar estándares promedio del 
mercado y fortalecer condiciones básicas de seguridad y calidad. Sin embargo, si es uniforme 
e ignora las diferencias de escala, costos y capacidad administrativa entre proveedores, puede 
generar una recomposición del mercado que concentra la oferta en operadores grandes y empuja 
a los pequeños fuera del mercado formal. El resultado final puede ser un mercado con mayores 
estándares promedio, pero menor diversidad de modalidades, menor accesibilidad territorial y 
peor acceso para los hogares que más dependen de opciones flexibles y próximas. Por eso, el 
desafío no es reducir los estándares, sino diseñar trayectorias de cumplimiento, apoyos técnicos 
y mecanismos de financiamiento que permitan incorporar o sostener a proveedores pequeños 
dentro del mercado formal supervisado.

Referencias: Hotz & Xiao (2011); Banghart et al. (2023); Gorry & Thomas (2017).

4.1.2  Mandatos legales a empleadores

Qué busca el instrumento

Los mandatos legales a empleadores obligan a firmas que superan ciertos umbrales de personal 
a proveer o financiar servicios de cuidado infantil para los hijos de sus trabajadoras. Su objetivo 
principal es reducir barreras a la participación laboral femenina internalizando el costo del cuidado 
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en el ámbito productivo: si la empresa asume parte del costo, la trabajadora puede sostenerse en 
el mercado laboral. Desde la perspectiva de la participación privada, el instrumento es relevante 
en la medida en que puede crear demanda regulatoria por servicios de cuidado y habilitar la con-
tratación de proveedores privados externos.

A nivel global, 26 de 189 economías cuentan con mandatos a empleadores para cuidado infantil, 
aproximadamente el 14% del total (World Bank, 2019). El criterio de activación más común es el 
número de trabajadoras mujeres: 18 de los 26 países con mandatos lo utilizan. Los umbrales va-
rían: Chile activa el mandato con 20 o más trabajadoras mujeres, Bangladesh con 40 y India con 
30 bajo el Factories Act.

Lógica causal

La cadena causal estilizada del instrumento tiene varios eslabones (Gráfico 2): el mandato obliga 
al empleador a implementar una solución de cuidado; el empleador elige la modalidad de cum-
plimiento (provisión directa in situ, contratación de un proveedor externo, convenio con otros 
empleadores); las trabajadoras acceden y usan efectivamente el servicio; el acceso al cuidado re-
duce barreras a la continuidad laboral. La evidencia muestra quiebres frecuentes en los eslabones 
intermedios, especialmente en contextos de bajo enforcement: la existencia de la obligación legal 
no garantiza ni implementación real ni uso efectivo. Y cuando el instrumento sí se implementa, el 
único resultado causal disponible documenta efectos adversos sobre los salarios femeninos, sin 
aumentos compensatorios en el empleo (Prada et al., 2015).

Gráfico 2. Lógica causal - Mandato legal a empleadores
El mandato obliga al empleador a proveer o financiar cuidado → genera demanda reguladora para proveedores privados

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales

Implementación
del servicio

Actor: Empleador
/ Proveedor

Instala o contrata
servicio de cuidado
para sus trabajadoras

Acceso efectivo
al servicio

Actor: Trabajadora

Usa el servicio si
hay compatibilidad de
horarios y confianza

Reducción de
barreras laborales

Actor: Trabajadora

Cuidado resuelto
facilita continuidad 

laboral

Decisión de
cumplimiento

Actor: Empleador

Elige modalidad:
provisión directa,
externalización o 

convenio

Mandato
activado

Actor: Estado

Umbral de trabajadoras
femeninas obliga al
empleador a actuar
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Resultados finales

Empleo materno
Evidencia muestra 
reducción salarial, sin 
aumento de empleo
(Chile)

Bienestar infantil
Depende de calidad del 
servicio provisto

Diseño: modalidades de cumplimiento

La modalidad de cumplimiento más extendida en la legislación más antigua es la provisión directa 
in situ (crèche en las instalaciones de la empresa). Esta modalidad tiene altos costos fijos y baja 
escalabilidad: requiere espacio físico, personal especializado y gestión continua, lo que la hace 
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inviable para muchas empresas medianas y pequeñas. Modalidades más flexibles, como la con-
tratación de proveedores externos, acuerdos near-site o consorcios entre empresas, son menos 
frecuentes en la legislación pero más funcionales desde la perspectiva del mercado privado, ya 
que podrían generar demanda escalable para proveedores especializados. Sin embargo, la po-
sibilidad de externalización es condición necesaria pero no suficiente para generar participación 
privada: también se necesita oferta previa disponible y una escala mínima de demanda (IFC, 2019; 
World Bank, 2019).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre mandatos a empleadores es escasa en términos causales y proviene de con-
textos muy heterogéneos. El único estudio con diseño cuasi-experimental robusto corresponde 
a Chile (Prada et al., 2015), que explota el umbral de activación mediante regresión discontinua. 
El resto de la evidencia (casos de Bangladesh e India) es descriptiva, basada en encuestas a 
empleadores y estudios de caso sectoriales sin identificación causal. La transferibilidad de los 
hallazgos chilenos está acotada por las características del mercado laboral formal chileno; la de 
los casos asiáticos, por diferencias en estructura industrial y capacidad de enforcement. Con estas 
advertencias, la tabla 2 resume los principales hallazgos.

Cumplimiento efectivo. La evidencia disponible muestra bajo cumplimiento en los contextos con 
enforcement débil. En Bangladesh, solo el 23% de los empleadores legalmente obligados reporta 
ofrecer algún servicio de cuidado infantil, y el 61% declara no tener planes de implementación 
(IFC, 2019). En India, en el sector textil de Bangalore, hasta el 95% de las fábricas no cuenta con 
crèches funcionales pese a la obligación legal vigente (Cividep, 2016). Cuando existe cumplimien-
to, la provisión es predominantemente directa in situ y de baja escala.

Acceso y uso efectivo. Incluso cuando los servicios existen, el uso es bajo. En Bangalore, solo 
alrededor del 6% de las trabajadoras utilizaba las crèches disponibles (Cividep, 2016). Dado que 
estas mujeres ya están empleadas, el bajo uso no refleja falta de demanda sino inadecuación del 
servicio frente a las alternativas disponibles. Las principales barreras al uso identificadas en la evi-
dencia cualitativa son: horarios incompatibles con los turnos laborales, distancia entre el servicio 
y el puesto de trabajo, restricciones de elegibilidad y desconfianza en la calidad del cuidado. Esta 
evidencia sugiere que el acceso nominal, es decir, la existencia del servicio, y el acceso efectivo, 
el uso real, son magnitudes muy distintas, y que el mandato per se no resuelve las barreras no 
económicas al uso.

Participación privada. La participación de proveedores privados no emerge de forma sistemática 
a partir de los mandatos. Aparece cuando la regulación permite la externalización, cuando existe 
oferta previa de proveedores y cuando hay escala mínima de demanda. En ausencia de estas con-
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diciones, que son las condiciones predominantes en muchos contextos, la provisión permanece 
fragmentada, in situ y de baja escala, sin generar señales claras para la entrada sostenida de pro-
veedores privados especializados. No existen evaluaciones causales que documenten expansión 
del mercado privado atribuible directamente a mandatos a empleadores (IFC, 2019; Cividep, 2016).

Efectos laborales. La única evidencia cuasi-experimental disponible sobre efectos laborales del 
mandato corresponde a Chile. Prada et al. (2015) explotan el umbral de 20 trabajadoras mujeres 
para identificar el efecto causal del mandato en empresas que cruzan ese umbral, usando un 
diseño de regresión discontinua. Los resultados son inequívocos en su dirección: la activación 
del mandato se asocia con una reducción salarial femenina de entre 9% y 20%, consistente con 
un traslado parcial del costo del cuidado a las trabajadoras vía ajustes salariales. No se observan 
aumentos compensatorios en empleo o participación laboral femenina. El efecto adverso sobre 
salarios es mayor cuando el umbral de activación está definido por el número de mujeres, lo que 
crea un incentivo para que los empleadores reduzcan la contratación femenina o mantengan la 
plantilla por debajo del umbral.

Tabla 2. Resumen de evidencia: mandatos legales a empleadores

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Cumplimiento efectivo 
del mandato

Bajo en contextos de 
enforcement débil; 
predomina provisión 
simbólica o in situ de baja 
escala.

Descriptiva / encuestas 
administrativas

Bangladesh: 23% de empleadores 
obligados ofrece algún servicio; 
61% sin planes de implementación 
(IFC, 2019). India (Bangalore, textil): 
hasta 95% de fábricas sin crèches 
funcionales (Cividep, 2016).

Uso efectivo 
por trabajadoras

Bajo incluso cuando 
el servicio existe 
formalmente.

Descriptiva / cualitativa

India (Bangalore): ~6% de trabajadoras 
usa las crèches disponibles. Barreras: 
horarios, distancia, elegibilidad, 
desconfianza en calidad (Cividep, 2016; 
Maquila Solidarity Network, 2016).

Participación 
privada (expansión 
del mercado)

No emerge de forma 
sistemática. Sin evidencia 
causal de expansión del 
mercado proveedor.

Descriptiva

Sin evaluaciones causales que 
documenten entrada o expansión 
de proveedores privados 
atribuible a mandatos. La provisión 
observable es fragmentada e in 
situ (IFC, 2019; Cividep, 2016).

Efectos sobre 
salarios femeninos

Traslado parcial del costo 
del mandato a trabajadoras 
vía reducción salarial.

Cuasi-experimental (regresión 
discontinua)

Chile: activación del mandato 
(umbral 20 trabajadoras) → -9% a 
-20% en salarios femeninos. Sin 
aumento compensatorio en empleo 
o PLF. Efecto vinculado al diseño 
del umbral (Prada et al., 2015)
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Tensiones y riesgos

Límites estructurales en contextos de alta informalidad. El alcance del instrumento está in-
trínsecamente limitado por su diseño. Al estar activado por el tamaño del empleador formal y el 
número de trabajadoras, los mandatos cubren solo una fracción del empleo total. En ALC, donde 
la informalidad laboral alcanza al 50-60% de la fuerza de trabajo en muchos países, esa frac-
ción es particularmente pequeña. Los hogares con mayores déficits de cuidado, especialmente 
trabajadoras informales, del sector rural y del sector doméstico, quedan fuera del alcance del 
instrumento por definición. Los mandatos son, en ese sentido, un instrumento de política laboral 
con efectos en cuidado, no una política de cuidado universal ( Araujo & López-Boo, 2015; López 
Estrada, 2017; World Bank, 2019).

Efectos distributivos adversos. La evidencia de Chile documenta un riesgo distributivo que la 
política comparada tiende a ignorar: cuando el umbral de activación está definido por el número 
de trabajadoras mujeres, el mandato genera incentivos para que los empleadores no contraten 
mujeres por encima del umbral, o trasladen el costo del mandato vía ajustes salariales. El resul-
tado en Chile, reducción salarial sin compensación en empleo, sugiere que el instrumento puede 
perjudicar precisamente a las mujeres a las que busca beneficiar. Este efecto es específico del 
diseño del umbral  y es una advertencia importante para países que contemplen adoptar o reformar 
mandatos con estructura similar (Prada et al., 2015).

Riesgos de baja calidad ante cumplimiento débil. En contextos de enforcement insuficiente, el 
mandato tiende a generar provisión simbólica: servicios que existen en el papel pero que presentan 
problemas recurrentes de calidad e infraestructura inadecuada, personal sin capacitación formal, 
alta rotación y episodios de riesgo para la seguridad infantil. Esta provisión de baja calidad no solo 
no cumple el objetivo del instrumento sino que puede erosionar la confianza en los servicios de 
cuidado formales e inhibir la demanda futura (Cividep, 2016; Maquila Solidarity Network, 2016).

Síntesis

Los mandatos legales a empleadores no generan expansión sistemática del acceso al cuidado 
infantil ni del mercado proveedor privado. Su alcance está intrínsecamente limitado por la cober-
tura del empleo formal, que excluye precisamente a los hogares con mayores déficits de cuidado 
en ALC. Cuando se implementan en contextos de enforcement débil, producen cumplimiento 
simbólico, uso bajo y riesgos de calidad. La única evidencia causal disponible, el caso chileno, 
documenta además efectos distributivos adversos sobre salarios femeninos.
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Los mandatos operan principalmente como un instrumento compensatorio frente a déficits es-
tructurales de oferta pública, relevante en contextos donde la fuerza laboral formal es grande y el 
enforcement es creíble. No constituyen una estrategia de expansión universal del cuidado ni un 
mecanismo confiable para dinamizar el mercado privado en los contextos más comunes de ALC.

4.2 �Dimensión 2: Financiamiento público e 
incentivos económicos

Los instrumentos de financiamiento público e incentivos económicos son los que, con mayor 
consistencia en la literatura internacional, generan respuestas observables del sector privado en 
el mercado de cuidado infantil. A diferencia de la regulación mínima, que opera estableciendo 
condiciones de entrada y operación, los instrumentos de financiamiento actúan directamente 
sobre los costos del cuidado para las familias o sobre los costos operativos de los proveedores, 
alterando los incentivos de oferta y demanda.

Esta sección distingue explícitamente entre los distintos resultados sobre los que pueden operar 
estos instrumentos. Los mecanismos de financiamiento pueden aumentar el uso de servicios for-
males, expandir cupos o mejorar la asequibilidad para las familias, pero esos cambios no implican 
necesariamente mejoras equivalentes en calidad del servicio, desarrollo infantil o participación 
laboral femenina. La relación entre estos resultados depende de la calidad efectiva de los servicios 
financiados, la estabilidad del acceso, los horarios y localización de la oferta, las condiciones del 
mercado laboral y la capacidad institucional para regular y acompañar a los proveedores. Por ello, 
los efectos sobre cobertura, oferta, calidad y resultados finales se presentan como eslabones 
relacionados, pero analíticamente distintos de la cadena causal.

Esta sección analiza tres familias de instrumentos: los subsidios a la demanda, que transfieren 
recursos a las familias para que elijan entre proveedores; los subsidios a la oferta, que transfieren 
recursos directamente a los proveedores; y los incentivos fiscales a empleadores, que buscan 
movilizar financiamiento privado a través del sistema tributario. La evidencia disponible es más 
extensa y robusta para los dos primeros instrumentos, y marca diferencias importantes tanto en 
la escala de los efectos como en los riesgos que cada diseño conlleva.
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4.2.1 Subsidios a la demanda

Qué busca el instrumento

Los subsidios a la demanda buscan reducir el costo efectivo del cuidado infantil para las familias, 
expandir el uso de cuidado formal y generar señales de demanda que induzcan respuestas de la 
oferta privada. A diferencia de los instrumentos que actúan directamente sobre proveedores, es-
tos instrumentos operan a través de las decisiones de los hogares: si las familias pueden pagar el 
cuidado formal, la demanda se expande y, en condiciones adecuadas, la oferta privada responde.

Dentro de esta categoría conviven instrumentos con lógicas muy distintas. Los vouchers y sub-
sidios portables operan ex ante, en el momento de la decisión de cuidado, reducen restricciones 
de liquidez y permiten focalización explícita en hogares de menores recursos. Las deducciones 
y créditos fiscales, en cambio, operan ex post a través del sistema tributario y benefician princi-
palmente a hogares con obligación tributaria positiva, lo que concentra el beneficio en familias 
de ingresos medios y altos. Esta distinción tiene consecuencias directas sobre la participación 
privada: la evidencia sobre efectos en la oferta es muy limitada para los instrumentos fiscales, y 
sustantiva para los vouchers. Por eso el análisis se concentra en los vouchers como instrumento 
central, y presenta las deducciones fiscales en un recuadro al final de la subsección (Recuadro 3).

Lógica causal

La cadena causal estilizada de los vouchers opera a través de varios eslabones (Gráfico 3). El 
subsidio reduce el precio efectivo que enfrenta la familia en el momento de la decisión de cuida-
do. Esa reducción de precio aumenta el uso de cuidado formal, especialmente entre hogares que 
antes no podían acceder por restricciones de liquidez. Cuando el voucher es portable y usable en 
proveedores privados, el aumento de uso se traduce en demanda efectiva para esos proveedo-
res. Si esa demanda es sostenida y predecible, los proveedores existentes aceptan el subsidio y, 
eventualmente, expanden su capacidad o entran nuevos operadores al mercado. Este mecanismo 
no opera de manera uniforme: su intensidad depende de la generosidad efectiva del subsidio, de 
los copagos y topes tarifarios, de la portabilidad real entre tipos de proveedor y de la estabilidad 
de las reglas en el tiempo.
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Gráfico 3. Lógica causal - Voucher y subsidios portables a la demanda
El subsidio reduce el precio efectivo para la familia → activa demanda → señal que moviliza oferta privada

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales
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Aspectos de diseño que importan

La literatura comparada identifica seis decisiones de diseño con alta incidencia en los resultados.

Cobertura efectiva del costo: los esquemas con mayor respuesta de la oferta privada cubren 
una porción alta del costo real del cuidado para los hogares de menor ingreso, del orden del 
88% en Estados Unidos, 97% en Países Bajos y 100% en Australia para los tramos inferiores. La 
generosidad nominal no equivale a generosidad efectiva: si el copago residual es alto en relación 
con el ingreso de los hogares elegibles, el instrumento no genera demanda suficiente (Warner y 
Gradus, 2011).

Cobertura de personas y alcance del mercado subsidiado: un diseño (cuasi) universal genera 
un mercado subsidiado de mayor tamaño que uno focalizado en hogares de bajos ingresos, con 
diferencias directas sobre la señal de demanda que percibe la oferta privada. Un esquema con 
alta cobertura monetaria pero baja cobertura de personas, por umbrales restrictivos de elegibili-
dad, genera una señal débil: la demanda subsidiada está dispersa y no alcanza masa crítica para 
inducir entrada de nuevos proveedores (Warner y Gradus, 2011).

Estructura de copagos: los esquemas con copagos graduales y crecientes según ingreso evitan 
las discontinuidades conocidas en la literatura como efectos acantilado: caídas abruptas del 
subsidio al cruzar umbrales de elegibilidad que desincentivan el ingreso al programa y generan 
volatilidad en la demanda. La evidencia de Estados Unidos muestra que el corte abrupto del sub-
sidio alrededor del 200% de la línea de pobreza limita su efectividad para los hogares de clase 
media baja (Witte y Queralt, 2002, 2003).
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Nivel de los topes tarifarios: topes fijados por debajo de los precios de mercado concentran la 
demanda subsidiada en proveedores de menor costo, reducen los incentivos a la expansión de 
capacidad y aumentan el riesgo de segmentación del mercado. La alineación de los topes con 
los costos reales locales es condición necesaria para que el subsidio funcione como señal de 
demanda (Jones-Branch et al., 2004; Ryan et al., 2011).

Portabilidad real entre proveedores: para movilizar oferta privada, el voucher debe ser usable en 
proveedores privados sin reglas de reembolso que los excluyan de facto. Los requisitos mínimos 
de calidad vinculados al cobro del voucher (como niveles mínimos en sistemas de calificación 
de calidad) pueden mitigar la segmentación y evitar que el financiamiento público se concentre 
en servicios de menor calidad. Al mismo tiempo, si esos requisitos no vienen acompañados por 
apoyos técnicos, gradualidad o financiamiento suficiente, pueden excluir a proveedores pequeños 
que atienden a hogares vulnerables, reproduciendo los desafíos de diseño regulatorio discutidos 
en la sección 4.1.1 (Ryan et al., 2011; Tang et al., 2024).

Estabilidad de las reglas: la recertificación frecuente, los cambios en los criterios de elegibilidad 
y la fricción administrativa generan rotación de beneficiarios, lo que reduce los incentivos de los 
proveedores a invertir y expandir capacidad. La evidencia longitudinal muestra que la inestabilidad 
del subsidio es un predictor consistente de menor expansión de la oferta (Witte y Queralt, 2002; 
Shaw et al., 2019).

Resultados y magnitudes

La evidencia disponible sobre los efectos de los vouchers proviene principalmente de Estados 
Unidos, Finlandia y Luxemburgo, con metodologías que van desde modelos de elección discreta 
y análisis de panel con efectos fijos hasta evaluaciones mixtas de implementación. Los resultados 
documentan efectos en cuatro eslabones de la cadena causal (Tabla 3).

Sustitución de cuidado informal por cuidado formal. El efecto más robusto y consistente en la 
literatura es el desplazamiento desde arreglos informales (cuidado parental o por parientes) hacia 
el uso de centros formales. Los datos descriptivos del SIPP para hogares con ingresos bajo USD 
25.000 muestran que el uso de centros entre receptores de subsidios casi no tiene comparación 
con el de los no receptores: alrededor del 45% frente a un 5% (Blau, 2003a). La dimensión de esta 
diferencia sugiere que la restricción de liquidez es el principal obstáculo al uso de cuidado formal 
entre hogares de bajos ingresos, más que la preferencia por arreglos informales. Estimaciones 
causales de Tekin (2005), que modela conjuntamente la decisión de empleo y la elección del modo 
de cuidado para madres solteras en el período post-reforma del bienestar, muestran que recibir 
un subsidio aumenta la probabilidad de trabajar y usar cuidado en centro en 33,2 puntos porcen-
tuales, con una caída simétrica de 16,2 pp en el uso de cuidado por parientes (base: 38% de las 
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madres trabajadoras usa centros, 41% usa cuidado por parientes). Los hogares de bajos ingresos 
que reciben subsidios presentan así una probabilidad sustancialmente mayor de usar centros y una 
menor dependencia de redes informales (Chari y Valli, 2021; Pilarz, 2018; Ertas y Shields, 2012).

Uso de proveedores privados. Cuando el subsidio es portable y usable en proveedores priva-
dos, una fracción relevante del aumento de uso se canaliza efectivamente hacia ese sector. Un 
experimento natural en Finlandia muestra que la introducción de un voucher para cuidado privado 
incrementó su uso entre 3 y 5 puntos porcentuales sobre una base de ~4% en la región control, 
incluso en coexistencia con provisión pública universal. El efecto fue mayor, 6 a 7 puntos porcen-
tuales, en áreas con exceso de demanda, lo que sugiere que la respuesta de la oferta privada es 
especialmente activa donde existen cuellos de botella (Viitanen, 2011).

Expansión de capacidad y entrada de proveedores. La respuesta de la oferta privada ante au-
mentos de financiamiento de vouchers ha sido estimada causalmente en el mercado estadou-
nidense mediante análisis de panel con efectos fijos de distrito y año (Lee et al., 2025). Cada 
incremento de USD 100 anuales por niño se asocia con 0,026 cupos privados adicionales por 
niño —equivalente a un cupo nuevo por cada USD 3.846 adicionales de financiamiento, alrededor 
del 40% del precio anual promedio de un cupo de cuidado privado en ese mercado, estimado en 
~USD 10.000— y con un aumento de 0,4 puntos porcentuales en la tasa de entrada de proveedo-
res, sobre una tasa promedio del 8%. En Luxemburgo, la expansión de un esquema de vouchers 
se acompañó de una duplicación del número de plazas entre 2009 y 2014, con efectos mayores 
en municipios sin expansión paralela de oferta pública (Bousselin, 2022). En Maryland, reformas 
de diseño del programa de becas —ampliación de elegibilidad, aumento de reembolsos y elimi-
nación de listas de espera— generaron incrementos sostenidos en la proporción de proveedores 
que aceptan el subsidio y un desplazamiento hacia proveedores de mayor calidad (Banghart et 
al., 2024; Tang et al., 2024). La evidencia conjunta sugiere que los efectos son mayores cuando 
el subsidio es suficientemente generoso, las reglas son estables y no existe expansión paralela 
dominante de provisión pública (Lee et al., 2025; Viitanen, 2011; Bousselin, 2022).

Efectos sobre precios del cuidado. Los vouchers generan ajustes de precios hacia arriba, pero de 
magnitud modesta y compatible con una oferta altamente elástica. Para el mercado estadouniden-
se, Lee et al. (2025) estiman un incremento de USD 0,56 por semana, alrededor de un 0,3% del 
precio semanal promedio de USD 186, por cada USD 100 anuales adicionales de financiamiento. 
Este efecto es impulsado principalmente por ajustes de precio en proveedores incumbentes, mien-
tras que los nuevos entrantes tienden a fijar precios ligeramente menores. La alta elasticidad de 
oferta estimada (10,7) explica por qué el efecto precio es tan pequeño: la mayor parte del aumento 
de demanda subsidiada se absorbe vía expansión de cantidad antes que vía subida de precios.
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Tabla 3. Resumen de evidencia: vouchers y subsidios portables a la demanda

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Sustitución cuidado 
informal → formal

Desplazamiento 
consistente y de gran 
magnitud desde cuidado 
parental y por parientes 
hacia centros

Descriptiva (SIPP) + causal 
(elección discreta)

~45% uso de centros entre receptores 
vs ~5% no receptores (hogares 
<USD 25k; Blau, 2003a). +33,2 pp 
probabilidad de trabajar y usar centros 
(base: 38% trabajadoras en centros; 
−16,2 pp cuidado por parientes; 
Tekin, 2005). Patrones consistentes 
en otros estudios descriptivos 
(Chari y Valli, 2021; Pilarz, 2018).

Uso de 
proveedores privados

Parte relevante del 
aumento de uso se 
canaliza hacia privados 
cuando el voucher es 
portable

Cuasi-experimental (experimento 
natural)

+3 a 5 pp uso cuidado privado (base 
~4% región control); +6 a 7 pp 
en áreas con exceso de demanda 
(Viitanen, 2011, Finlandia).

Expansión de 
capacidad y entrada 
de proveedores

Expansión positiva de 
cupos privados y entrada 
neta bajo ciertos diseños; 
oferta altamente elástica

Cuasi-experimental (panel con 
efectos fijos)

+0,026 cupos privados/niño por +USD 
100 anuales; +0,4 pp tasa entrada (base 
8,0%); elasticidad oferta 10,7 (Lee et al., 
2025, EE.UU.). Plazas se duplican 2009–
2014 (Bousselin, 2022, Luxemburgo). 
Aumento sostenido de proveedores 
participantes (Banghart et al., 2024; 
Tang et al., 2024, Maryland EE.UU.).

Precios del cuidado
Ajustes positivos 
pequeños, compatibles con 
alta elasticidad de oferta

Cuasi-experimental (panel con 
efectos fijos)

+USD 0,56/semana por +USD 100 
anuales (~0,3% precio promedio 
de USD 186/semana); impulsado 
por incumbentes. Elasticidad 10,7 
confirma respuesta de cantidad 
dominante (Lee et al., 2025).

Tensiones y riesgos

Segmentación del mercado por topes y calidad. Cuando los topes tarifarios son bajos o los 
copagos son altos en relación con los proveedores de mayor calidad, los beneficiarios se con-
centran en proveedores de menor costo, generando un mercado dual. La evidencia de Alemania 
documenta un patrón de selección inversa en ganancias: los niños de familias con menor nivel 
socioeconómico asisten menos a los programas subsidiados, pero se beneficiarían más que los 
demás si accedieran, dado que el contrafactual —el cuidado informal que reciben en ausencia del 
programa— es de menor calidad. Este patrón es particularmente marcado para niños migrantes y 
de hogares más vulnerables (Cornelissen et al., 2018), y constituye una advertencia sobre diseños 
donde los topes no permiten acceder a proveedores de mayor calidad.
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Riesgo de carrera hacia el precio sin incentivos de calidad explícitos. Si el diseño no incorpora 
estándares mínimos de calidad o esquemas de calificación progresiva (como los sistemas de ca-
lificación pública (QRIS) descritos en la sección 4.5.2, que ordenan a los proveedores en niveles 
según indicadores de proceso y resultado), la competencia entre proveedores puede orientarse 
principalmente hacia precios. Vincular parcialmente el reembolso del voucher al nivel del provee-
dor en el sistema de calificación es la arquitectura que más consistentemente mitiga este riesgo, 
aunque a costa de elevar barreras de entrada para operadores pequeños (Tang et al., 2024).

Inestabilidad, rotación y horizontes de inversión. La recertificación frecuente y la fricción ad-
ministrativa generan rotación de beneficiarios que acorta el horizonte de demanda percibido por 
los proveedores, desincentivando la inversión y la expansión de capacidad. La estabilidad del 
subsidio es un predictor consistente de mayor expansión de la oferta (Witte y Queralt, 2002; Shaw 
et al., 2019).

Síntesis

La evidencia revisada muestra un cuadro relativamente claro: los vouchers bien diseñados gene-
ran efectos medibles en toda la cadena causal, desde la sustitución de cuidado informal hasta la 
expansión de capacidad privada. La elasticidad de oferta estimada para el mercado estadouni-
dense es alta, lo que sugiere que los proveedores privados responden activamente a incrementos 
de demanda subsidiada sostenida. Sin embargo, los efectos dependen críticamente del diseño: 
cobertura efectiva alta, alcance suficiente del mercado subsidiado, copagos graduales, topes 
alineados con costos reales, portabilidad efectiva entre proveedores y reglas estables. A estos 
parámetros debe sumarse la existencia de estándares mínimos, mecanismos de información y, 
cuando sea posible, incentivos vinculados a calidad, de modo que la demanda subsidiada no se 
concentre en proveedores de bajo costo pero menor calidad. Cuando estas condiciones no se 
cumplen, el instrumento puede operar principalmente como alivio de costos para familias que 
ya utilizaban cuidado formal, sin generar expansión de oferta ni ampliar el acceso a los hogares 
con mayores restricciones (Warner y Gradus, 2011; Witte y Queralt, 2002; Shaw et al., 2019). 
Una limitación importante de la literatura es que la mayoría de los estudios causales disponibles 
corresponden a mercados con alta densidad y formalización del sector privado (Estados Unidos, 
Finlandia, Luxemburgo), dejando un vacío sustantivo sobre la respuesta de la oferta en contextos 
de baja cobertura inicial, que es precisamente la situación predominante en América Latina y el 
Caribe para niños menores de 3 años.
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Recuadro 2 — ¿Expansión pública desplaza a la oferta privada? 

Un debate relevante para el diseño de política es si la expansión de provisión pública directa 
desplaza a los proveedores privados existentes. La evidencia sugiere que este desplazamiento no 
es inevitable, sino contingente a las condiciones iniciales del mercado y al tipo de intervención.

Sin desplazamiento: contextos con déficit de oferta. Cuando la expansión pública ocurre donde 
la demanda insatisfecha supera la oferta disponible para ambos tipos de proveedor, la matrícula 
privada no cae. España documenta este patrón en la expansión de cuidado público para niños 
de 3 años: la cobertura privada se mantuvo estable porque el mercado absorbía nueva demanda 
sin saturarse (Nollenberger y Rodríguez-Planas, 2015).

Con desplazamiento: oferta pública gratuita captura toda la demanda del grupo. El desplazamien-
to aparece con mayor probabilidad cuando el programa público es completamente gratuito y llega 
a grupos que de otro modo recurrían a proveedores privados. Un experimento aleatorio en Río 
de Janeiro —con asignación de cupos municipales por lotería en barrios de bajos ingresos (n ≈ 
4.348 niños)— documenta el fenómeno: ninguno de los niños que ganó el cupo público gratuito 
enroló en guardería privada, mientras que un tercio de los niños que quedaron en lista de espera 
sí lo hizo (Paes de Barros et al., 2011). Esto ocurrió incluso en un contexto de baja cobertura, lo 
que muestra que la gratuidad puede capturar completamente la demanda del grupo beneficiado, 
eliminando los incentivos para la provisión privada entre esos hogares. Patrones similares se 
documentan en expansiones de pre-K en mercados con sector privado consolidado (Bassok et 
al., 2014; Gelbach, 2002; Cascio, 2009).

Implicación para el diseño. En mercados con baja cobertura inicial —situación predominante en 
ALC para niños menores de 3 años— el riesgo de desplazamiento de la oferta privada es menor, 
porque la demanda insatisfecha es amplia. Sin embargo, la evidencia de Río de Janeiro advierte 
que incluso en esos contextos la gratuidad puede capturar toda la demanda del grupo beneficia-
do, limitando los incentivos privados. Los vouchers y subsidios a la oferta evitan esta dinámica 
en la medida en que canalicen demanda hacia proveedores privados en lugar de sustituirlos.

Referencias: Nollenberger y Rodríguez-Planas (2015); Paes de Barros et al. (2011); Bassok et al. (2014); Gelbach 
(2002); Cascio (2009).
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Recuadro 3 — Deducciones y créditos fiscales a hogares:  
alivio concentrado en ingresos medios  

Las deducciones y créditos fiscales son el otro gran instrumento de subsidio a la demanda, pero 
su lógica distributiva y sus efectos sobre la participación privada son marcadamente distintos a 
los de los vouchers. Funcionan ex post, a través del sistema tributario: la familia paga el cuidado 
y luego recupera parte del costo vía reducción de su obligación fiscal. Esto genera una restric-
ción estructural que define sus límites: los hogares sin obligación tributaria positiva no capturan 
el beneficio.

La evidencia empírica para el Child and Dependent Care Tax Credit (CDCTC) de Estados Unidos 
muestra una doble concentración. Por el lado de la demanda, el gasto fiscal beneficia principal-
mente a hogares de ingresos medios y altos (Maag, 2017). Por el lado de la oferta, entre el 50% 
y el 75% del valor del crédito se traslada a precios más altos del cuidado, siendo capturado por 
proveedores existentes sin generar señales de expansión de capacidad (Rodgers, 2018). El efecto 
neto para los hogares de menores ingresos es potencialmente adverso: reciben una fracción 
mínima del crédito y al mismo tiempo enfrentan un precio más alto. En Alemania, el equivalente 
fiscal confirma baja utilización y concentración en hogares que ya usan servicios formales (Ca-
lahorrano y Stöwhase, 2021).

La corrección más efectiva identificada en la literatura es hacer los créditos reembolsables: si-
mulaciones muestran que esta modificación elimina la penalización observada en el tercil inferior 
y redistribuye el beneficio hacia familias sin capacidad tributaria. Sin este ajuste, los créditos 
fiscales operan principalmente como instrumento de alivio para ingresos medios, con escasa 
capacidad de movilizar oferta privada adicional (Rodgers, 2018).

Referencias: Maag (2017); Rodgers (2018); Calahorrano y Stöwhase (2021)

4.2.2 Subsidios a la oferta

Qué busca el instrumento

Los subsidios a la oferta transfieren recursos directamente a los proveedores de servicios de cui-
dado infantil, con el objetivo de sostener la operación, expandir la capacidad o facilitar la entrada 
de nuevos operadores. A diferencia de los vouchers, no dependen de decisiones individuales de 
los hogares para llegar a los proveedores: actúan directamente sobre costos fijos, riesgo finan-
ciero y viabilidad operativa. Son instrumentos particularmente relevantes en contextos donde la 
demanda solvente por sí sola es insuficiente para sostener proveedores privados.
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La literatura distingue dos grandes familias con lógicas distintas. Los subsidios estructurales o 
completos financian una proporción sustantiva y estable de los costos del proveedor, haciendo 
viable la provisión formal a escala. Los subsidios parciales o puntuales cubren componentes espe-
cíficos (infraestructura, retención de personal) y operan como instrumentos defensivos: no están 
diseñados para expandir la oferta estructuralmente sino para preservar la capacidad instalada ante 
cuellos de botella específicos. El análisis principal de esta subsección se centra en los subsidios 
estructurales; los parciales se desarrollan en el recuadro al final (ver Recuadro 4).

Lógica causal

Los subsidios estructurales actúan sobre el principal obstáculo para la oferta privada en mercados 
de cuidado con demanda insolvente: el riesgo financiero de operar (Gráfico 4). Al cubrir una pro-
porción sustantiva de los costos operativos, reducen la incertidumbre de ingresos del proveedor, 
permiten planificación de largo plazo y hacen viable la provisión en contextos donde los aranceles 
familiares no alcanzan a cubrir los costos mínimos. La expansión de oferta resultante, combinada 
con copagos bajos o nulos, induce además sustitución desde arreglos informales, ampliando el 
uso de cuidado formal.

Gráfico 4. Lógica causal - Subsidios estructurales a la oferta
El subsidio cubre costos operativos del proveedor → 

 hace viable la provisión formal donde la demanda solvente es insuficiente

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales
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Aspectos de diseño que importan

Copagos y precio final: el impacto sobre el uso depende críticamente de cuánto cae el precio 
enfrentado por las familias. Esquemas con copago muy bajo, como el modelo de Quebec con 
aproximadamente CAD 5 por día, generan aumentos sustantivos en el uso; esquemas con copa-
gos más altos producen efectos menores sobre la demanda, aunque pueden ser fiscalmente más 
sostenibles (Baker et al., 2008; Ángeles et al., 2011).
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Regla de asignación: los subsidios por niño atendido, como el modelo mexicano de las Estancias 
Infantiles, reducen el riesgo de demanda del proveedor pero mantienen cierta presión competitiva. 
Los esquemas de financiamiento sistémico del servicio, como el modelo de Quebec, permiten 
planificación de largo plazo pero requieren mayor capacidad de gestión pública (Baker et al., 2008; 
Ángeles et al., 2011; González Ramírez y Durán, 2012).

Elegibilidad por tipo de proveedor: la apertura a distintos tipos de proveedor (sin fines de lu-
cro, privados, comunitarios) permite escalar rápidamente y llegar a donde la oferta privada está 
ausente, pero introduce heterogeneidad en condiciones operativas y de calidad. La experiencia 
comparada muestra que sistemas con múltiples tipos de proveedor requieren mecanismos explí-
citos de convergencia de calidad para evitar la segmentación institucional del sistema (Baker et 
al., 2008; CONEVAL, 2015).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre subsidios estructurales a la oferta combina estudios con perfiles metodológicos 
distintos. El caso de Quebec (Baker et al., 2008) utiliza un diseño de diferencias en diferencias 
explotando la variación de política a nivel sistémico, y constituye la referencia con mayor solidez 
causal de la subsección para estimar efectos sobre el mercado de cuidado en su conjunto. La 
evaluación de las Estancias Infantiles de México (Ángeles et al., 2011) utiliza un diseño cuasi-ex-
perimental tipo pipeline —niños beneficiarios como tratamiento, niños en lista de espera como 
control—, que permite atribuir efectos sobre las familias participantes aunque con menor alcance 
que el diseño de Quebec para estimar efectos sobre la estructura del mercado. Finalmente existe 
evidencia descriptiva para el caso de Colombia. La principal laguna es la ausencia de evaluaciones 
que identifiquen efectos de equilibrio general: precios, entrada de proveedores o composición de 
la oferta. La tabla 4 resume los principales hallazgos.

Expansión de capacidad. Los subsidios estructurales pueden cerrar brechas de oferta a una 
escala que ningún otro instrumento de la dimensión 2 ha logrado replicar. En Quebec, los cupos 
subsidiados se duplicaron entre fines de los años noventa y comienzos de los 2000, pasando de 
aproximadamente 77.000 a 163.000 (Baker et al., 2008). Los programas latinoamericanos muestran 
resultados similares en términos de cobertura: las Estancias Infantiles en México llegaron a cubrir 
cerca de 300.000 niños a través de una red de proveedores privados y comunitarios (CONEVAL, 
2015; Ángeles et al., 2011), y los Hogares Comunitarios de Bienestar en Colombia superaron el 
millón de niños atendidos (González Ramírez y Durán, 2012). Para los casos latinoamericanos, la 
evidencia disponible no permite distinguir con precisión cuánto de esa expansión corresponde a 
entrada neta de nuevos proveedores y cuánto a la formalización de oferta preexistente. Sin em-
bargo, ambos resultados tienen valor político: la formalización, aunque no suma cupos nuevos, 
habilita regulación, supervisión y mejora de calidad que la provisión informal no permite.



44

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Uso de cuidado formal y participación laboral materna. En Quebec, la reducción dramática 
de precios se tradujo en un aumento de aproximadamente 14 puntos porcentuales en el uso de 
cuidado formal para niños de 0 a 4 años, sobre una base pre-reforma de ~41,5% —equivalente a 
un tercio de la tasa basal—, con alrededor de un tercio del incremento explicado por sustitución 
desde cuidado informal (Baker et al., 2008). El incremento fue acompañado de un aumento de 7,7 
puntos porcentuales en la participación laboral de madres casadas, sobre una base del ~53%. Para 
México, la evaluación de las Estancias Infantiles muestra efectos positivos sobre la participación 
laboral materna y el ingreso familiar, con mayor intensidad en municipios con menor oferta formal 
preexistente (Ángeles et al., 2011). Los Hogares Comunitarios de Colombia muestran patrones 
similares, aunque con menor precisión cuantitativa (González Ramírez y Durán, 2012).

Tabla 4. Resumen de evidencia: subsidios estructurales a la oferta

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Expansión 
de capacidad

Expansión masiva de 
cupos cuando el subsidio 
es estructural y el copago 
es bajo o nulo

Cuasi-experimental (DiD) + 
descriptiva de sistemas

Quebec: +112% cupos subsidiados 
(77k → 163k; Baker et al., 2008). 
México: ~300.000 niños en red de 
estancias (CONEVAL, 2015; Ángeles et 
al., 2011). Colombia: >1 millón de niños 
(González Ramírez y Durán, 2012).

Uso de cuidado 
formal y participación 
laboral materna

Aumento sustantivo del 
uso de cuidado formal 
y participación laboral 
materna donde el precio 
cae significativamente

Cuasi-experimental (DiD)

Quebec: +14 pp uso cuidado formal 
(base ~41,5%); ~1/3 por sustitución 
desde informal; +7,7 pp participación 
laboral materna (base ~53%; Baker et 
al., 2008). México: efectos positivos 
sobre participación laboral materna, 
mayores en municipios con menor 
oferta preexistente (Ángeles et al., 2011).

Tensiones y riesgos

Heterogeneidad de calidad en expansiones rápidas. Cuando los estándares mínimos son muy 
bajos o el monitoreo de su cumplimiento es limitado, la apertura a redes amplias de proveedores 
no estatales genera variabilidad en las condiciones de provisión. La literatura sobre Quebec do-
cumenta tensiones entre la velocidad de expansión y el aseguramiento de calidad entre distintos 
tipos de proveedor (Lefebvre y Merrigan, 2008). Las evaluaciones de los programas latinoameri-
canos identifican variabilidad análoga en redes comunitarias y privadas a gran escala (González 
Ramírez y Durán, 2012; CONEVAL, 2015; Ángeles et al., 2011).
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Segmentación institucional del sistema. Los subsidios estructurales pueden generar segmen-
tación cuando distintos tipos de proveedor reciben montos, reglas o exigencias diferenciadas 
sin mecanismos explícitos de convergencia en calidad, produciendo circuitos diferenciados que 
reproducen desigualdades dentro del propio sector subsidiado (Lefebvre y Merrigan, 2008; Baker 
et al., 2008; González Ramírez y Durán, 2012; CONEVAL, 2015).

Dependencia fiscal y vulnerabilidad ante cambios presupuestarios. Al cubrir costos fijos y ope-
rativos, los subsidios estructurales generan compromisos recurrentes y dependencia de los pro-
veedores respecto del financiamiento público. La experiencia mexicana ilustra esta vulnerabilidad 
con claridad: en 2019, el Programa de Estancias Infantiles fue sustituido por un nuevo esquema 
de transferencias monetarias directas a madres, padres y tutores, eliminando el componente de 
financiamiento asociado a la operación de las estancias. El caso muestra cómo un cambio en la 
arquitectura de financiamiento puede modificar abruptamente las condiciones bajo las cuales 
opera una red de proveedores construida durante más de una década (CONEVAL, 2020; López 
Estrada, 2020).

Síntesis

Los subsidios estructurales son el instrumento con mayor capacidad documentada para cerrar 
brechas de oferta a escala en contextos con demanda insuficiente. Su potencia, sin embargo, 
trae costos: requieren financiamiento previsible, reglas claras de calidad y gobernanza sólida para 
evitar la segmentación institucional y los problemas de sostenibilidad que afectaron a varios de los 
programas revisados. La combinación con requisitos de calidad progresivos es la arquitectura más 
documentada en sistemas que lograron expansión a escala con cierto control de heterogeneidad. 
La principal laguna de la literatura es la escasez de evaluaciones causales para países de ingreso 
medio: los estudios de mayor rigor metodológico provienen de Quebec, mientras que los datos 
latinoamericanos permiten describir la escala alcanzada pero no siempre atribuir causalmente 
los efectos.
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Recuadro 4 — Subsidios parciales o puntuales:  
preservar capacidad ante cuellos de botella específicos  

Los subsidios parciales no buscan expandir la oferta estructuralmente sino sostener la capacidad 
instalada frente a shocks específicos: cambios regulatorios que encarecen la operación, rotación 
de personal que erosiona la calidad del servicio, o brechas de infraestructura que amenazan la 
habilitación. Son instrumentos defensivos cuya efectividad se mide por la capacidad de evitar 
salidas del mercado, no por la generación de nueva oferta.

Subsidios de infraestructura y capital: el Programa de Transferencia de Capital para estableci-
mientos con modalidad de transferencia a familias (VTF) en Chile permitió a cientos de centros 
privados cumplir nuevas exigencias de infraestructura y seguridad, evitando el cierre de una 
fracción significativa de proveedores que de otro modo habrían salido del mercado. El instru-
mento opera en el margen: sin el subsidio, los proveedores afectados por las nuevas normas 
no podían asumir el costo de adecuación y habrían cerrado, contrayendo la oferta disponible 
(Navarro, 2021).

Bonos de retención de personal: la alta rotación laboral es una restricción estructural del sector de 
cuidado. Los bajos salarios relativos generan rotación que erosiona la calidad del servicio, eleva 
los costos de reemplazo y dificulta consolidar mejoras de práctica pedagógica. Un experimento 
aleatorio en Estados Unidos evaluó el efecto de un bono de retención de hasta USD 1.500 sobre 
la rotación de personal en centros de cuidado. En el grupo de control, la tasa de rotación en un 
horizonte de 8 meses fue del 25,2%; el bono la redujo al 13,9%, una reducción de 11,3 puntos 
porcentuales. El efecto fue especialmente marcado en asistentes, el grupo con mayor rotación 
basal: del 40,3% al 16,0% (−24,3 pp). Este instrumento no expande cupos, pero estabiliza la 
capacidad operativa y es condición necesaria para que la inversión en formación en servicio no 
se diluya con la rotación (Bassok et al., 2021).

En conjunto, los subsidios parciales cumplen un rol complementario y coyuntural: son críticos en 
momentos específicos como ante nuevas regulaciones o shocks laborales, pero no reemplazan 
los instrumentos estructurales para expandir la oferta.

Referencias: Navarro (2021); Bassok et al. (2021).
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4.2.3 Incentivos fiscales a empleadores 

Qué busca el instrumento

Los incentivos fiscales a empleadores buscan movilizar financiamiento privado hacia el cuidado 
infantil reduciendo el costo neto para las empresas que ofrecen o facilitan cuidado a sus traba-
jadores. A diferencia de los mandatos analizados en la sección 4.1.2, operan de forma voluntaria: 
el Estado ofrece un beneficio fiscal para inducir una decisión que la empresa toma libremente. 
Su objetivo último es ampliar el acceso al cuidado para trabajadoras y trabajadores con hijos, 
potencialmente reduciendo barreras a la participación laboral y generando demanda adicional 
para proveedores privados.

Lógica causal

La cadena causal estilizada es larga y tiene puntos de ruptura documentados en varios de sus 
eslabones (Gráfico 5). El incentivo fiscal reduce el costo neto de ofrecer cuidado para la empre-
sa; la empresa decide voluntariamente adoptar el instrumento; el acceso al cuidado mejora la 
participación laboral de sus trabajadores y genera demanda adicional para proveedores priva-
dos. La evidencia disponible muestra que las rupturas más frecuentes ocurren en los eslabones 
intermedios: la adopción por parte de las empresas es baja y concentrada en grandes firmas, y 
la traducción del incentivo en acceso efectivo a servicios de cuidado es frecuentemente débil. El 
carácter voluntario del instrumento es la fuente primaria de su bajo impacto observado.

Gráfico 5. Lógica causal -  Incentivos fiscales a empleadores
El crédito fiscal reduce el costo neto para el empleador → busca inducir provisión voluntaria de cuidado

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales
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Aspectos de diseño que importan

Los incentivos fiscales a empleadores adoptan configuraciones diversas que afectan quién toma 
la decisión de uso, qué gastos son elegibles y cuál es la intensidad efectiva del subsidio. Los dos 
diseños más documentados son el crédito fiscal al empleador, como el artículo 45F del Internal 
Revenue Code en Estados Unidos, y los esquemas de exención tributaria por beneficios de cuida-
do canalizados a través del empleador, como el modelo británico de vouchers exentos (Ver Tabla 
5 con comparación de modelos).

Tabla 5. Configuraciones de diseño: incentivos fiscales a empleadores

DIMENSIÓN DE DISEÑO EE.UU. — CRÉDITO FISCAL  
AL EMPLEADOR (IRC §45F)

REINO UNIDO — BENEFICIO  
EXENTO POR TRABAJADOR

Tipo de incentivo
Crédito general de negocios (general 
business credit) contra impuesto 
empresarial; no reembolsable

Exención de impuesto a la renta y 
contribuciones a la seguridad social 
(NIC) sobre beneficios de cuidado

Intensidad del subsidio 25% del gasto en instalaciones; 10% del 
gasto en servicios de intermediación

Exención sobre tope semanal por trabajador 
según tramo: £55 (tipo básico, pre-2011); 
£28/£25 (tramos medios/altos, post-2011)

Tope efectivo USD 150.000 por año fiscal (cap 
absoluto del crédito)

~£2.900/año por trabajador (basado 
en 53 semanas al tipo básico)

Unidad del beneficio Empresa: la decisión y el reclamo fiscal son 
centralizados; el beneficio no es por trabajador

Trabajador: canalizado vía empleador; 
el beneficio existe solo si el empleador 
adhiere voluntariamente

Modalidades admitidas Instalaciones propias; servicios de 
intermediación (resource and referral)

Vouchers; cuidado directamente 
contratado; guardería en el lugar de 
trabajo (workplace nursery)

Complejidad administrativa
Requisitos regulatorios de licenciamiento; 
reglas anti-duplicación con deducciones; 
criterio de no discriminación

Basic earnings assessment (clasificación 
de ingresos del trabajador); reglas de 
combinación entre modalidades

Ambas configuraciones comparten limitaciones estructurales que determinan su baja adopción. 
El beneficio en el modelo estadounidense se define a nivel de empresa —no por trabajador— y 
está sujeto a un tope de USD 150.000 anuales, lo que significa que el crédito efectivo es modesto 
en relación con los costos fijos de instalar o contratar cuidado. El modelo británico, por su parte, 
ofrece un monto máximo anual por trabajador de alrededor de £2.900, insuficiente para cubrir más 
que una fracción menor del costo real del cuidado en áreas urbanas. En ambos casos, la adopción 
depende de la capacidad fiscal y administrativa de la empresa, lo que sesga estructuralmente el 
instrumento hacia grandes firmas del sector formal.



49

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre incentivos fiscales a empleadores es casi exclusivamente descriptiva y admi-
nistrativa. El informe del GAO (2022) para EE.UU. es la fuente más sistemática disponible, pero 
reporta estadísticas de declaraciones tributarias, no efectos causales sobre comportamiento de 
empresas o expansión del mercado de cuidado. No existen evaluaciones de impacto ni estudios 
cuasi-experimentales que estimen los efectos del instrumento sobre uso de cuidado, empleo 
materno o estructura de la oferta privada. La limitación evidencial es, en este caso, parte del ha-
llazgo: la ausencia de evaluaciones rigurosas refleja en parte la baja adopción del instrumento y 
la dificultad de identificar variación exógena para su estimación. La tabla 6 resume los principales 
hallazgos disponibles.

Adopción del instrumento. La evidencia disponible es principalmente descriptiva y proviene de 
datos administrativos tributarios. Para el crédito del artículo 45F en Estados Unidos, el GAO estima 
que en 2016, el año con datos más completos, entre 169 y 278 declaraciones corporativas recla-
maron el crédito, con un monto total agregado de USD 15,7 a 18,8 millones. Adicionalmente, entre 
16.000 y 21.000 declaraciones individuales (principalmente propietarios y socios de empresas) 
reclamaron el mismo crédito, por un monto de USD 6 a 8 millones anuales. De las dos categorías 
de gasto reportadas por las firmas, aquellas destinadas a instalaciones propias concentran la 
mayor parte de las deducciones (entre 143-166 declaraciones corporativas, en torno al 70% del 
total) y por lo tanto del gasto total del programa (GAO, 2022).

Las tres industrias con mayor participación (manufactura, finanzas y seguros, e información) 
concentraron alrededor de la mitad del monto total reclamado en 2013. Los datos administrativos 
indican que el instrumento se concentra en grandes firmas con mayor capacidad administrativa 
y planificación tributaria.

Las entrevistas realizadas por el GAO a grupos representativos de empleadores, trabajadores y 
proveedores de cuidado identifican cinco obstáculos recurrentes que limitan el uso del instrumento 
por parte de las firmas. Primero, los costos fijos de construcción y operación de instalaciones pro-
pias pueden superar ampliamente el beneficio esperado del crédito. Segundo, la complejidad de 
los requisitos regulatorios y tributarios —incluyendo las reglas de no discriminación y los criterios 
de elegibilidad de las instalaciones— eleva los costos de cumplimiento. Tercero, una proporción 
relevante de empleadores desconoce la existencia del crédito. Cuarto, el beneficio efectivo se 
percibe como insuficiente en relación con los costos involucrados. Quinto, algunos empleadores 
prefieren mecanismos alternativos más simples, como beneficios flexibles que los trabajadores 
aplican según sus propias preferencias (GAO, 2022).
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Tabla 6. Resumen de evidencia: incentivos fiscales a empleadores

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Adopción 
del instrumento

Muy baja. Concentrada 
en grandes empresas con 
capacidad administrativa y 
planificación tributaria

Descriptiva (datos administrativos 
tributarios)

EE.UU.: 169–278 declarantes 
corporativos en 2016; monto 
agregado USD 15,7–18,8 millones. 
~16.000–21.000 declarantes 
individuales; USD 6–8 millones/
año. Concentrado en manufactura, 
finanzas e información (GAO, 2022).

Participación 
privada (expansión 
del mercado)

No documentada. El 
instrumento no genera 
señales de demanda 
suficientes para expansión 
sistémica

Sin evaluaciones causales 
disponibles

No existen evaluaciones ni datos 
administrativos que documenten 
expansión de oferta privada 
atribuible a este instrumento.

Tensiones y riesgos

Costos fijos elevados versus intensidad del incentivo. Los costos de inversión, operación y 
cumplimiento regulatorio pueden superar el beneficio esperado del crédito para la mayoría de 
las empresas, especialmente en la modalidad de instalaciones propias. La modalidad de UK con 
voucher o subsidio directo al trabajador reduce este problema, pero el beneficio por trabajador 
sigue siendo modesto en relación con el costo real del cuidado.

Impacto distributivo regresivo. Al operar vía sistema tributario empresarial y beneficiar principal-
mente a trabajadores de grandes firmas formales, el instrumento tiende a concentrar el beneficio 
en hogares con mayor acceso previo al mercado formal de cuidado. Esta dinámica es análoga a 
la de los créditos fiscales a hogares: llega a quienes ya tienen capacidad de acceder.

Síntesis

Los incentivos fiscales a empleadores tienen capacidad muy limitada para generar participación 
privada sistémica en el cuidado infantil. La limitada evidencia disponible muestra niveles de adop-
ción muy bajos, concentrados en grandes firmas del sector formal, sin evidencia de expansión de 
oferta privada atribuible al instrumento. El problema no es de diseño de detalles sino estructural: 
el carácter voluntario, los costos fijos de adopción y la intensidad modesta del subsidio hacen 
que el instrumento sea insuficiente como mecanismo de expansión de acceso. Puede cumplir un 
rol complementario en contextos con alta formalidad laboral y empleadores con fuertes incen-
tivos de retención de personal, pero no constituye una estrategia de expansión del mercado de 
cuidado para hogares con mayores déficits de acceso. Vale notar que este es el instrumento de 
la dimensión 2 con mayor vacío de evidencia causal: los estudios disponibles son descriptivos y 
no permiten estimar el efecto de cambios de diseño sobre adopción o sobre la oferta de cuidado.
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Recuadro 5 — Caso Hipocampus: cofinanciamiento empresarial para expandir oferta  
asequible de cuidado infantil en México

Hipocampus es una empresa social mexicana que ofrece servicios de cuidado y educación 
inicial para hogares de ingresos bajos y medios, combinando provisión directa de servicios con 
alianzas con empresas que subsidian parcialmente el acceso al cuidado infantil para sus traba-
jadores. Fundada con el objetivo de ampliar la disponibilidad de servicios formales y de calidad 
para familias trabajadoras, la organización opera ocho centros en cinco ciudades del país y ha 
atendido a más de 900 niños. Al mismo tiempo, ha generado oportunidades de empleo y forma-
ción para mujeres de las comunidades donde presta servicios, con al menos 65 educadoras y 
trabajadoras capacitadas a través de su modelo.

El esquema operativo de Hipocampus se basa en una lógica de cofinanciamiento. Los centros se 
ubican en zonas cercanas a los lugares de trabajo o a las comunidades donde viven las familias, 
y las empresas asociadas contribuyen con infraestructura o subsidian una parte significativa de 
los costos operativos. En algunos acuerdos, las empresas cubren hasta el 85% del costo del 
servicio, lo que permite reducir considerablemente el precio final para los hogares. Las familias 
pagan tarifas que pueden comenzar alrededor de US$62 por niño al mes, dependiendo del centro 
y del esquema de subsidio vigente.

El caso adquiere especial relevancia en el contexto mexicano posterior al cierre del programa 
federal Estancias Infantiles, que había financiado parcialmente el cuidado infantil para hogares de 
ingresos bajos. La reducción de ese esquema dejó un vacío en la oferta de servicios accesibles, es-
pecialmente para familias trabajadoras con ingresos modestos. En ese contexto, Hipocampus surge 
como una respuesta privada que intenta articular la demanda de empresas interesadas en mejorar 
la retención y productividad de sus trabajadores con la necesidad de cuidado infantil asequible.

No obstante, el modelo también enfrenta desafíos estructurales. La expansión de centros re-
quiere inversiones intensivas en infraestructura y recursos humanos, mientras que el acceso a 
capital para empresas sociales del sector sigue siendo limitado. Además, el alcance del modelo 
depende en gran medida de la disposición de las empresas a financiar parte del servicio, lo que 
restringe su capacidad de expansión en contextos donde esa demanda corporativa es menor.

En términos de política pública, el caso muestra que los arreglos de cofinanciamiento con em-
pleadores pueden contribuir a expandir la oferta de servicios formales y reducir los costos para 
las familias trabajadoras. Sin embargo, también sugiere que estos esquemas difícilmente puedan 
reemplazar una arquitectura pública de financiamiento más amplia. Sin mecanismos públicos 
que sostengan la cobertura a gran escala, las iniciativas privadas tienden a expandirse de forma 
fragmentada y concentrarse en segmentos específicos del mercado laboral.

Referencias: The Care Economy Knowledge Hub (2022b)
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Recuadro 6 — Caso Vermont (EE.UU.): una reforma de financiamiento 
para ampliar acceso y fortalecer la oferta 

En 2023, Vermont aprobó la Affordable Child Care Act (Act 76), una reforma orientada a mejorar 
simultáneamente la asequibilidad del cuidado infantil para las familias y la sostenibilidad finan-
ciera de los prestadores. La reforma amplió de manera sustantiva la elegibilidad del programa 
estatal de asistencia financiera para cuidado infantil (CCFAP), elevando el umbral de ingresos 
hasta 575% de la línea federal de pobreza, eliminó el copago para familias de hasta 175% de esa 
línea, aumentó las tasas de reembolso y distribuyó US$21 millones en pagos de preparación a 
aproximadamente 800 programas. Además, creó una fuente estable de financiamiento mediante 
una contribución sobre la nómina de 0,44% y un impuesto al trabajo independiente de 0,11% 
(Building Bright Futures, 2025).

Los datos disponibles sugieren efectos iniciales relevantes tanto del lado de la demanda como de 
la oferta. Según Child Trends, el número de familias que reciben subsidios aumentó 27% entre julio 
de 2022 y septiembre de 2024, pasando de 5.059 a 6.411 familias (Steber et al., 2025). En paralelo, 
el informe de monitoreo reporta 170 nuevos cupos para lactantes y alrededor de 550 familias de 
hasta 175% de la línea de pobreza que dejaron de pagar copago (Building Bright Futures, 2025).

También hay señales positivas del lado de la oferta. Child Trends encuentra que, tras años de 
caída, el número total de prestadores registrados comenzó a crecer nuevamente: aumentó 2,4% 
entre noviembre de 2023 y diciembre de 2024. En ese mismo período, la proporción de pres-
tadores que aceptan subsidios subió de 80,5% a 84,4%, y el número promedio de niños con 
subsidio por prestador aumentó 43%, de 4,9 a 7,0 (Richards et al., 2025).

El caso es valioso porque muestra una lógica distinta a la de subsidios parciales o intervencio-
nes fragmentadas: Vermont intentó corregir de manera simultánea las barreras de acceso de 
las familias y las restricciones financieras de los prestadores. De hecho, Child Trends reporta 
que administradores de centros atribuyen a las mayores tasas de reembolso la posibilidad de 
aumentar salarios, ofrecer beneficios y contar con ingresos más estables (Steber et al., 2025). 
Al mismo tiempo, la evidencia disponible también muestra límites persistentes: siguen existiendo 
problemas de acceso vinculados a escasez de vacantes, horarios limitados y dificultades para 
familias con jornadas no tradicionales (Steber et al., 2025).

En términos de política, el caso sugiere que una expansión relevante del acceso no exige optar 
entre apoyar a las familias o sostener a los prestadores. Cuando el financiamiento público se 
diseña como arquitectura del sistema puede mejorar simultáneamente asequibilidad, cobertura 
y estabilidad del sector; pero sus resultados dependen de que la inversión venga acompañada 
por capacidad de implementación y fortalecimiento sostenido de la oferta.

Referencias: Building Bright Futures (2025), Richards et al. (2025), Steber et al. (2025)
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4.3 �Dimensión 3: Participación privada en la provisión de 
servicios públicos de cuidado

La tercera dimensión analizada agrupa dos instrumentos en los que el Estado no se limita a 
financiar ni a regular la oferta privada existente, sino que incorpora a actores privados como 
proveedores dentro del sistema público de cuidado. En la gestión delegada, el Estado define el 
servicio, financia la operación y retiene la titularidad pública, pero encarga la gestión cotidiana a 
organizaciones privadas. En la compra de servicios y cupos, el Estado adquiere plazas en estable-
cimientos privados que conservan su autonomía de gestión, pagando a cambio del cumplimiento 
de requisitos mínimos. Ambos instrumentos comparten el objetivo de expandir la cobertura formal 
aprovechando capacidades privadas o comunitarias existentes, pero lo hacen con lógicas con-
tractuales e incentivos distintos.

A diferencia de las dimensiones anteriores, la evidencia disponible en esta dimensión es princi-
palmente descriptiva y cualitativa. Los casos analizados permiten documentar patrones de escala, 
condiciones operativas y tensiones de diseño con detalle, pero sin identificación causal de los 
efectos del esquema de gestión sobre resultados finales de desarrollo infantil o participación la-
boral. Esto no disminuye la relevancia de los hallazgos, que son sustantivos para quienes diseñan 
estos instrumentos, pero sí demanda cautela en la interpretación.

4.3.1 �Gestión delegada: servicios públicos operados  
por actores privados

Qué busca el instrumento

La gestión delegada agrupa las políticas en las que el Estado define el servicio de cuidado infantil 
(población objetivo, gratuidad, estándares mínimos, jornada, prestaciones), financia su operación 
y retiene funciones de supervisión y control, pero encarga la gestión cotidiana a organizaciones 
privadas mediante convenios o contratos. Los operadores no actúan como oferentes de mer-
cado: no fijan precios, no seleccionan libremente a las familias y operan bajo reglas públicas. 
Son prestadores contratados dentro del sistema público (UNICEF et al., 2015; Castaño et al., 
2019; Penn, 2012).

El instrumento busca responder a un problema de política doble. Por un lado, los déficits persis-
tentes de cobertura en cuidado infantil para niños de 0 a 4 años, especialmente en hogares vul-
nerables, que el Estado no puede cerrar rápidamente mediante provisión directa por limitaciones 
de infraestructura, recursos humanos y rigidez administrativa. Por otro lado, la existencia previa 
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de oferta comunitaria y privada informal que puede integrarse al sistema público sin necesidad de 
construir capacidad estatal desde cero. La gestión delegada permite escalar la provisión pública 
aprovechando esas capacidades existentes, sin crear mercados de cuidado en el sentido conven-
cional (UNICEF et al., 2015; Santiago et al., 2017; World Bank, 2022). Su contribución a objetivos 
públicos, sin embargo, depende de que esa expansión venga acompañada por financiamiento 
suficiente, estándares de calidad verificables, apoyo técnico y supervisión efectiva.

Este instrumento se diferencia de los subsidios a la oferta en una dimensión central: aquí el servicio 
tiene naturaleza pública. El Estado no transfiere recursos a un proveedor privado autónomo, sino 
que contrata un operador para ejecutar un servicio cuya titularidad, diseño y reglas de elegibilidad 
son estatales. En consecuencia, el servicio suele ser gratuito para las familias y el operador tiene 
autonomía limitada (no define precios ni beneficiarios). En el caso de los subsidios a la oferta, en 
cambio, el servicio mantiene naturaleza privada, suelen existir copagos y el proveedor conserva 
mayor margen de decisión. Esta distinción afecta directamente los incentivos del proveedor y la 
capacidad del Estado de garantizar estándares uniformes (UNICEF et al., 2015; Defensoría CABA, 
2020; MINEDUC/JUNJI, 2015; Penn, 2012; World Bank, 2022).

Finalmente, mientras que en los subsidios a la oferta los incentivos operan principalmente por 
mecanismos económicos y señales de mercado, en la gestión delegada los incentivos son con-
tractuales: continuidad del convenio, financiamiento estable y cumplimiento de estándares. Por 
eso, el desempeño del instrumento depende menos de precios y más del diseño contractual: 
estructura de pagos, requisitos de calidad, sistemas de monitoreo y mecanismos de supervisión 
y sanción (Gustafsson-Wright et al., 2017; Trætteberg et al., 2023).

Lógica causal

La cadena causal del instrumento opera de la siguiente manera (Gráfico 6): el Estado define el 
servicio y asigna financiamiento público, típicamente por cupo o per cápita, y organizaciones pri-
vadas (principalmente organizaciones de la sociedad civil, fundaciones y actores comunitarios) 
deciden postular o suscribir convenios para operar servicios bajo esas condiciones. Los opera-
dores implementan la provisión del servicio que incluye: operación integral de centros, gestión de 
personal, rendición ante la autoridad pública. Ante el aumento de la oferta, las familias optan por 
reemplazar cuidado informal por formal, haciendo uso efectivo del servicio entre familias elegibles. 
Si la cobertura se sostiene con alta ocupación y condiciones adecuadas de calidad, estabilidad 
y pertinencia del servicio, el uso efectivo puede contribuir a los resultados finales esperados en 
desarrollo infantil y participación laboral materna.

La evidencia disponible muestra buen desempeño en los eslabones de oferta y uso, pero tensiones 
relevantes en los eslabones intermedios, especialmente en la respuesta organizacional de los ope-
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radores (recursos humanos, costos y capacidades de gestión) y la traducción del financiamiento 
público en calidad homogénea del servicio.

Gráfico 6. Lógica causal - Gestión delegada
El Estado define y financia el servicio pero encarga su operación a actores privados o comunitarios

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales

Operación del
servicio

Actor: Proveedor
privado / OSC

Gestiona personal,
infraestructura y
atención cotidiana

Expansión de
oferta formal

Actor: Mercado

Cobertura aumenta
aprovechando capacidad

privada existente

Uso efectivo
de familias

Actor: Familia

Familias elegibles
acceden a servicio
gratuito o subsidiado

Decisión de
postular

Actor: Proveedor
privado / OSC

Organización decide
operar bajo 

condiciones públicas

Convocatoria
y contrato

Actor: Estado

Define servicio,
financia por cupo y
establece estándares

1 2 3 4 5 6

Resultados finales

Empleo materno
Mayor cobertura
habilita participación
laboral femenina

Bienestar infantil
Depende de calidad
homogénea entre 
operadores delegados

Aspectos de diseño que importan

Primero, qué se delega y qué retiene el Estado: se delegan funciones operativas (gestión co-
tidiana, organización del personal, prestación directa del cuidado), mientras el Estado retiene la 
definición del servicio, la elegibilidad, el financiamiento, la supervisión y el control. En Medellín 
(programa Buen Comienzo), el municipio financia el programa y supervisa la operación reali-
zada por operadores privados (Castaño et al., 2019). En Argentina (Centros de Primera Infancia 
de CABA) y Chile (modalidad VTF —Vía Transferencia de Fondos— de JUNJI), el Estado define 
jornada, requisitos de admisión y estándares mínimos, mientras los operadores gestionan el fun-
cionamiento cotidiano (UNICEF, 2019; MINEDUC/JUNJI, 2015).

Segundo, el tipo de operadores elegibles: en la mayoría de los casos documentados predomi-
nan organizaciones de la sociedad civil, fundaciones y actores comunitarios sin fines de lucro. 
En algunos contextos, participan también municipios u operadores mixtos. La entrada no ocurre 
por mercado abierto sino por convocatoria condicionada al cumplimiento de requisitos técnicos 
y administrativos, y usualmente orientada a necesidades territoriales definidas por la autoridad 
pública (UNICEF et al., 2015; Santiago et al., 2017; MINEDUC/JUNJI, 2015).

Tercero, la duración y condiciones de los convenios: los servicios se asignan mediante con-
venios administrativos, con variaciones importantes en condiciones y duración. Los convenios 
suelen renovarse periódicamente, condicionados al cumplimiento administrativo y operativo. Los 
contratos demasiado cortos generan incentivos a bajar la inversión en calidad e infraestructura y 
a precarizar el empleo. Contratos largos sin enforcement efectivo crean riesgo de operadores con 
bajo desempeño que persisten por inercia administrativa (UNICEF et al., 2015; Defensoría CABA, 
2020; MINEDUC/JUNJI, 2015).
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Cuarto, la estructura de financiamiento y pagos: las transferencias per cápita o por cupo son la 
modalidad más frecuente, con rendición periódica. En algunos casos, el Estado complementa con 
insumos o infraestructura que funcionan como un subsidio parcial (ver Recuadro 4 sobre este tipo 
de políticas), e incluso con transferencias adicionales para la compra de alimentos. El monto del 
pago —per cápita o por cupo— define los incentivos reales del operador y condiciona la calidad y 
los recursos humanos. La capitación por asistencia incentiva uso y cobertura, pero puede empujar 
sobrecupo y deteriorar calidad si no cubre costos reales; el pago por cupo reduce esos incentivos, 
pero requiere mecanismos para evitar cupos ociosos o baja asistencia.

Si la capitación no cubre los costos reales, especialmente para grupos etarios más costosos como 
los lactantes, se generan desincentivos selectivos a abrir ciertos tipos de sala. En la experiencia 
de los Centros de Primera Infancia (CPI) de Buenos Aires, el costo estimado de una sala de lac-
tantes era 2,5 veces mayor que el de otras salas, con un saldo financiero negativo bajo la beca 
uniforme vigente en 2017, lo que desincentivaba la apertura de salas para niños menores (UNI-
CEF, 2019). El servicio es formalmente gratuito para los hogares elegibles (UNICEF et al., 2015; 
Defensoría CABA, 2020), aunque las capitaciones bajas implican que aproximadamente el 80% 
de los recursos se destina a salarios, dejando escaso margen operativo. Esto puede derivar en 
que los prestadores recurran a donaciones o aportes en especie de las familias —documentado 
en el 58% de los CPI según la Defensoría (2020)—, lo que introduce brechas de calidad entre 
centros bajo un mismo programa.

Más allá del nivel de financiamiento, la capacidad de respuesta de este tipo de dispositivos tam-
bién depende de que el diseño del servicio se adapte a las necesidades concretas de las familias 
usuarias. Esto incluye no solo la localización, la edad cubierta y la calidad de la atención, sino 
también aspectos operativos como los horarios de funcionamiento. En algunos contextos se han 
desarrollado experiencias puntuales de atención en horarios no tradicionales para responder a 
hogares con jornadas laborales extendidas o nocturnas3.

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre gestión delegada es principalmente descriptiva y proviene casi en su totalidad 
de América Latina: Buenos Aires (Centros de Primera Infancia) y Chile (modalidad VTF de JUNJI) 
son los casos mejor documentados, complementados por evidencia cualitativa de Colombia. No 
existen evaluaciones de impacto con identificación causal de los efectos del esquema de gestión 
sobre resultados finales (desarrollo infantil o participación laboral materna) en los casos analiza-
dos. La evidencia de calidad de proceso (escalas ITERS-R y ECERS-R en Chile) es cuantitativa 

3.   Véase, a modo ilustrativo, la nota periodística sobre jardines maternales nocturnos en Argentina, que describe experiencias 
recientes orientadas a cubrir necesidades de cuidado fuera del horario diurno habitual.

https://www.clarin.com/sociedad/jardines-maternales-nocturnos-lugares-funcionan-solucion-familias_0_KMiODhP0Bp.html
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pero descriptiva: las diferencias entre modalidades no pueden atribuirse causalmente al tipo de 
gestión. Los hallazgos sobre escala y uso son, sin embargo, sustantivos y relevantes para el di-
seño. La tabla 7 los resume.

Expansión de oferta y capacidad instalada. La evidencia descriptiva muestra que la gestión 
delegada ha sido un mecanismo efectivo de expansión a escala. En Buenos Aires, los Centros de 
Primera Infancia pasaron de 20 centros en 2011 a 76 centros en 2019, atendiendo a cerca de 11.000 
niños. Los centros están localizados en las zonas de mayor vulnerabilidad social de la ciudad: solo 
una de ellas —con una tasa de pobreza multidimensional del 39,2%, la segunda más alta de la 
Ciudad (Ministerio de Hacienda y Finanzas GCBA, 2021)— concentraba 2.039 niños asistiendo a 
CPIs y 286 en lista de espera en 2019, lo que refleja tanto la escala alcanzada como la demanda 
insatisfecha residual (Defensoría CABA, 2020; UNICEF, 2019).

En Chile, la modalidad VTF de JUNJI lideró la expansión del sistema entre 2011 y 2014. La capaci-
dad total del sistema pasó de 155.124 a 165.214 cupos (+6,5%), pero el crecimiento fue desigual: 
la modalidad VTF aumentó su capacidad en sala cuna (0 a 2 años) un 5,8% (de 38.965 a 41.234 
cupos) y en nivel medio (2 a 4 años) un 12,1% (de 61.565 a 68.996), mientras que la administra-
ción directa permaneció prácticamente estancada. El número de establecimientos VTF pasó de 
1.472 a 1.554 en sala cuna (+5,6%) y de 1.368 a 1.501 en nivel medio (+9,7%), con 82 de las 85 
nuevas salas cunas y 133 de los 134 nuevos establecimientos de nivel medio correspondientes a 
la modalidad VTF (MINEDUC/JUNJI, 2015).

Uso efectivo y matrícula. La matrícula en JUNJI pasó de 150.149 (2011) a 158.157 (2014), con la 
modalidad VTF concentrando el 67,7% de la matrícula y el 70,4% de la asistencia promedio men-
sual en 2014. La presión de demanda sobre los CPIs en zonas vulnerables de la Ciudad de Buenos 
Aires se refleja en la sobreocupación documentada: excepto tres centros, la mayoría operaba 
con capacidad máxima, con entre 28 y 30 niños por sala en los tramos de 2 a 3 años (Defensoría 
CABA, 2020; MINEDUC/JUNJI, 2015).

Calidad de ambientes y heterogeneidad entre modalidades. La evidencia cuantitativa disponible 
sobre calidad proviene de la evaluación del sistema JUNJI en Chile, que aplicó las escalas ITERS-R 
y ECERS-R en 2018. Los puntajes generales se ubican dentro del rango mínimo-bueno (4,2 en 
ITERS-R y 3,7 en ECERS-R para el total del sistema), pero con diferencias sistemáticas entre mo-
dalidades: la administración directa obtiene puntajes superiores a VTF tanto en la escala total (AD 
4,4 vs VTF 4,0 en ITERS-R; AD 3,9 vs VTF 3,6 en ECERS-R) como en subescalas específicas como 
lenguaje y razonamiento (AD 4,5 vs VTF 3,8 en ITERS-R). Estos resultados no permiten atribuir 
causalmente las diferencias al modelo de gestión, ya que los establecimientos difieren también 
en otras dimensiones, pero documentan que la heterogeneidad de calidad existe y es sistemática, 
incluso bajo un marco institucional común (CEPI/JUNJI, 2018).
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Tabla 7. Resumen de evidencia: gestión delegada

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Expansión de oferta

Expansión significativa 
de centros y cupos 
operados por privados bajo 
convenio, especialmente 
donde existía base 
comunitaria previa

Descriptiva (datos 
administrativos)

Buenos Aires: 20 → 76 CPIs (2011–
2019), ~11.000 niños. Chile VTF: +82 
salas cunas y +133 establecimientos 
de nivel medio (2011–2014); VTF lidera 
el 97% de la expansión (MINEDUC/
JUNJI, 2015; UNICEF, 2019).

Matrícula y 
uso efectivo

Alta concentración de 
la matrícula pública 
en la modalidad 
conveniada; presión de 
demanda sostenida en 
zonas vulnerables

Descriptiva (datos 
administrativos)

Chile VTF: 67,7% de la matrícula y 
70,4% de la asistencia total JUNJI 
(2014). Buenos Aires: sobreocupación 
en la mayoría de CPIs; 286 niños en 
lista de espera en zona de pobreza 
multidimensional 39,2% (Defensoría 
CABA, 2020; MINEDUC/JUNJI, 2015).

Calidad de ambientes

Puntajes dentro del rango 
aceptable, pero con 
brecha sistemática entre 
administración directa y 
modalidad conveniada

Cuantitativa descriptiva 
(ITERS-R, ECERS-R)

AD 4,4 vs VTF 4,0 (ITERS-R); AD 
3,9 vs VTF 3,6 (ECERS-R). Brechas 
consistentes en subescalas de 
lenguaje y prácticas pedagógicas. Sin 
identificación causal del efecto del 
modelo de gestión (CEPI/JUNJI, 2018).

Incentivos financieros 
del operador

La capitación uniforme 
genera desincentivos 
selectivos según el 
grupo etario atendido

Descriptiva (datos de costos)

Buenos Aires: costo de sala de lactantes 
2,5 veces mayor que otras salas; 
saldo financiero negativo bajo beca 
uniforme (diciembre 2017). Desincentivo 
documentado a abrir salas para 
menores de 1 año (UNICEF, 2019).

Tensiones y riesgos

Escala, velocidad y homogeneidad del servicio. La gestión delegada permite expandir cobertura 
rápidamente utilizando operadores existentes, pero la expansión vía múltiples operadores puede 
generar heterogeneidad en condiciones de provisión, incluso bajo un mismo marco normativo. La 
evidencia de Buenos Aires y Chile documenta diferencias marcadas entre centros en infraestruc-
tura, dotación de personal y prácticas, que la regulación uniforme por sí sola no elimina. El desafío 
de diseño no es elegir entre escala y calidad, sino construir mecanismos de financiamiento, apoyo 
técnico y supervisión que permitan sostener estándares comunes en una red operada por actores 
diversos (UNICEF et al., 2015; Defensoría CABA, 2020; CEPI/JUNJI, 2018).

Flexibilidad operativa y capacidad de control estatal. Los operadores privados aportan flexi-
bilidad administrativa y capacidad de adaptación territorial, pero la delegación fragmenta la su-
pervisión: el Estado enfrenta mayores desafíos de coordinación y monitoreo efectivo cuando la 
provisión está distribuida entre múltiples operadores. Delegar operación no elimina la carga del 
Estado, sino que la desplaza hacia la coordinación y el monitoreo efectivo de las prestaciones. En 



59

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

términos de costo total, la gestión delegada suele ser más barata que la provisión directa, pero 
esa reducción en costos operativos va acompañada de mayor carga en funciones contractuales: 
selección de operadores, diseño de convenios y supervisión continua. La delegación operativa 
reduce la carga directa del Estado, pero eleva los costos de gobernanza del sistema, requiriendo 
capacidades institucionales que no siempre existen (Defensoría CABA, 2020; Santiago et al., 2017).

Financiamiento per cápita y costos reales del servicio. Los esquemas de transferencia por niño 
facilitan la previsibilidad presupuestaria y la expansión fiscalmente manejable, pero pueden no 
reflejar diferencias reales de costo según edad atendida, jornada o contexto territorial. El caso 
documentado de la Ciudad de Buenos Aires, donde el costo de las salas de lactantes más que 
duplica el de otras modalidades bajo una beca uniforme, ilustra cómo el diseño financiero pue-
de sesgar la oferta hacia grupos etarios menos costosos, dejando sin cobertura a los niños más 
pequeños. Esto es consistente con la evidencia comparada, que muestra que la atención de 
lactantes requiere ratios más bajos y estándares más exigentes de calidad y seguridad, lo que 
se traduce en costos significativamente más altos que en la atención de niños mayores (UNICEF, 
2019; Berlinski y Schady, 2015).

Participación comunitaria, capacidades institucionales y profesionalización. La inclusión de 
organizaciones comunitarias amplía cobertura y aporta arraigo territorial, pero también puede 
introducir brechas en capacidades institucionales y profesionales entre operadores. La evidencia 
de Chile muestra menores puntajes promedio en establecimientos VTF en dimensiones asocia-
das a prácticas de cuidado, interacción y aprendizaje, lo que sugiere que la mayor cobertura no 
equivale automáticamente a mayor calidad (CEPI/JUNJI, 2018; Defensoría CABA, 2020). En la 
Ciudad de Buenos Aires se documentan diferencias en formación del personal y condiciones la-
borales entre centros conveniados. Estas brechas no se resuelven solo con regulación: requieren 
inversión sostenida en apoyo técnico, formación, acompañamiento pedagógico y condiciones de 
financiamiento compatibles con estándares de calidad.

Síntesis

La gestión delegada es un instrumento eficaz para expandir la oferta formal de servicios de cui-
dado infantil en contextos donde el Estado carece de capacidad para proveerlos directamente y 
donde existe una base previa de organizaciones comunitarias o privadas capaces de operar bajo 
reglas públicas. En los casos analizados, el instrumento explica una proporción significativa de 
la capacidad instalada y de la matrícula dentro del sistema público, y no se trata de mecanismos 
marginales sino de componentes estructurales de la provisión. La evidencia disponible no permite 
identificar efectos causales sobre resultados finales de desarrollo infantil o participación laboral 
femenina, pero documenta que la heterogeneidad de calidad entre establecimientos es sistemá-
tica. Esto sugiere que la gestión delegada no debe evaluarse solo por su capacidad de ampliar 



60

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

cupos o matrícula, sino también por la calidad y estabilidad de los servicios que logra sostener. 
Sus resultados dependen críticamente del diseño del financiamiento, los estándares de calidad, 
el apoyo técnico y la capacidad estatal de supervisión, más que del carácter público o privado 
del operador por sí solo.

Recuadro 7 — Caso aeioTU: un modelo híbrido de provisión,  
formación y articulación público-privada 

aeioTU, organización surgida en Colombia y con expansión reciente a México, constituye un caso 
ilustrativo de participación privada en el cuidado y la educación inicial que combina provisión di-
recta de servicios, gestión de centros financiados con recursos públicos, consultoría, proyectos 
especiales y formación de educadoras y cuidadoras. Su modelo pedagógico, inspirado en el en-
foque Reggio Emilia, busca promover el desarrollo integral en la primera infancia mediante entor-
nos de aprendizaje centrados en el niño, con fuerte énfasis en la interacción con las familias y la 
comunidad. A fines de 2023 operaba 12 centros de educación y cuidado infantil en cinco ciudades 
colombianas (ocho financiados por el Estado y cuatro privados), además de una cartera creciente 
de proyectos y servicios de asistencia técnica dirigidos a gobiernos, fundaciones y organizaciones 
educativas. Para 2022 reportaba más de 560 empleados e ingresos cercanos a US$7,4 millones.

Más allá de la provisión directa de servicios, aeioTU se ha posicionado como un actor que busca for-
talecer capacidades en el ecosistema de cuidado infantil. Su trabajo incluye formación para educado-
res y cuidadores, licenciamiento de su modelo pedagógico y desarrollo de soluciones para contextos 
con acceso limitado a servicios formales, incluyendo comunidades rurales, poblaciones migrantes y 
cuidadoras informales. En ese sentido, el caso muestra que la participación privada en el sector no 
se limita a expandir cupos de atención, sino que también puede contribuir a transferir conocimiento, 
desarrollar estándares de calidad y apoyar procesos de innovación en sistemas de cuidado.

Sin embargo, el rasgo más revelador del caso no es solo su innovación pedagógica, sino la evo-
lución de su relación con la provisión pública. aeioTU se expandió inicialmente a partir de centros 
financiados por el Estado y llegó a concentrar allí una parte muy importante de su operación. 
La organización comenzó focalizada en la operación de 22 centros estatales, pero esta línea 
de trabajo resultó financieramente deficitaria. En 2020, en el marco de un cambio de liderazgo 
y estrategia institucional, se cerraron 15 centros para reducir pérdidas y estabilizar la situación 
financiera. Aunque los centros financiados públicamente representaban todavía una parte im-
portante de los ingresos de la organización (alrededor del 72% en 2021), la dependencia de esta 
línea se redujo significativamente en los años siguientes a medida que crecían las actividades 
de consultoría y proyectos especiales.
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La explicación que ofrece el caso es particularmente relevante para el diseño de políticas. aeioTU 
operaba con déficit en los centros estatales porque los recursos públicos disponibles no cubrían 
costos que la organización consideraba necesarios para sostener estándares adecuados de ca-
lidad, incluyendo nutrición adecuada y remuneraciones más justas para el personal educativo. 
Hasta 2019 esa brecha pudo cubrirse parcialmente con aportes de la Fundación Carulla, pero 
ese subsidio cruzado no era sostenible en el tiempo. A ello se sumó la pandemia, que interrum-
pió el plan de usar centros orientados a hogares de mayores ingresos para subsidiar parte de la 
operación en contextos más vulnerables. Como resultado, la organización reorientó su estrategia 
hacia líneas de trabajo menos dependientes de la provisión directa bajo financiamiento público.

En términos de política, la lección del caso es clara. La participación privada en esquemas finan-
ciados públicamente no depende solamente de contar con operadores capaces o con vocación 
social. También requiere contratos, niveles de pago y asignación de riesgos compatibles con 
una operación de calidad. Cuando el financiamiento público es insuficiente, incluso actores con 
capacidades técnicas probadas, reputación y compromiso con la calidad pueden retirarse o 
reducir fuertemente su presencia. En ese sentido, el caso sugiere que un esquema público mal 
calibrado puede terminar expulsando a los mejores operadores, precisamente aquellos que el 
sistema más necesitaría retener.

Referencias: The Care Economy Knowledge Hub (2022a)

4.3.2 Compra de servicios y cupos a proveedores privados

Qué busca el instrumento

La compra de servicios y cupos es un instrumento mediante el cual el Estado adquiere plazas 
de cuidado infantil en establecimientos privados a través de convenios o contratos, pagando una 
tarifa acordada a cambio del cumplimiento de requisitos mínimos y de la atención de la población 
elegible. A diferencia de la gestión delegada, el establecimiento privado conserva su autonomía de 
gestión interna y puede atender simultáneamente a familias que pagan directamente y a familias 
cuyo cupo es financiado por el Estado.

El instrumento busca expandir la oferta de cuidado más rápido de lo que permite la provisión di-
recta, aprovechando la capacidad instalada del sector privado existente o induciendo la entrada 
de nuevos operadores ante la señal de demanda asegurada. En algunos diseños, también busca 
estabilizar la continuidad financiera de proveedores en segmentos del mercado con alta volatili-
dad, especialmente el cuidado de niños menores de 3 años. Dado que el Estado financia plazas 
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en servicios que no gestiona directamente, la compra de cupos requiere definir no solo cuántos 
cupos se adquieren y para quiénes, sino también bajo qué condiciones de calidad, supervisión y 
rendición de cuentas se incorporan esos proveedores al sistema público (do Nascimento y Silva, 
2015; do Nascimento et al., 2022; Dorn, 2020; Blanden et al., 2016).

Lógica causal

La cadena causal opera de la siguiente manera (Gráfico 7): el Estado contrata plazas a una tarifa 
acordada, lo que genera estabilidad financiera para el proveedor y reduce su riesgo operativo. Esa 
estabilidad habilita la expansión de capacidad o el sostenimiento de la oferta existente. Los cupos 
contratados se asignan a familias elegibles sin copago, lo que induce uso de cuidado formal entre 
hogares que de otro modo no accederían. Para que ese mayor uso se traduzca en resultados de 
desarrollo infantil o en apoyos efectivos a la participación laboral, la expansión debe ocurrir en 
servicios con calidad suficiente y estabilidad operativa.

Un punto crítico en esta cadena es la adicionalidad: el aumento en cupos financiados no equivale 
necesariamente a un aumento equivalente en participación efectiva. Si los cupos comprados por el 
Estado se corresponden con plazas que las familias ya usaban o habrían usado sin financiamien-
to público, el gasto no genera expansión real del acceso sino solo sustitución de financiamiento 
privado por público (Blanden et al., 2016).

Gráfico 7. Lógica causal - Compra de servicios y cupos
El Estado adquiere plazas en establecimientos privados autónomos →  

genera demanda asegurada que moviliza capacidad instalada

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales
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Actor: Proveedor
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Cobertura adicional
habilita participación
laboral femenina

Bienestar infantil
Solo si cupos generan
participación adicional
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Aspectos de diseño que importan

La literatura identifica cinco dimensiones de diseño con alta incidencia en los resultados, cada 
una con evidencia empírica sustantiva.
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Primero, la unidad de compra: el pago per cápita por niño atendido (donde el proveedor asume 
el riesgo de ausencias y fluctuaciones de matrícula) y el pago por cupo garantizado (donde el Es-
tado paga la capacidad reservada independientemente de la asistencia diaria) generan incentivos 
radicalmente distintos. El primer esquema orienta el instrumento hacia la expansión y el ahorro 
fiscal; el segundo, hacia la estabilidad del proveedor y las condiciones para sostener calidad. En 
Pennsylvania, el programa ITCS utilizó el pago por cupo garantizado: el 80% de los directores 
reportó mejora en su estabilidad financiera mensual y el 67% mejora en la retención de personal, 
resultados que no se observan en esquemas estrictamente per cápita (Dorn, 2020).

Segundo, el nivel de la tarifa: una tarifa baja en relación con la provisión pública directa (como en 
São Paulo, donde el convenio privado costaba entre el 46,5% y el 55,8% del costo de la provisión 
directa, según la escala del operador) orienta el instrumento como herramienta fiscal de expansión: 
permite cubrir más niños con el mismo presupuesto, pero puede ejercer presión sobre costos 
laborales y calidad. Una tarifa alineada a las condiciones del mercado, (como en el programa ITCS 
de Pennsylvania, donde la remuneración por cupo contratado supera la tasa base de reembolso 
vigente para el sistema de vouchers) orienta el instrumento hacia la estabilidad y la calidad del 
proveedor, a un mayor costo fiscal por niño (do Nascimento y Silva, 2015; Dorn, 2020).

Tercero, la estructura de precios: la diferenciación tarifaria por edad, reconociendo el mayor 
costo de atender lactantes, y por escala, tarifas decrecientes por tramos de matrícula, definen 
quién puede crecer y cómo. Tramos decrecientes favorecen expansión rápida, pero generan 
concentración en operadores grandes y presión por escala. Adicionales por edad protegen a 
la población de mayor costo y reducen el riesgo de selección adversa contra lactantes. Pagos 
complementarios (alquiler, reparaciones, formación) reducen barreras de entrada, pero aumentan 
complejidad fiscal. En São Paulo, la introducción en 2014 de un pago suplementario para salas de 
lactantes buscó corregir el desincentivo a atender al grupo más costoso, reconociendo que sin 
diferenciación tarifaria los operadores tienden a rechazar o limitar la admisión de niños menores. 
Los pagos complementarios al per cápita (alquiler, reparaciones, formación) reducen barreras de 
entrada para entidades sin capital propio, pero aumentan la complejidad fiscal y de monitoreo (do 
Nascimento y Silva, 2015; do Nascimento et al., 2022).

Cuarto, los requisitos de acceso al instrumento: las condiciones para que un proveedor acceda 
al instrumento definen el tipo de cuasimercado que se crea. São Paulo restringió históricamente 
los convenios a organizaciones sin fines de lucro, lo que generó expansión masiva (matrícula 
conveniada +227% entre 2007 y 2014) sin exposición directa a incentivos de lucro, aunque con 
alta dependencia estatal. La apertura posterior a proveedores con fines de lucro (ley municipal 
17.437/2020 y programas Mais Creche y Bolsa Primeira Infância) amplió el universo de oferentes 
pero exigió mayor regulación, monitoreo y capacidad de compra estratégica del Estado. Este cam-
bio fue impulsado en parte por la pandemia de COVID-19, que llevó a ampliar el instrumento como 
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mecanismo de emergencia para sostener la cobertura. Estos requisitos de acceso no definen si 
hay o no expansión, sino qué tipo de cuasimercado crea el Estado al comprar cupos: modificarlos 
reconfigura la naturaleza del instrumento (do Nascimento et al., 2022).

Quinto, las condiciones de calidad para participar en el instrumento: cuando el acceso al ins-
trumento está condicionado a niveles mínimos de calificación (como en Pennsylvania, donde solo 
centros con Keystone STARS 3 o 4 podían participar en el ITCS), la compra de cupos funciona como 
incentivo que premia a proveedores de mayor calidad. Cuando las condiciones de acceso se limitan 
a estándares mínimos (como en São Paulo), facilitan la expansión rápida pero no discriminan por 
calidad pedagógica. Esta decisión define qué tipo de oferta se expande con recursos públicos: una 
red orientada principalmente a aumentar cobertura formal, o una red que combina expansión con 
incentivos explícitos de calidad y mejora continua  (Dorn, 2020; do Nascimento et al., 2022).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre compra de cupos combina distintos niveles de rigor metodológico. El estudio 
de Blanden et al. (2016) para Inglaterra aprovecha la implementación escalonada entre autoridades 
locales para identificar efectos causales sobre participación y resultados infantiles: es la referencia 
más robusta de la subsección. El análisis de São Paulo (do Nascimento y Silva, 2015; do Nascimen-
to et al., 2022) es descriptivo pero excepcionalmente detallado en datos administrativos, lo que 
permite caracterizar la estructura del sistema con precisión. El caso de Pennsylvania (Dorn, 2020) 
es una evaluación mixta basada en encuestas a directores, sin grupo de control. En conjunto, la 
evidencia es más sólida para los efectos sobre oferta y estabilidad del proveedor que para los 
efectos sobre adicionalidad real y desarrollo infantil. La tabla 8 resume los principales hallazgos.

Expansión de oferta y participación privada en la provisión. El instrumento es eficaz como 
mecanismo de expansión rápida cuando se cumplen dos condiciones: existe capacidad privada 
o del tercer sector disponible, y el Estado puede financiar y coordinar su uso a escala. Sin estas 
condiciones, la compra de cupos puede crear demanda sin oferta o generar expansión sin adi-
cionalidad real.

El caso más documentado es São Paulo, donde la compra de cupos a través de la red conveniada 
transformó la estructura del sistema. Entre 2007 y 2014, la matrícula en la red directa (pública) cre-
ció un 69,9% (de 33.770 a 57.367 niños), mientras que la matrícula conveniada creció un 227,3% 
(de 50.035 a 163.777 niños) (Gráfico 8). En 2020, aproximadamente el 80% de la matrícula total 
en creches (229.925 de 286.748 niños) correspondía a la red conveniada. La expansión de es-
tablecimientos entre 1992 y 2020 muestra el mismo patrón: la provisión pública directa pasó de 
317 a 427 centros (+110 centros), mientras que la privada conveniada pasó de 293 a 1.724 centros 
(+1.431 centros), lo que implica que el 93% del aumento total de establecimientos corresponde a 
convenios (do Nascimento et al., 2022).
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Gráfico 8. Matrículas en creches de la red municipal de São Paulo 
(red directa y conveniada), 1969–2017.
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Fuente: do Nascimento et al. (2022: página 8), adaptado de Silva (2018) y Censo Escolar/INEP.

Adicionalidad frente a sustitución (crowd-out). La compra de cupos puede expandir el acceso 
solo si los cupos financiados por el Estado se traducen en participación adicional (más niños asis-
tiendo) y no principalmente en sustitución de gasto privado preexistente (familias que ya usaban 
preescolar pago y pasan a usar una plaza gratuita/subsidiada). Esta distinción es crítica porque, 
cuando domina el crowd-out, el programa puede aumentar rápidamente el número de plazas 
financiadas sin que haya un incremento equivalente en uso efectivo del servicio; en ese caso, el 
gasto público opera más como transferencia a hogares que como expansión neta de cobertura.

La evidencia cuasi-experimental más informativa sobre este punto proviene de Blanden et al. 
(2016), que evalúan la introducción escalonada (entre autoridades locales) del derecho universal 
a una plaza gratuita de preescolar part-time para niños de 3 años en Inglaterra a comienzos de 
los 2000. Un rasgo central del diseño es que la expansión se implementó financiando cupos en 
el sector privado (pago estatal por niño elegible), en lugar de expandir provisión pública directa.

El resultado principal para adicionalidad es que el aumento en plazas financiadas se tradujo solo 
parcialmente en más participación: durante 2002–2007, por cada 10 plazas financiadas se ge-
neraron aproximadamente 2,7 plazas genuinamente nuevas en términos de participación total, 
mientras que el resto se absorbió como sustitución de gasto privado. Dicho de otra manera, la 
política expandió fuertemente el financiamiento público, pero el cambio neto en participación fue 
relativamente acotado.



66

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Este patrón es consistente con un punto de partida de alta cobertura: antes del despliegue com-
pleto del derecho universal, el 82% de los niños de 3 años ya asistía (año 2000) y la asistencia 
total aumentó 14,4 puntos porcentuales entre 2000 y 2007, alcanzando niveles cercanos a la 
universalidad. En contraste, el cambio más marcado fue el reemplazo de financiamiento privado 
por público (plazas gratuitas de 37,0% a 87,9% entre 1999 y 2007).

Para mostrar que esta diferencia no es trivial, los autores separan las áreas según el grado de adi-
cionalidad: (i) áreas con mayor adicionalidad, donde una fracción mayor de las plazas financiadas 
se traduce en mayor participación, versus (ii) áreas dominadas por crowd-out, donde la expansión 
se refleja principalmente en reemplazo de financiamiento privado por público. En las áreas con 
mayor adicionalidad, el aumento en cobertura financiada se asocia a mejoras observables a corto 
plazo en resultados de aprendizaje temprano; en las áreas dominadas por crowd-out, esos efectos 
son prácticamente nulos. En términos de diseño, esto sugiere que la adicionalidad no puede su-
ponerse: depende de reglas de asignación, elegibilidad y del punto de partida del mercado local.

Un aspecto relevante de la expansión es qué tipo de cuidado sustituye. En Inglaterra, el aumento de 
18 puntos porcentuales en uso de cuidado formal entre 2001 y 2007 se explica principalmente por 
salida del cuidado exclusivamente parental (−7 pp) y, en menor medida, del cuidado informal por 
familia y amigos. Este patrón fue más pronunciado entre familias de menor nivel socioeconómico: 
entre los hogares del cuartil de ingresos más bajo, el aumento en cuidado formal fue de 25,8 pp, 
acompañado de una reducción de 13,6 pp en cuidado exclusivamente parental (más del doble que 
en los hogares de mayor ingreso). En contraste, los hogares de ingresos medios y altos sustituyeron 
principalmente cuidado formal pagado por cuidado formal gratuito, lo que es consistente con un 
mayor crowd-out en esos segmentos (Blanden et al., 2016). Este patrón sugiere que en contextos 
con punto de partida de baja cobertura formal y alta prevalencia de cuidado informal o parental, que 
es precisamente la situación predominante en ALC para niños menores de tres años, la adicionalidad 
potencial del instrumento puede ser mayor que en mercados con alta cobertura preexistente.

La evidencia indica que la compra de cupos es muy potente para financiar acceso, pero su efec-
tividad como herramienta de expansión real depende de (a) focalización/criterios de elegibilidad 
que prioricen niños que no asistían, (b) mecanismos de asignación que minimicen sustitución, y (c) 
monitoreo explícito del indicador de adicionalidad (Δparticipación / Δcupos financiados), además 
de la estadística de cupos contratados (Blanden et al., 2016).

Estabilidad financiera del proveedor. La compra de cupos puede reducir la volatilidad financiera 
de los proveedores privados, dependiendo del diseño del pago. Este resultado no aparece cuan-
do el pago es estrictamente per cápita por asistencia: el instrumento funciona en ese caso como 
subsidio a la demanda más que como estabilizador de la oferta. El programa ITCS en Pennsylva-
nia ilustra el caso opuesto: diseñado explícitamente como alternativa al sistema de vouchers, el 
ITCS contrata cupos directamente con el proveedor, garantizando el pago por toda la capacidad 
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reservada durante el año independientemente de la asistencia efectiva (al contrario del voucher, 
donde el pago sigue al niño y se calcula por días de asistencia). A diferencia de los vouchers, 
que requieren copago de las familias, en el ITCS no se cobra copago ni tarifa alguna a las familias 
mientras el niño está inscrito. Asimismo, mientras la elegibilidad en el sistema de vouchers se 
redetermina cada 12 meses, en el ITCS la elegibilidad del niño se extiende hasta que cumple 36 
meses y transiciona a preescolar, reduciendo interrupciones de cuidado por trámites administra-
tivos. El resultado: el 80% de los directores reportó mejora en la estabilidad financiera mensual 
y el programa escaló de 670 cupos en 30 centros en su primera fase a 929 cupos en 90 centros 
en la segunda (Dorn, 2020).

Condiciones laborales y costo del servicio. En São Paulo, el menor costo del servicio conveniado 
respecto de la provisión directa (entre el 46,5% del costo directo para grandes operadores y el 
55,8% para instituciones más pequeñas, con un costo mensual por niño de R$ 505 y R$ 606,83 
respectivamente, frente a R$ 1.086,79 en la red directa) se explica en parte por diferencias en la 
organización del trabajo: jornadas más extensas en la red conveniada (40 horas semanales frente 
a 30 horas en la red directa), contratación bajo régimen privado sin carrera municipal, y mayor 
carga de matrícula por docente. El piso salarial docente en la red conveniada era de R$ 1.846 por 
40 horas semanales, frente a R$ 3.000 por 30 horas en la red directa, una brecha del 54% en el 
costo por hora de trabajo. El instrumento no es neutro en términos laborales: parte del ahorro fis-
cal descansa en arreglos laborales distintos, externalizados al proveedor privado. Esto no implica 
automáticamente menor calidad, pero sí representa una tensión distributiva que debe explicitarse 
en el diseño (do Nascimento y Silva, 2015; do Nascimento et al., 2022).

Calidad del servicio y resultados en desarrollo infantil. La evidencia disponible sugiere que la 
compra de cupos no garantiza mejoras en desarrollo infantil por sí misma: los impactos dependen 
de cuánto cambia efectivamente la experiencia del niño (intensidad) y de la calidad del servicio 
que se expande. En el caso de Inglaterra analizado por Blanden et al. (2016), la política tuvo dos 
características que ayudan a explicar impactos modestos: (i) fue de baja intensidad (derecho a 
preescolar part-time de 12,5 horas semanales) y (ii) la expansión se logró casi completamente a 
través de proveedores privados, donde la calidad promedio medida por cualificaciones del per-
sonal era inferior a la del sector público.

En resultados, los autores encuentran que un aumento de 10 puntos porcentuales en la disponibili-
dad de plazas gratuitas se asocia con mejoras de aproximadamente 1,8% de un desvío estándar en 
el perfil de desarrollo a los 5 años, y que estos efectos no se sostienen: se atenúan rápidamente y 
son cercanos a cero hacia los 11 años. Además, los efectos positivos se concentran donde la polí-
tica generó participación adicional; donde dominó la sustitución, los efectos fueron esencialmente 
nulos, consistente con la idea de que el canal relevante es el cambio en asistencia/experiencia 
educativa y no solo una transferencia de ingresos a familias.
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Para sustentar el argumento de mecanismo, Blanden et al. (2016) documentan una brecha marcada 
en cualificaciones del personal entre provisión pública y privada durante el periodo de expansión: 
solo el 10–20% del personal en guarderías y grupos de juego privados contaba con una calificación 
de nivel universitario, frente a cobertura casi universal en el sector público. En análisis comple-
mentarios, muestran que la presencia de personal con mayor cualificación se asocia positivamente 
con mejores resultados a los 5 años, lo que refuerza la lectura de que la calidad del proveedor 
que absorbe la expansión condiciona el retorno en desarrollo infantil.

Llama la atención que los efectos no sean mayores para niños de familias de menor nivel so-
cioeconómico, pese a que son quienes más aumentaron su participación en cuidado formal. El 
análisis de subgrupos no encuentra diferencias estadísticamente significativas por ingreso familiar, 
tenencia de vivienda ni clase social. La excepción parcial son los niños con inglés como idioma 
adicional en el hogar, para quienes los efectos en lectoescritura y desarrollo social a los 5 años 
son entre dos y cuatro veces mayores y estadísticamente significativos al 10%. Los propios autores 
atribuyen la ausencia de gradiente socioeconómico a un mecanismo específico: los proveedores 
privados que atendían a los niños más pobres eran precisamente los de menor calidad (con menor 
proporción de personal calificado y peores interacciones adulto-niño) lo que habría neutralizado 
la ventaja esperada de pasar de cuidado informal a formal (Blanden et al., 2016). Este hallazgo 
tiene una implicancia directa para el diseño: expandir cupos vía sector privado sin mecanismos 
de calidad diferenciados por segmento puede reproducir o incluso ampliar brechas de desarrollo, 
en lugar de cerrarlas.

Un hallazgo adicional relevante es que la política no generó efectos detectables sobre el empleo 
materno. A pesar de que aumentar la participación laboral femenina era uno de los objetivos 
declarados del programa, los coeficientes estimados sobre participación laboral, empleo, horas 
trabajadas y modalidad de empleo son pequeños y estadísticamente no significativos (Blanden 
et al., 2016). Este resultado es consistente con el bajo nivel de adicionalidad documentado: en un 
contexto donde la mayoría de las familias ya usaba cuidado formal, el programa operó principal-
mente como una transferencia de ingresos más que como una expansión real del acceso, lo que 
limita su capacidad de desbloquear empleo materno nuevo.

Por lo tanto, si el Estado compra cupos para expandir acceso y espera retornos en desarrollo 
infantil, el instrumento debería venir acompañado por mecanismos explícitos de calidad (requi-
sitos de cualificación del personal, estándares observables de proceso, incentivos de mejora y 
monitoreo). De lo contrario, la evidencia sugiere un riesgo doble: (i) que el programa financie 
acceso con baja adicionalidad, y (ii) que la expansión ocurra en proveedores que no ofrecen una 
mejora suficiente de calidad respecto al cuidado contrafactual, generando impactos pequeños y 
transitorios (Blanden et al., 2016; Dorn, 2020).
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Tabla 8. Resumen de evidencia: compra de servicios y cupos

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Expansión de oferta y 
participación privada

Expansión masiva. 
La red conveniada 
puede convertirse en 
el canal principal de 
crecimiento del sistema

Descriptiva (datos 
administrativos de sistema)

São Paulo: red conveniada +227% 
matrícula (2007–2014); 80% de la 
matrícula total en creches en 2020; 
93% del aumento de establecimientos 
corresponde a convenios (do 
Nascimento et al., 2022).

Adicionalidad vs. 
sustitución (crowd-out)

Solo una fracción del 
aumento de cupos 
financiados se traduce 
en participación efectiva 
adicional; el resto 
puede sustituir gasto 
privado preexistente

Cuasi-experimental 
(implementación escalonada 
de política en Inglaterra)

Inglaterra: cobertura inicial de 37% en 
1999. Por cada 10 cupos financiados, 
aproximadamente 2,7 se tradujeron 
en participación genuinamente nueva; 
el resto correspondió a sustitución 
de gasto privado preexistente. 
Entre zonas con adicionalidad real 
y zonas dominadas por crowd-out, 
la diferencia en cobertura efectiva 
fue de aproximadamente 15 puntos 
porcentuales (Blanden et al., 2016).

Estabilidad financiera 
del proveedor

El pago por cupo 
garantizado mejora la 
estabilidad del proveedor 
y la retención de 
personal; a diferencia 
del voucher, elimina 
copagos para familias y 
extiende elegibilidad

Mixta (encuesta + cualitativa)

Pennsylvania ITCS: sin copagos para 
familias + elegibilidad hasta 36 meses 
(vs. copagos + redeterminación anual). 
80% de directores reporta mejora 
en estabilidad financiera; 67% en 
retención de personal; 86% realizó 
inversiones antes postergadas. Escaló 
de 670 a 929 cupos (Dorn, 2020).

Condiciones laborales

El menor costo unitario 
del servicio conveniado 
se apoya parcialmente en 
arreglos laborales distintos 
a los de la provisión directa

Descriptiva (datos 
administrativos)

São Paulo: costo mensual por niño 
R$ 505–606,83 en conveniada vs. R$ 
1.086,79 en directa (46,5%–55,8% del 
costo directo). Piso salarial docente: 
R$ 1.846/40hs vs. R$ 3.000/30hs 
(54% menos por hora). Jornadas más 
extensas, régimen privado, mayor carga 
por docente (do Nascimento y Silva, 
2015; do Nascimento et al., 2022).

Resultados en 
desarrollo infantil

 Efectos pequeños a 
corto plazo y nulos a 
mediano plazo en el caso 
analizado; los impactos 
dependen de adicionalidad 
efectiva, intensidad y 
calidad del proveedor.

Cuasi-experimental 
(implementación escalonada 
en Inglaterra)

Inglaterra: ~2% SD a los 5 años en 
zonas con adicionalidad genuina; 
~0 SD en zonas con crowd-out; 
fade-out completo a los 11 años. 
Efectos condicionados por baja 
intensidad del servicio y menor calidad 
promedio de proveedores privados 
participantes (Blanden et al., 2016).
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Tensiones y riesgos

Expansión rápida y adicionalidad real. El instrumento puede aumentar significativamente el nú-
mero de cupos financiados sin generar un aumento equivalente en la participación efectiva si los 
mecanismos de asignación y focalización son débiles. La diferencia entre expansión de cupos y 
adicionalidad real es un resultado que debe ser monitoreado activamente, no supuesto (Blanden 
et al., 2016). Además, aun cuando exista adicionalidad, el efecto sobre desarrollo infantil depende 
de la calidad del servicio que absorbe esa nueva demanda.

Ahorro fiscal y condiciones laborales. El menor costo per cápita de los convenios respecto de 
la provisión directa descansa en parte en arreglos laborales distintos (jornadas más extensas, ré-
gimen privado, mayor carga por docente). Esta tensión distributiva no desaparece con el diseño 
financiero del instrumento: es consustancial a la externalización de la operación a proveedores 
con estructuras de costos diferentes a las del Estado (do Nascimento y Silva, 2015; do Nascimento 
et al., 2022).

Escala, velocidad y diversidad de proveedores. Las tarifas decrecientes por escala y el finan-
ciamiento complementario (alquiler, mantenimiento) favorecen a operadores con mayor tamaño 
y capacidad administrativa. La expansión rápida puede concentrarse en grandes operadores y 
dificultar la entrada y sostenimiento de proveedores pequeños, reduciendo la diversidad del sis-
tema (do Nascimento y Silva, 2015; do Nascimento et al., 2022).

Estabilidad del proveedor y costo fiscal. El pago por cupo garantizado, con tarifas alineadas al 
mercado, mejora sustancialmente la estabilidad del proveedor y las condiciones para sostener 
calidad, pero implica un costo fiscal mayor por niño atendido. Esta tensión no tiene solución neutra: 
cada punto del continuo entre pago per cápita bajo y cupo garantizado al mercado distribuye de 
manera distinta el riesgo entre el Estado y el proveedor (Dorn, 2020).

Expansión de oferta y capacidad estatal de gobernanza. La compra de cupos a múltiples pro-
veedores no reduce la carga estatal, sino que la desplaza hacia la contratación, el seguimiento y 
el control. La mayor complejidad contractual documentada en São Paulo (alquileres, reparaciones, 
múltiples convenios, supervisión territorial) ilustra que el instrumento requiere capacidades institu-
cionales robustas para funcionar correctamente. En ausencia de esas capacidades, el crecimiento 
de la red conveniada puede generar expansión de cobertura formal con heterogeneidad de calidad 
difícil de monitorear (do Nascimento et al., 2022; Santiago et al., 2017).
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Síntesis

La compra de cupos a proveedores privados es un instrumento eficaz para expandir rápidamente 
la oferta de servicios de cuidado infantil cuando existe una base previa de proveedores o cuando 
la señal de demanda asegurada es suficiente para inducir entrada. En los casos mejor documen-
tados, el instrumento explica una proporción dominante del crecimiento del sistema y opera como 
componente estructural de la provisión pública, no como mecanismo marginal. Sin embargo, la 
expansión de cupos financiados no garantiza adicionalidad equivalente en participación efectiva, 
y los efectos sobre resultados finales de los niños son pequeños a corto plazo y se desvanecen a 
mediano plazo. La efectividad del instrumento depende de manera crítica del diseño de la unidad 
de compra, el nivel y la estructura de la tarifa, los mecanismos de asignación y focalización, y la 
capacidad estatal de supervisión. También depende de que los contratos incorporen requisitos, 
incentivos y apoyos para sostener calidad, especialmente cuando la expansión se concentra en 
proveedores que atienden a hogares vulnerables. Un sistema que crece masivamente vía con-
venios privados sin estos elementos puede expandir cobertura formal con alta heterogeneidad 
de calidad, tensiones laborales no explicitadas y adicionalidad real inferior a la que sugieren las 
estadísticas de matrícula.

Recuadro 8 — Asociaciones público-privadas (APP)  
en infraestructura y operación de centros de cuidado infantil  

Las asociaciones público-privadas (APP) son contratos de largo plazo mediante los cuales el 
sector privado puede asumir funciones vinculadas al financiamiento, diseño, construcción, man-
tenimiento y/u operación de infraestructura pública. En el caso de centros de cuidado infantil, su 
relevancia potencial no está principalmente en la provisión pedagógica del servicio, sino en la 
posibilidad de acelerar la disponibilidad de infraestructura adecuada y asegurar su mantenimiento 
durante el período contractual.

En términos operativos, pueden distinguirse tres modalidades. La primera corresponde a con-
tratos centrados en la construcción de centros. La segunda incorpora construcción y mante-
nimiento, trasladando al privado la responsabilidad de conservar la infraestructura durante el 
ciclo de vida del contrato. La tercera agrega construcción, mantenimiento y operación, donde 
el privado también gestiona servicios asociados al funcionamiento del centro. En esta última 
categoría, es importante distinguir entre operación de servicios no pedagógicos —limpieza, 
alimentación, seguridad, lavandería, mantenimiento o administración— y provisión directa del 
servicio educativo o de cuidado. Esta distinción es central: delegar la gestión del edificio y servi-
cios de apoyo no equivale a delegar las interacciones pedagógicas y de cuidado que determinan 
la calidad del servicio (UNICEF 2018; Ma et al. 2023).
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Un ejemplo relevante en América Latina es la APP de escuelas municipales de Belo Horizonte, 
Brasil. El municipio implementó un contrato de 20 años para diseñar, construir, equipar, mantener 
y gestionar administrativamente una red de escuelas de educación infantil y básica. El contrato 
incluyó indicadores de desempeño, garantías y penalidades. Un rasgo clave del diseño fue que 
los servicios pedagógicos no fueron concesionados: permanecieron bajo responsabilidad muni-
cipal, mientras que el socio privado asumió construcción, mantenimiento y gestión administrativa 
(Yitani et al. 2019; UNICEF 2018). La evidencia disponible documenta cumplimiento de plazos de 
construcción, ausencia de sobrecostos y posterior ampliación del contrato, aunque no permite 
estimar efectos causales sobre desarrollo infantil, aprendizajes o calidad pedagógica (Yitani et 
al., 2019).

La diferencia principal respecto de la contratación tradicional es que la APP puede integrar cons-
trucción, operación y mantenimiento en un mismo contrato de largo plazo. En estos esquemas, 
el sector privado no solo diseña y construye la infraestructura, sino que también puede quedar 
a cargo de su operación y mantenimiento durante el período contractual, con pagos vinculados 
a estándares de disponibilidad y desempeño (UNICEF, 2018). La lógica económica es alinear 
incentivos entre etapas: cuando la calidad del diseño y la construcción reduce costos futuros de 
operación o mantenimiento, integrar esas fases puede inducir mayores inversiones de calidad 
desde el inicio (Ma et al., 2023). En el caso de centros de primera infancia, esta lógica resulta 
especialmente relevante si el diseño físico del espacio facilita la operación cotidiana y reduce 
necesidades posteriores de adecuación o mantenimiento.

Esta ventaja potencial es especialmente relevante en contextos donde el mantenimiento de 
infraestructura pública tiende a ser subfinanciado, fragmentado o postergado. Sin embargo, 
también implica costos y riesgos. La evidencia comparada sobre APP en infraestructura social 
muestra resultados heterogéneos y dependientes del diseño institucional: viabilidad financiera, 
asignación de riesgos, calidad del contrato, indicadores verificables y capacidad estatal de su-
pervisión son determinantes para su desempeño (Ma et al., 2023). La evidencia sobre alianzas 
público-privadas en servicios humanos también advierte que, cuando el desempeño es difícil 
de medir y monitorear, la falta de capacidades de gestión contractual puede limitar mejoras de 
resultados y elevar costos (Alonso y Andrews, 2022). En sectores sociales, además, la infraes-
tructura es una condición necesaria pero no suficiente: la calidad del cuidado depende también 
del personal, las interacciones, la supervisión y el financiamiento operativo.

La pertinencia de las APP depende también de la estabilidad esperada de la demanda. La literatu-
ra sobre infraestructura social advierte que estos contratos involucran concesiones largas, pagos 
públicos recurrentes y riesgos asociados a cambios en la demanda, por lo que la factibilidad 
económica debe evaluarse considerando tanto la etapa de construcción como la de operación 
a lo largo del ciclo de vida del activo (Ma et al., 2023). En el caso específico del cuidado infantil, 
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esta advertencia es particularmente relevante en contextos de transición demográfica, caída de 
la natalidad o cambios territoriales en la demanda de servicios. En esos casos, un contrato de 
largo plazo puede generar rigideces si el Estado queda comprometido a sostener infraestruc-
tura que luego se utiliza por debajo de su capacidad. Por ello, antes de recurrir a una APP, el 
diagnóstico territorial de demanda, la comparación con alternativas de reacondicionamiento de 
infraestructura existente y la posibilidad de usos alternativos del activo deberían formar parte 
del análisis de factibilidad.

En síntesis, las APP pueden ser una herramienta complementaria cuando el cuello de botella 
principal es la disponibilidad, construcción o mantenimiento de infraestructura de cuidado in-
fantil. Son menos pertinentes cuando el problema central es calidad pedagógica, formación del 
personal, acceso efectivo de hogares vulnerables o financiamiento operativo. Su contribución 
depende de que el contrato delimite con claridad qué funciones se delegan, qué funciones 
retiene el Estado, cómo se medirá el desempeño y qué flexibilidad existe para adaptar el activo 
ante cambios de demanda.

Referencias: UNICEF (2018); Ma et al. (2023); Alonso y Andrews (2022); Yitani et al. (2019)

4.4 �Dimensión 4: Información y  
reducción de fricciones

La cuarta dimensión agrupa instrumentos que no actúan directamente sobre precios, oferta ni re-
gulación, sino sobre las barreras que impiden que familias elegibles conviertan su demanda latente 
en uso efectivo de servicios de cuidado infantil. Esta distinción importa porque expandir la oferta o 
reducir el precio no garantiza que la demanda se materialice: incluso con cupos disponibles y sub-
sidios accesibles, una parte del no-uso persiste por razones no económicas. La evidencia muestra 
que las barreras incluyen la desconfianza en los servicios formales, normas culturales sobre quién 
debe cuidar a los niños, y diferencias en la capacidad de las familias para navegar sistemas admi-
nistrativos complejos, barreras que afectan con mayor intensidad a los hogares con menor capital 
educativo y socioeconómico (Carbuccia et al., 2025; Rousseau et al., 2025; Wolf et al., 2020).

La dimensión se organiza en una subpolítica central y un recuadro de contexto. El acompañamiento 
y la reducción de carga administrativa es el instrumento con evidencia experimental más sólida: 
actúa sobre las fricciones del proceso de acceso apoyando a las familias a navegar el sistema o 
rediseñando el sistema para eliminar esas fricciones desde su arquitectura. El Recuadro 9 recoge 
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la evidencia sobre campañas de información: el único RCT disponible muestra efectos nulos en 
promedio y marginales en hogares vulnerables, lo que ilustra los límites de la información aislada 
como palanca de política.

Una consideración de alcance es relevante para esta sección: la evidencia disponible evalúa prin-
cipalmente el acceso y el uso del sistema sin diferenciar sistemáticamente por tipo de proveedor. 
Los efectos sobre la participación privada son por tanto indirectos y contextuales: operan a través 
del aumento de la demanda efectiva en sistemas donde existen cupos privados disponibles, no 
como mecanismos de activación directa de la oferta.

Recuadro 9 — Campañas de información  

Las campañas de información buscan reducir brechas de conocimiento que impiden que fa-
milias elegibles accedan a servicios de cuidado o a los programas de subsidio diseñados para 
financiarlos. El supuesto central, que parte del no-uso refleja desinformación sobre elegibilidad 
u opciones disponibles, tiene respaldo descriptivo pero escasa verificación causal. En Estados 
Unidos, solo entre el 15% y el 20% de los niños elegibles para el CCDF accede efectivamente 
al programa, y parte de ese déficit se atribuye al desconocimiento (Schulman y Camhi, 2019;   
SCCOE, 2022). Sin embargo, el único RCT disponible, realizado en Toronto con 682 participantes 
mediante un experimento de elección simulada, muestra que proveer información regulatoria 
explícita sobre qué significa que un centro esté licenciado no genera cambios estadísticamente 
significativos en las preferencias promedio: el costo sigue siendo el determinante dominante. 
En un subgrupo vulnerable (123 hogares de bajo ingreso y baja educación) sí se observa un 
efecto: la preferencia por el cuidado domiciliario habilitado cae 12 puntos porcentuales (p = 
0,006), aunque el desplazamiento hacia centros licenciados no alcanza significancia estadística 
(Burns et al., 2025). La lectura es consistente: la información puede reordenar percepciones en 
hogares vulnerables, pero no altera la arquitectura básica de la decisión ni desplaza el peso del 
precio. El instrumento es más prometedor como complemento de políticas de financiamiento o 
simplificación administrativa que como palanca autónoma.

Referencias: Burns et al. (2025); Carbuccia et al. (2025); Schulman y Camhi (2019); SCCOE (2022).
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4.4.1 Acompañamiento y reducción de carga administrativa

Qué busca el instrumento

Este instrumento busca convertir demanda latente en acceso efectivo a servicios de cuidado in-
fantil, actuando sobre las fricciones administrativas y los sesgos conductuales que impiden que 
familias elegibles completen el proceso de inscripción. A diferencia de las campañas de infor-
mación, que actúan sobre el conocimiento, esta política actúa en los puntos críticos del proceso 
donde se produce el abandono o la falla.

El instrumento agrupa dos lógicas distintas que comparten la misma cadena causal pero intervie-
nen en eslabones diferentes. El acompañamiento y los nudges son instrumentos conductuales 
y operacionales que apoyan a las familias a navegar procesos existentes mediante mensajes 
recordatorios, asistencia personalizada en el trámite de inscripción o soporte humano para com-
pletar documentación, sin rediseñar el sistema en sí. La reducción de carga administrativa es un 
instrumento estructural e institucional que rediseña el sistema para eliminar fricciones desde su 
arquitectura, a través de la simplificación de requisitos, la ventanilla única y la automatización. 
Ambos abordan el mismo problema (las cargas administrativas que amplifican desigualdad en el 
acceso), pero el primero mitiga las fricciones dentro de sistemas complejos, mientras el segundo 
busca eliminar esas fricciones del sistema mismo (Herd y Moynihan, 2019; Carbuccia et al., 2025).

Lógica causal

La cadena causal parte de reconocer que el no-uso de servicios de cuidado no siempre refleja 
preferencias o falta de recursos, sino cargas administrativas que operan como barreras (Gráfico 
9): los costos de aprendizaje (entender reglas y requisitos), los costos de cumplimiento (reunir 
documentos, completar formularios, asistir a oficinas) y los costos psicológicos (estrés, estigma, 
incertidumbre). Estas cargas amplifican las desigualdades socioeconómicas porque afectan des-
proporcionadamente a los hogares con menor capacidad administrativa (Herd y Moynihan, 2019).

Los instrumentos de esta dimensión actúan reduciendo estas cargas en puntos críticos del pro-
ceso: navegación posterior a la postulación (el momento de mayor abandono), la finalización de 
pasos pendientes y la verificación de elegibilidad. Si la barrera que bloquea el acceso es efec-
tivamente administrativa o cognitiva, y si existen cupos disponibles para absorber la demanda 
activada, la reducción de fricciones puede traducirse en mayor enrolamiento efectivo. El último 
eslabón, la conversión del enrolamiento en uso sostenido, tiene evidencia más limitada. Cuando 
la barrera es estructural (escasez de cupos, restricciones de elegibilidad) o cultural (normas de 
género, desconfianza), el instrumento no resuelve el problema por sí solo (Carbuccia et al., 2025).
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Gráfico 9. Lógica causal - Reducción de fricciones de demanda
Intervenciones que reducen barreras administrativas y cognitivas → convierten demanda latente en uso efectivo

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales
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Aspectos de diseño que importan

Intensidad del acompañamiento: los mensajes unidireccionales (recordatorios automáticos vía 
SMS o app) tienen bajo costo marginal y alta escalabilidad, pero capacidad limitada para resolver 
fricciones complejas. El acompañamiento bidireccional (mensajes personalizados con posibilidad 
de respuesta, gestionados por personal entrenado) puede destrabar cuellos de botella especí-
ficos de navegación e incertidumbre, pero requiere back-office organizado y tiene mayor costo 
operativo. La diferencia entre ambas opciones no es solo tecnológica sino institucional: el acom-
pañamiento bidireccional traslada parte de la carga desde la familia hacia el Estado (Weixler et 
al., 2019; Weixler et al., 2020).

Palancas de la reducción de carga administrativa: la simplificación de requisitos y la eliminación 
de documentación redundante reducen los costos de aprendizaje y cumplimiento. La ventanilla 
única y los formularios unificados reducen las fricciones derivadas de la fragmentación institu-
cional. La automatización y el uso de datos administrativos existentes (pre-llenado de formularios, 
verificación automática de elegibilidad) eliminan pasos manuales y reducen errores humanos. 
Cada palanca requiere condiciones institucionales distintas: la automatización exige interopera-
bilidad de bases de datos y marcos legales de protección de datos; la ventanilla única requiere 
coordinación interagencial y gobernanza del sistema central (Herd y Moynihan, 2019).

Etapa de la intervención: la evidencia muestra que el momento de mayor abandono es la etapa 
posterior a la postulación, antes de la verificación de elegibilidad, donde dominan las fricciones 
de navegación y los costos psicológicos. El acompañamiento es más efectivo en ese momento 
que durante el uso sostenido del servicio, donde las restricciones suelen ser estructurales y no 
conductuales (Weixler et al., 2019; Copeland et al., 2025).
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La regla práctica que se desprende de la evidencia es que la efectividad de esta dimensión 
depende de identificar correctamente la barrera que bloquea el acceso. Si el cuello es la com-
plejidad del trámite, los errores y la incertidumbre sobre requisitos, la prioridad debe ser el acom-
pañamiento bidireccional con soporte humano o híbrido. Si el cuello es la baja saliencia u olvido, 
los nudges livianos pueden ser útiles, aunque con expectativas realistas sobre su alcance. Si el 
cuello es la escasez de cupos, las reglas de asignación o la disponibilidad territorial, las políticas 
de información pueden convertir elegibilidad en acceso efectivo, pero deben complementarse 
con instrumentos de oferta (dimensión 3) o de financiamiento (dimensión 2). La información ais-
lada rara vez destraba cargas complejas; la combinación de información con soporte activo es el 
paquete con mayor respaldo empírico (Herd y Moynihan, 2019; Weixler et al., 2020; Bloomfield et 
al., 2025; Carbuccia et al., 2025).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre reducción de fricciones y acompañamiento cuenta con el perfil metodológico 
más reciente y con mayor presencia de diseños experimentales de toda la revisión. Los hallaz-
gos de esta literatura son heterogéneos en base al diseño de la intervención. La tabla 9 resume 
los hallazgos.

Finalización del proceso administrativo (completion). La evidencia experimental más sólida pro-
viene de Nueva Orleans, donde un RCT con aproximadamente 1.200 familias de bajos ingresos 
que habían aplicado a programas de educación inicial (pre-K y Head Start) evaluó el efecto del 
acompañamiento bidireccional vía SMS sobre la finalización de pasos administrativos pendientes. 
El grupo de control completó la verificación en un 59,5% de los casos; el grupo de tratamiento, en 
un 66,9%-67,2%. El efecto del acompañamiento es de 7-8 puntos porcentuales en la probabilidad 
de completar el proceso (Weixler et al., 2019; Weixler et al., 2020).

Enrolamiento efectivo. En el mismo estudio, para el subgrupo de familias que habían aplicado 
exclusivamente a pre-K pública, el acompañamiento bidireccional aumentó el enrolamiento final 
del 62% (control) al 72% (tratamiento): un efecto de 10 puntos porcentuales. Este efecto aparece 
con el acompañamiento personalizado; los mensajes genéricos no muestran el mismo patrón. La 
evidencia es consistente con la conclusión de la revisión sistemática de Carbuccia et al. (2025): 
la información aislada tiene efectos limitados, mientras que el soporte personalizado para resolver 
fricciones sí puede aumentar el enrolamiento (Weixler et al., 2020).

Uso y continuidad (asistencia). Un RCT en Uruguay evaluó el efecto de nudges unidireccionales 
vía app educativa (mensajes recordatorios) sobre la asistencia a servicios de educación inicial 
pública en una muestra de aproximadamente 4.000 niños ya enrolados. La tasa de asistencia 
de base era del 80%. El efecto promedio sobre días asistidos y sobre la tasa de asistencia no es 
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estadísticamente significativo. El instrumento no modifica el promedio de asistencia cuando el 
ausentismo responde a restricciones estructurales (transporte, salud, trabajo) más que a olvido o 
falta de planificación (Mateo-Berganza Díaz et al., 2020; Ajzenman et al., 2022).

Acceso agregado a programas de primera infancia. Un RCT en Uruguay evaluó el efecto de un 
acompañamiento remoto intensivo y multicanal (teléfono y mensajería) sobre un índice compuesto 
de acceso a programas y beneficios de primera infancia, incluyendo enrolamiento en servicios 
de cuidado. El grupo de control tenía una media estandarizada de 0,00 en el índice de acceso. 
El tratamiento produjo un efecto de +0,30 desviaciones estándar en el índice agregado, magni-
tud moderada-alta para una intervención no monetaria. El efecto refleja una mayor utilización de 
beneficios existentes para los que el hogar ya era elegible, no creación de nuevos programas. El 
estudio no identifica el efecto causal separado sobre el enrolamiento específico en servicios de 
cuidado infantil (Bloomfield et al., 2025).

Equidad y reducción de brechas socioeconómicas. El estudio más relevante sobre reducción de 
carga administrativa es un RCT en Alemania que evaluó el efecto de la simplificación del proceso 
de acceso a guarderías sobre postulación y enrolamiento, con análisis explícito por nivel socioe-
conómico. En el grupo de control, la tasa de postulación era 85,7% para hogares de alto nivel 
socioeconómico y 63,9% para hogares de bajo nivel: una brecha de 21,8 puntos porcentuales. 
La simplificación administrativa no modificó la tasa de los hogares de alto nivel (efecto estadís-
ticamente nulo), pero aumentó la tasa de los hogares de bajo nivel en 21,3 puntos porcentuales, 
cerrando prácticamente toda la brecha. En enrolamiento efectivo, la brecha de base era de 28,1 
puntos porcentuales (49,7% vs 21,6%); la intervención redujo esa brecha en más del 50% mediante 
un aumento de 15,9 puntos porcentuales en el grupo de bajo nivel, con efecto nulo en el de alto 
nivel (Hermes et al., 2025).
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Tabla 9. Resumen de evidencia: acompañamiento y reducción de carga administrativa

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Finalización del 
proceso administrativo

El acompañamiento 
bidireccional aumenta 
la probabilidad de 
completar pasos 
pendientes en 7-8 pp

Causal (RCT)

Nueva Orleans: control 59,5% 
vs tratamiento 66,9-67,2% en 
verificación. Muestra ~1.200 familias 
de bajos ingresos (Weixler et al., 
2019; Weixler et al., 2020).

Enrolamiento efectivo

El acompañamiento 
personalizado aumenta 
el enrolamiento en 10 pp; 
mensajes genéricos no 
muestran el mismo efecto

Causal (RCT)
Nueva Orleans (subgrupo pre-K): 
control 62% vs tratamiento 72% en 
enrolamiento (Weixler et al., 2020).

Acceso agregado 
a programas de 
primera infancia

El acompañamiento 
intensivo y multicanal 
mejora sustantivamente 
el acceso efectivo a 
programas para los que 
el hogar ya es elegible

Causal (RCT)

Uruguay: efecto de +0,30 SD en índice 
compuesto de acceso. Magnitud 
moderada-alta para una intervención 
no monetaria (Bloomfield et al., 2025).

Asistencia 
y continuidad

Nudges unidireccionales 
no generan efectos 
significativos cuando el 
ausentismo responde a 
restricciones estructurales

Causal (RCT)

Uruguay: efecto nulo en días asistidos 
y tasa de asistencia (línea de base: 
80%) con mensajes recordatorios 
unidireccionales. Muestra ~4.000 
niños (Mateo-Berganza et al., 
2020; Ajzenman et al., 2022).

Equidad en postulación 
y enrolamiento 

La simplificación 
administrativa cierra la 
brecha socioeconómica 
en postulación casi 
por completo y reduce 
a la mitad la brecha 
en enrolamiento, sin 
modificar el promedio 
del grupo de alto nivel

Causal (RCT)

Alemania: brecha NSE en postulación 
de 21,8 pp en la línea de base, cerrada 
casi por completo (+21,3 pp en bajo 
NSE, ≈0 en alto NSE). Brecha en 
enrolamiento reducida del 28,1 pp al 
~12 pp (+15,9 pp en bajo NSE, ≈0 en 
alto NSE) (Hermes et al., 2025).

Tensiones y riesgos

Alcance frente a intensidad. Las intervenciones unidireccionales (SMS, app) son escalables y 
de bajo costo marginal, pero tienen capacidad limitada para resolver fricciones complejas. Los 
efectos significativos aparecen con acompañamiento personalizado, que es más costoso y difícil 
de escalar porque depende de capacidad operativa sostenida (personal entrenado, protocolos 
de respuesta, back-office organizado). En Uruguay, los nudges unidireccionales no modifican la 
asistencia; en Nueva Orleans, los efectos son del acompañamiento bidireccional, no de los men-
sajes genéricos (Weixler et al., 2020; Ajzenman et al., 2022).
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Redistribución frente a expansión agregada. Cuando la oferta de cupos es fija, la reducción de 
fricciones tiende a reordenar quién accede más que a expandir la cobertura total del sistema. El re-
sultado es equitativo en composición (más hogares de bajo nivel socioeconómico acceden) pero no 
agrega cobertura neta si los cupos se llenan con familias que antes no accedían en lugar de ampliar 
el total. En Francia, intervenciones de soporte personalizado aumentaron las aplicaciones y redu-
jeron brechas, pero el acceso promedio no subió cuando la oferta era fija (Carbuccia et al., 2026).

Costos fijos y tiempos de implementación. La simplificación administrativa implica altos costos 
fijos iniciales (rediseño de procesos, interoperabilidad de datos, coordinación interagencial) y ho-
rizontes de implementación más largos que el acompañamiento. Es un instrumento estructural de 
corrección de inequidades, no de expansión rápida (Herd y Moynihan, 2019; Liss y Gilliland, 2024).

Sobrecarga del sistema ante mayor demanda. Reducir las fricciones externas puede generar 
cuellos de botella internos: más familias que completan el proceso de postulación implican ma-
yor volumen de verificaciones, mayor demanda sobre los equipos de procesamiento y eventual 
presión sobre los cupos disponibles. El instrumento puede crear nueva demanda sin que la oferta 
esté en condiciones de absorberla (Liss y Gilliland, 2024; Copeland et al., 2025).

Síntesis

Esta dimensión tiene evidencia experimental robusta y reciente de que puede aumentar el en-
rolamiento efectivo en servicios de cuidado cuando la barrera principal es administrativa o cog-
nitiva. Los efectos se concentran en el acceso inicial (finalización de la gestión, enrolamiento) y 
son mayores cuando el acompañamiento es personalizado y bidireccional que cuando se trata 
de mensajes genéricos. El impacto redistributivo de la simplificación administrativa es notable: 
puede cerrar brechas socioeconómicas sustantivas sin requerir transferencias monetarias. Sin 
embargo, el instrumento no expande la oferta, no crea cupos y opera principalmente redistri-
buyendo el acceso dentro de la capacidad existente. Su contribución al sistema de cuidado es 
complementaria: no reemplaza los instrumentos de financiamiento ni de provisión, pero puede 
aumentar significativamente la efectividad de un sistema que ya tiene oferta disponible pero deja 
elegibles fuera por fricciones evitables.

4.5 Dimensión 5: Calidad de servicio
La quinta dimensión agrupa los instrumentos que buscan asegurar y mejorar la calidad de los 
servicios de cuidado infantil. En esta nota, la calidad se entiende como un concepto multidimen-
sional. Incluye, por un lado, dimensiones estructurales (infraestructura, seguridad, ratios, tamaño 
de grupo, credenciales del personal, condiciones laborales y condiciones básicas de operación) 
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y, por otro, dimensiones de proceso vinculadas con la experiencia cotidiana de los niños: la ca-
lidad de las interacciones adulto-niño, la sensibilidad del personal, la organización del ambiente, 
las prácticas de cuidado, interacción y aprendizaje, y la estabilidad de los vínculos de cuidado. 
Ambas dimensiones son relevantes, pero operan por mecanismos distintos: la calidad estructural 
establece condiciones mínimas de seguridad y funcionamiento, mientras que la calidad de proceso 
es el canal más directamente asociado con la experiencia del niño y con su desarrollo cognitivo, 
socioemocional y de lenguaje.

Esta distinción es importante para interpretar la evidencia revisada y para articular esta dimensión 
con el resto de la nota. Las dimensiones anteriores analizan instrumentos que inciden principal-
mente sobre la cantidad de oferta, el acceso de las familias o la participación de proveedores 
privados en el sistema. Los instrumentos de calidad, en cambio, actúan sobre las características 
de lo que se provee. Por eso, la calidad no se trata aquí como una dimensión separada de la 
cobertura, sino como una condición transversal para evaluar cualquier estrategia de expansión 
de la participación privada. La expansión de cupos, proveedores o matrícula solo contribuye ple-
namente a objetivos públicos cuando los servicios financiados, contratados o regulados ofrecen 
condiciones adecuadas de seguridad, estabilidad y calidad.

La dimensión se organiza en tres subdimensiones. La supervisión e inspección buscan asegurar 
el cumplimiento de estándares mínimos y generar incentivos a la mejora mediante rendición de 
cuentas a nivel regulatorio y reputacional. Los sistemas de calificación y mejora continua, como 
los QRIS en Estados Unidos, buscan hacer visible la calidad para familias y formuladores de po-
lítica, e inducir trayectorias de mejora mediante calificaciones, acreditaciones, apoyos técnicos 
e incentivos graduales. La formación en servicio busca cambiar directamente las prácticas del 
personal mediante capacitación y acompañamiento pedagógico.

Para los tres instrumentos, la evidencia se concentra en mejoras de calidad y, en menor medida, 
en condiciones de sostenibilidad operativa de proveedores privados. En cambio, los efectos di-
rectos sobre variables de mercado (entrada y salida de proveedores, precios, composición de la 
oferta o demanda de las familias) están menos estudiados y son menos concluyentes que en las 
dimensiones anteriores. Esto implica que los instrumentos de calidad deben leerse principalmente 
como condiciones habilitantes de una expansión deseable de la participación privada, más que 
como mecanismos autónomos de expansión de oferta.



82

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

4.5.1 Supervisión e inspección

Qué busca el instrumento

La supervisión e inspección de servicios de cuidado infantil busca asegurar el cumplimiento de 
estándares mínimos de calidad y seguridad, inducir correcciones ante incumplimientos y, mediante 
la publicación de resultados, activar un canal reputacional que genere incentivos adicionales a 
la mejora. Desde la perspectiva de la participación privada, el instrumento es relevante en dos 
sentidos: condiciona la permanencia de los proveedores en el mercado formal, y afecta los costos 
operativos de cumplimiento de manera diferenciada según el tipo y tamaño del proveedor.

La literatura distingue dos canales de acción principales. El canal regulatorio opera a través de 
la inspección, la detección de no conformidades y las acciones correctivas con consecuencias 
concretas. El canal reputacional opera a través de la publicación de resultados de inspección, 
que puede inducir mejoras de calidad mediante la presión de la demanda o la disciplina interna 
del proveedor (OECD, 2015).

Lógica causal

La cadena causal del instrumento comienza con la inspección: el regulador detecta no conformida-
des respecto de estándares establecidos (Gráfico 10). Si el régimen tiene consecuencias creíbles 
(acciones correctivas obligatorias, sanciones, riesgo de cierre), el proveedor tiene incentivos a 
corregir. Si los resultados se publican, se activa un canal reputacional adicional que puede indu-
cir mejoras sin necesidad de sanción directa. La cadena puede romperse en varios puntos: si el 
enforcement es débil, los incentivos son insuficientes; si la publicación no genera reacción de la 
demanda, el canal reputacional pierde fuerza; si los costos de cumplimiento son prohibitivos para 
ciertos proveedores, el resultado puede ser salida del mercado más que mejora.

Gráfico 10. Lógica causal - Supervisión e inspección
La inspección con enforcement creíble induce mejoras internas en proveedores y filtra a quienes no cumplen

Mejora en
calidad del sistema

Actor: Mercado

Proveedores de
baja calidad salen
o se corrigen

5

Reasignación
de familias

Actor: Familia

Familias usan
resultados para
elegir proveedor

4

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales

Ajuste interno
del proveedor

Actor: Proveedor

Mejora prácticas
ante presión
reputacional

Señal
reputacional

Actor: Mercado

Resultados visibles
crean incentivo

de imagen para mejorar

Inspección y
publicación

Actor: Estado

Visita, evalúa y
publica resultados
de los proveedores

1 2 3 6

Resultados finales

Empleo materno
Calidad aumenta
confianza
y uso sostenido
del servicio

Bienestar infantil
Mejor calidad de
cuidado impacta
desarrollo temprano



83

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Aspectos de diseño que importan

Qué se inspecciona: la regulación puede centrarse en estándares estructurales (infraestructura, 
ratios, credenciales) o en calidad de procesos (prácticas de cuidado, interacción y aprendizaje). 
Los estándares estructurales implican menores costos de cumplimiento y mayor homogeneidad 
entre proveedores, pero capturan solo parcialmente la calidad que experimentan los niños. Las 
inspecciones centradas en calidad de proceso tienen mayor potencial para orientar mejoras sus-
tantivas en las prácticas cotidianas, aunque requieren instrumentos de medición más exigentes 
y pueden elevar el costo relativo de cumplimiento para proveedores privados y conveniados que 
parten de niveles más bajos.  En Chile, la regulación estructural muestra baja variación entre 
proveedores, mientras que la calidad de procesos explica las principales diferencias observadas 
entre modalidades. Las evaluaciones basadas en procesos muestran niveles significativamente 
más bajos en proveedores privados/subvencionados que en públicos (Godoy et al., 2025; CEPI/
JUNJI, 2018; OECD, 2015; Navarro, 2021).

Consecuencias y credibilidad del enforcement: los regímenes de bajo impacto (recomenda-
ciones, planes de mejora voluntarios) favorecen la permanencia en el mercado y el aprendizaje 
gradual, pero generan incentivos débiles si no existe seguimiento. Los regímenes de alto impacto 
(acciones correctivas obligatorias, sanciones) inducen tasas más altas de corrección, pero elevan 
el riesgo de salida de proveedores con menor capacidad de ajuste. La credibilidad de las conse-
cuencias define si el instrumento incentiva mejora efectiva, cumplimiento formal mínimo o salida 
del mercado (Rouine et al., 2022; OECD, 2015).

Transparencia y canal reputacional: el uso interno de la información de inspección limita los in-
centivos al ámbito regulatorio y depende de la capacidad estatal de seguimiento. La publicación de 
resultados activa un canal adicional que puede inducir mejoras sin sanción directa. La efectividad 
de este canal reputacional depende de si las familias actúan reasignando matrícula, lo que la evi-
dencia sugiere que ocurre en menor medida de lo esperado (Witte y Queralt, 2004; OECD, 2015).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre supervisión e inspección combina distintos niveles de rigor y contextos. Para el 
canal de corrección de incumplimientos, la fuente más sólida es descriptiva: datos administrativos 
del régimen de inspección de Irlanda (Rouine et al., 2022) que documentan tasas de cumplimiento. 
Para el canal reputacional, la referencia más informativa es el estudio cuasi-experimental de Witte 
y Queralt (2004) en Broward County (Florida), que evalúa el efecto de la publicación online de 
resultados de inspección sobre la calidad promedio de los proveedores. Una advertencia general 
es central para esta subsección: los efectos documentados suponen capacidad de enforcement 
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creíble. En contextos con supervisión débil o irregular, predominantes en ALC, el instrumento pue-
de generar cumplimiento formal sin cambios reales en la calidad del servicio. La tabla 10 resume 
los principales hallazgos.

Corrección de incumplimientos. La evidencia más sólida sobre efecto del instrumento proviene 
de Irlanda, donde un régimen estatutario de inspección con acciones correctivas obligatorias 
identificó 4.686 no conformidades en 1.563 inspecciones. Sobre una muestra aleatoria de 500 
no conformidades de ese universo, ocho de cada diez servicios (83%) alcanzaron mejoras de-
mostrables al concluir el proceso de acciones correctivas, lo que sugiere una alta capacidad del 
instrumento para inducir cumplimiento efectivo cuando el enforcement es creíble. En América 
Latina, los sistemas de Uruguay y São Paulo utilizan enfoques principalmente formativos, orien-
tados a planes de mejora gradual sin cierre automático. Aunque la evidencia es descriptiva, la 
misma sugiere que la inspección puede inducir cambios de conducta; el riesgo de salida depende 
del nivel de coerción del régimen, no del instrumento per se (Rouine et al., 2022; Panizza, 2018; 
Sistema de Cuidados UY, 2019).

Efectos sobre calidad vía canal reputacional. La publicación de resultados de inspección me-
jora la calidad observada. La evidencia causal sobre el canal reputacional proviene de Broward 
County, Florida, donde la publicación online de resultados de inspecciones y quejas se asocia 
con una mejora del puntaje promedio de calidad de 2,82 puntos en la escala de evaluación de 0 
a 100 utilizada por la agencia administradora de subsidios, equivalente a aproximadamente media 
desviación estándar (½ SD). Esta mejora ocurre sin modificar los estándares, las sanciones ni la 
frecuencia de las inspecciones, lo que sugiere que el canal reputacional per se tiene capacidad 
de inducir ajustes internos en los proveedores. Significativamente, no se observa evidencia ro-
busta de que las familias reasignen matrícula hacia proveedores mejor evaluados. La evidencia 
también muestra que fallar una inspección aumenta la probabilidad de salida, pero la publicación 
de la información no genera cierres adicionales (Witte y Queralt, 2004).

Heterogeneidad por tipo de proveedor. En muchos casos, los proveedores privados y convenia-
dos parten sistemáticamente de niveles de calidad observados más bajos que la provisión pública 
directa. En Chile, las evaluaciones con las escalas ITERS-R y ECERS-R muestran que la modalidad 
VTF obtiene puntajes aproximadamente 0,7-0,8 puntos más bajos que la administración directa en 
escalas de 1 a 7, tanto en calidad estructural como en calidad de procesos. En Brasil, las creches 
conveniadas presentan condiciones de infraestructura y funcionamiento inferiores a las públicas, 
con contracción de la red conveniada entre 2007 y 2014 mientras crece la provisión municipal. En 
salas cuna chilenas, Godoy et al. (2025) identifican con CLASS-T una disociación entre calidad 
estructural y calidad de proceso: los ratios adulto-niño y los tamaños de grupo, fuertemente regu-
lados, no muestran diferencias entre perfiles de alta y baja calidad, mientras que las credenciales 
del personal sí se asocian a mejores puntajes de proceso (p = 0,01–0,07). Esto implica que regular 
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exclusivamente variables estructurales no garantiza calidad de interacción, y que las credenciales 
del personal son una variable de intervención más sensible que los ratios. Esto implica que un 
mismo régimen de supervisión no impacta de manera neutral a todos los proveedores: los costos 
de cumplir estándares de proceso son relativamente mayores para quienes parten de niveles más 
bajos (CEPI/JUNJI, 2018; Grama de Oliveira, 2016; Godoy et al., 2025).

Tabla 10. Resumen de evidencia: supervisión e inspección

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Corrección 
de incumplimientos

Un régimen con acciones 
correctivas obligatorias 
logra altas tasas de 
corrección cuando el 
enforcement es creíble

Descriptiva (datos administrativos de 
inspección)

Irlanda: 83% de los servicios 
inspeccionados logró mejoras 
demostrables (muestra de 500 no 
conformidades de universo de 1.563 
inspecciones) (Rouine et al., 2022).

Calidad observada vía 
canal reputacional

La publicación de 
resultados de inspección 
mejora calidad promedio 
sin modificar estándares ni 
sanciones

Cuasi-experimental

Broward County (Florida): +2,82 
puntos en escala 0-100 (½ SD) con 
publicación online. Sin reasignación 
de matrícula observable por parte de 
familias. Sin aumento de salida de 
proveedores (Witte y Queralt, 2004).

Heterogeneidad por 
tipo de proveedor

Proveedores privados y 
conveniados parten de 
niveles de calidad más 
bajos y enfrentan costos de 
cumplimiento relativamente 
mayores

Descriptiva comparativa (escalas 
estandarizadas)

Chile: brecha ITERS-R de ~0,8 
puntos y ECERS-R de ~0,7 puntos 
entre AD y VTF. Brasil: peores 
condiciones en creches conveniadas 
respecto de públicas (CEPI/JUNJI, 
2018; Grama de Oliveira, 2016).

Tensiones y riesgos

Mejora de calidad, costos de cumplimiento y recomposición del mercado. La supervisión con 
consecuencias creíbles puede mejorar la calidad promedio del sistema y proteger condiciones 
básicas de seguridad y funcionamiento. Sin embargo, si los estándares exigidos son uniformes y 
los costos de cumplimiento son relativamente más altos para proveedores que parten de menor 
base, el resultado puede ser salida de proveedores pequeños o privados con menor capacidad 
de ajuste, concentrando la oferta en operadores más grandes y mejor financiados. Este riesgo 
no implica reducir la ambición de calidad, sino combinar supervisión exigente con apoyo técnico 
diferenciado, trayectorias de mejora y financiamiento compatible con el cumplimiento de están-
dares (Godoy et al., 2025).

Canal reputacional débil del lado de la demanda. La evidencia de Broward County indica que 
la publicación de resultados de inspección mejora la calidad principalmente a través de ajustes 
internos de los proveedores, no a través de la reasignación de matrícula por parte de las familias. 
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Esto sugiere que el mecanismo de mercado que subyace al canal reputacional es más débil de 
lo que asumen muchos diseños de política, y que la transparencia tiene valor, aunque las familias 
no la usen activamente para elegir (Witte y Queralt, 2004).

Cobertura limitada del enforcement en contextos de alta informalidad. El instrumento solo ge-
nera los efectos documentados cuando la supervisión es efectiva y la consecuencia tiene credibi-
lidad. En contextos con baja capacidad estatal, el resultado es cumplimiento desigual: los provee-
dores formales más visibles cargan con el costo regulatorio mientras otros operan informalmente 
sin sanción, creando una ventaja competitiva para los que evaden.

Síntesis

La supervisión e inspección es un instrumento eficaz para asegurar el cumplimiento de estánda-
res mínimos cuando el enforcement es creíble, con tasas altas de corrección de incumplimientos 
documentadas. La publicación de resultados puede mejorar la calidad adicional a través de un 
canal reputacional que opera sobre los propios proveedores más que sobre las decisiones de las 
familias. El instrumento enfrenta un desafío central respecto de la participación privada: cómo 
elevar y hacer cumplir estándares de calidad sin inducir una recomposición regresiva de la oferta. 
Los estándares exigentes pueden generar las mejoras de calidad buscadas, pero sus costos de 
cumplimiento afectan desproporcionadamente a proveedores que parten de menor base si no se 
combinan con apoyo técnico diferenciado.

4.5.2 Sistemas de calificación y mejora continua

Qué busca el instrumento

Los sistemas de calificación y mejora continua (QRIS, Quality Rating and Improvement Systems, 
y modalidades equivalentes de acreditación voluntaria) buscan hacer visible la calidad de los 
servicios de cuidado para las familias y los formuladores de política, e inducir trayectorias de me-
jora gradual en los proveedores mediante la combinación de evaluación, clasificación y apoyos 
técnicos y financieros. A diferencia de la regulación mínima, estos instrumentos no definen solo 
condiciones de entrada, sino que buscan inducir mejoras graduales de calidad y hacer visible la 
calidad para distintos actores.

Desde la perspectiva de la participación privada, estos sistemas son relevantes porque introducen 
costos y beneficios asociados a participar y mantenerse en el sistema; pueden generar incentivos 
reputacionales, financieros y operativos para los proveedores privados, especialmente mediante 
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acceso diferenciado a subsidios; y buscan activar mecanismos de elección informada por parte 
de las familias.  Su efectividad, sin embargo, depende fuertemente del diseño del paquete de 
incentivos y de la calidad de la señal generada (Zellman y Perlman, 2008; Tout et al., 2011).

Lógica causal

La cadena causal del instrumento opera a través de cinco eslabones (Gráfico 11). Primero, los 
proveedores se inscriben voluntariamente (o con incentivos) en el sistema. Segundo, la evalua-
ción y la retroalimentación, combinadas con apoyos técnicos, inducen mejoras en prácticas e 
infraestructura. Tercero, el proveedor sube de nivel, lo que genera una señal de calidad visible. 
Cuarto, las familias usan esa señal en su elección, desplazando demanda hacia proveedores 
mejor calificados. Quinto, la mayor demanda hacia proveedores de calidad genera incentivos de 
mercado para la mejora y la entrada. La evidencia muestra que los eslabones intermedios (señal 
y uso por familias) son los más débiles, lo que limita el impacto del canal de mercado (Xiao, 2010; 
Darling et al., 2023).

Gráfico 11. Lógica causal - QRIS
La calificación pública genera señales de calidad →  

orienta elección de familias y crea incentivos de mejora para proveedores
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Aspectos de diseño que importan

Qué se mide y cómo se agrega: los sistemas utilizan distintas métricas de calidad, principalmen-
te el CLASS (Classroom Assessment Scoring System, escala 1-7 en las dimensiones de apoyo 
emocional, organización del aula y apoyo instruccional) y las escalas ERS (ECERS, ITERS) para 
ambiente y estructura. La agregación de métricas continuas en niveles o estrellas simplifica la señal 
para las familias, pero puede reducir su capacidad discriminatoria, especialmente en niveles altos. 
La evidencia de Los Ángeles muestra que las métricas continuas predicen mejor la preparación 
escolar que la calificación agregada, lo que indica una pérdida de información relevante con la 
discretización (Hong et al., 2015; Lipscomb et al., 2016).
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Apoyos e incentivos integrados al sistema: los sistemas basados exclusivamente en reputación 
generan retornos privados insuficientes para sostener la participación voluntaria. La evidencia 
muestra que la participación de los proveedores responde principalmente a incentivos tangibles: la 
elegibilidad para subsidios y programas (ej. tiered reimbursement), el acceso a coaching pedagó-
gico, y los subsidios específicos para infraestructura y materiales. En Maryland EXCELS, la mayoría 
de los proveedores reporta participar para mantener elegibilidad a subsidios y acceder a apoyos 
técnicos, no para atraer familias mediante la calificación (Darling et al., 2023; Tout et al., 2011).

Condiciones de calidad vinculadas a compra de cupos: cuando el nivel de calificación condicio-
na el acceso a contratos de compra de cupos públicos, el sistema de calificaciones opera como 
mecanismo de selección de proveedores para instrumentos de provisión (ver sección 4.3.2). En 
Pennsylvania, solo centros con Keystone STARS 3 o 4 podían participar en el programa ITCS de 
compra de cupos, lo que transforma a la calificacion en un prerequisito para el acceso al mercado 
público (Dorn, 2020).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre sistemas de calificación y mejora continua (QRIS) proviene casi exclusivamente 
de Estados Unidos, donde estos sistemas llevan más de una década operando en múltiples estados. 
Los estudios disponibles son principalmente descriptivos y de modelos multivariados sobre com-
portamiento de proveedores y familias; no hay evaluaciones de impacto con diseño experimental 
que estimen los efectos causales sobre calidad del servicio o resultados infantiles. La simulación 
estructural de Xiao (2010) permite estimar retornos para el proveedor promedio bajo supuestos de 
mercado, pero sus resultados son sensibles al modelo. La tabla 11 resume los hallazgos.

Participación de proveedores. Los sistemas QRIS voluntarios muestran participación parcial y 
selectiva. En Kentucky, el 19,4% de los proveedores de cuidado familiar (Family Child Care, FCC) 
participa en el QRIS estatal; en Delaware, el 22,5%. Los predictores de participación revelan el 
mecanismo real: en Delaware, atender a niños con subsidio aumenta la probabilidad de parti-
cipación (odds ratio = 1,87; p = 0,001), lo que confirma que la elegibilidad para subsidios es el 
principal motivador. Los proveedores más antiguos tienen menor probabilidad de participar (OR 
= 0,94 por año adicional de licencia), lo que sugiere que el sistema no alcanza a los operadores 
establecidos que ya tienen reputación propia. Las principales barreras reportadas son el tiempo, 
la complejidad administrativa y la baja capacidad para gestión de documentación, especialmente 
entre proveedores FCC (Hallam et al., 2017; Zellman y Perlman, 2008).

Respuesta del proveedor. La evidencia sugiere que las barreras de progresión en los sistemas 
de calificación pueden ser relevantes, especialmente entre proveedores ubicados en los niveles 
iniciales. En Maryland EXCELS, entre los proveedores con niveles de calificación 1–2, alrededor de 
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tres cuartos reporta que el proceso para aumentar el nivel de calificación es demasiado deman-
dante o “no vale el esfuerzo” (81% en FCC; 73% en centros), y una proporción similar lo considera 
difícil de entender (71% en FCC; 59% en centros). Además, la calificación/credencialización del 
personal aparece como una restricción importante, particularmente en centros (79% vs. 52% en 
FCC) (Darling et al., 2023).

En contraste, algunos sistemas combinan la calificación con apoyos para la mejora. En Minnesota 
(Parent Aware), los programas “fully-rated” reciben asistencia técnica (p. ej., apoyo de especia-
listas para documentación y preparación de observaciones; y, en ciertos casos, consultoría ERS 
y coaching CLASS), y los programas con menos de cuatro estrellas pueden acceder a apoyo fi-
nanciero para realizar mejoras. Si bien se reportan mejoras en medidas observacionales y en las 
calificaciones a lo largo del tiempo, los resultados deben interpretarse con cautela ya que estos 
estudios son de carácter observacional (Lipscomb et al., 2016).

Finalmente, la respuesta del proveedor varía fuertemente por tipo de prestador, lo que sugiere 
la necesidad de diseños diferenciados. En Oregon, solo el 13% de los proveedores Registered 
Family alcanza 4–5 estrellas, frente a 40% de los Certified Family y 36% de los centros (Certified 
Centers) (Lipscomb et al., 2016).

Validez de la señal de calidad. Las calificaciones de los sistemas QRIS son señales imperfectas 
de calidad. La evidencia de Oregon muestra que el sistema discrimina entre niveles bajos y me-
dios, pero pierde poder diferenciador en niveles altos. Además, los proveedores FCC registrados 
obtienen calificaciones más bajas pese a mostrar puntajes CLASS similares a otros tipos, lo que 
sugiere un sesgo del componente estructural y administrativo del sistema contra ciertos pro-
veedores. En Los Ángeles, las métricas continuas predicen mejor la preparación escolar que la 
calificación agregada: la discretización debilita la asociación con resultados infantiles. Si la señal 
de calidad es débil o sesgada, la validez del instrumento pierde fuerza, aun con la publicación de 
la calificación (Lipscomb et al., 2016; Hong et al., 2015; Sabol et al., 2013).

Uso por familias y respuesta del mercado. El canal de demanda es débil. En Maryland EXCELS, 
solo el 40% de las familias conoce el sistema y apenas el 25% declara usarlo en su elección de 
proveedor. La evidencia estructural de Xiao (2010) sobre la acreditación NAEYC cuantifica la com-
petencia entre señales: los consumidores asignan aproximadamente un tercio del peso informativo 
a la acreditación formal y dos tercios a la reputación acumulada del centro. En términos simples: la 
acreditación vale menos como señal cuando el centro ya tiene historia y reputación propias. Des-
de la perspectiva del proveedor, el mismo estudio simula el retorno económico de acreditarse: el 
beneficio que genera la acreditación para los consumidores equivale a unos USD 4.900 por firma 
al año (o una mejora de bienestar del 1,93%-2,01% en la muestra de 938 firmas). Sin embargo, 
los costos de obtener y mantener la acreditación NAEYC (cuota inicial, proceso de evaluación y 
recertificación periódica) superan ese beneficio esperado para el proveedor promedio. Con tasas 
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de éxito en la obtención inferiores al 50%, el retorno neto esperado es negativo para la mayoría 
de los aspirantes, lo que explica estructuralmente la baja adopción voluntaria. Por lo tanto, aun 
con señales formales, el canal informacional puede ser débil por bajo conocimiento por parte de 
las familias sobre la existencia de esta información y/o porque el canal de reputación domina la 
información usada por familias (Darling et al., 2023; Xiao, 2010).

Tabla 11. Resumen de evidencia: sistemas de calificación y mejora continua

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Participación 
de proveedores

Participación parcial en 
QRIS voluntarios; motivada 
principalmente por 
elegibilidad a subsidios, 
no por señal reputacional

Descriptiva + modelos logit

Kentucky: 19,4% de FCC participa. 
Delaware: 22,5%. Predictor principal: 
atender subsidios (OR = 1,87, p = 0,001). 
Barrera principal: tiempo y complejidad 
administrativa (Hallam et al., 2017).

Upgrade e inversión 
en mejora

Barreras sustantivas al 
ascenso de nivel (upgrade); 
mejoras aparecen cuando 
el sistema incorpora 
apoyos técnicos y 
financieros tangibles

Descriptiva + encuesta 
a proveedores

Maryland: 81% de FCC dice que 
subir “no vale el esfuerzo”; 79% de 
centros reporta credenciales como 
barrera. Minnesota: >70% recibió 
algún apoyo; mejoras en calidad 
reportadas (sin identificación causal) 
(Darling et al., 2023; Tout et al., 2011).

Validez de la señal 
de calidad

Las calificaciones 
discriminan bien entre 
niveles bajos y medios, 
pero pierden poder 
informativo en niveles altos 
y pueden sesgarse contra 
ciertos tipos de proveedor

Descriptiva + simulación 
estructural

Oregon: discriminación débil en 
niveles altos; FCC registrado obtiene 
calificación más baja con CLASS 
similar. LA: métricas continuas 
predicen mejor preparación escolar 
que la calificación agregada (Lipscomb 
et al., 2016; Hong et al., 2015).

Uso por familias y 
respuesta de mercado

Canal de demanda 
débil; retorno neto para 
el proveedor promedio 
es negativo bajo 
adopción voluntaria sin 
subsidios vinculados

Encuesta + modelo 
estructural (simulación)

Maryland: 40% familias conoce el 
sistema; 25% lo usa en la elección. 
NAEYC: familias asignan 1/3 del 
peso informativo a la acreditación 
y 2/3 a la reputación. Ganancia 
de bienestar ~2%; retorno neto 
negativo para el proveedor promedio 
(Darling et al., 2023; Xiao, 2010).

Tensiones y riesgos

Señal de calidad e incentivos efectivos. Los sistemas basados principalmente en reputación no 
generan retornos privados suficientes para sostener la participación voluntaria. El instrumento 
funciona como política de apoyo a la calidad cuando incorpora incentivos tangibles (subsidios, 
coaching) y como mecanismo informacional puro tiene efectos de mercado limitados. La evidencia 
indica que, sin incentivos tangibles, la participación es parcial y sesgada hacia quienes ya tienen 
algún incentivo externo (Darling et al., 2023; Xiao, 2010; Tout et al., 2011).



91

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

Mejora continua frente a carga administrativa y exclusión de pequeños proveedores. La eva-
luación periódica, la documentación y la recertificación implican costos de cumplimiento que son 
proporcionalmente mayores para pequeños centros. El riesgo de autoexclusión de proveedores 
con menor capacidad administrativa es sustantivo: el sistema puede terminar premiando a quienes 
ya tienen mayor capacidad de gestión, más que inducir mejoras genuinas de calidad en los que 
más lo necesitan (Darling et al., 2023; Hallam et al., 2017).

Simplicidad de la calificación frente a precisión informativa. La agregación en niveles o estrellas 
facilita la comunicación a las familias, pero diluye diferencias relevantes de calidad, especialmente 
en niveles altos. Esto debilita el canal de demanda del sistema y limita su capacidad disciplinadora 
del mercado a través de la elección informada (Hong et al., 2015; Lipscomb et al., 2016).

Síntesis

Los sistemas de calificación y mejora continua funcionan mejor como políticas de apoyo a la me-
jora de calidad que como mecanismos puramente informacionales. La participación de proveedo-
res es parcial y selectiva cuando el sistema es voluntario y no vincula la calificación a incentivos 
tangibles; mejora cuando el nivel de calificación condiciona el acceso a subsidios o contratos 
públicos. Las calificaciones son señales imperfectas que discriminan bien en niveles bajos pero 
pierden poder en niveles altos. El canal de demanda (familias que eligen en función de la cali-
ficación) es débil: la reputación informal pesa más que la señal formal en la decisión. El retorno 
neto de la acreditación voluntaria para el proveedor promedio es negativo, lo que explica la baja 
adopción autónoma y la necesidad de vincular el sistema a incentivos financieros o programas 
de apoyo técnico para que funcione como política efectiva. Por ello, su valor principal no parece 
estar en desplazar demanda de manera autónoma hacia mejores proveedores, sino en organizar 
trayectorias de mejora y condicionar el acceso a financiamiento público a estándares progresivos 
de calidad.

4.5.3 Formación en servicio y profesionalización

Qué busca el instrumento

La formación en servicio agrupa las políticas orientadas a mejorar la calidad del cuidado mediante 
el desarrollo profesional del personal durante la prestación del servicio. A diferencia de la regula-
ción de credenciales mínimas, que actúa sobre el piso de calidad al ingreso al mercado, la forma-
ción en servicio busca cambiar prácticas de cuidado, interacción y aprendizaje en la operación 
diaria, típicamente mediante combinaciones de capacitación y acompañamiento. El instrumento 
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es relevante para la participación privada porque puede elevar la calidad observable de los pro-
veedores privados, fortalecer su capacidad para cumplir estándares, y facilitar su progresión en 
sistemas de calificación como los descriptos en la sección 4.5.2.

Lógica causal

La cadena causal tiene cuatro eslabones principales (Gráfico 12). Primero, el personal participa 
en la formación con la dosis efectiva planificada (ciclos completados, asistencia, fidelidad al 
programa). Segundo, la formación modifica las prácticas de interacción y la calidad de proceso, 
medibles mediante escalas observacionales como el CLASS. Tercero, la mejoría en calidad de 
proceso se traslada a resultados en los niños, especialmente en lenguaje y habilidades iniciales 
de lectoescritura. Cuarto, la mejoría en calidad de proceso debería traducirse en cambios en la 
estructura del mercado (retención de personal, mayor ocupación de cupos, entrada sostenida de 
proveedores) aunque este eslabón es el menos estudiado en la literatura. La evidencia es más 
sólida para los dos primeros eslabones que para los dos últimos: la traslación desde calidad de 
proceso a resultados infantiles no es automática y depende del foco, el horizonte y las condiciones 
de implementación (Schachter et al., 2025; Early et al., 2017; Leyva et al., 2014).

Gráfico 12. Lógica causal - Formación en servicio y profesionalización
El coaching pedagógico mejora prácticas del personal → mejor calidad de proceso en el servicio

■ Evidencia causal sólida ■ Evidencia parcial / descriptiva ■ Sin evidencia directa ■ Evidencia de efecto nulo o adverso ■ Resultados finales

Mejora en
prácticas cotidianas

Actor: Personal
del servicio

Cambios observables
en interacción,

estimulación y rutinas

Mejora en
calidad de proceso

Actor: Servicio

Puntajes más altos
en escalas tipo

ITERS-R / ECERS-R

Estructura
del mercado

Actor: Mercado
/ Proveedor

Retención de personal,
mayor ocupación de
cupos, menor rotación

Desarrollo de
capacidades

Actor: Personal
del servicio

Educadores mejoran
conocimientos y

prácticas de cuidado

Programa de
formación

Actor: Estado
/ Proveedor

Diseña e implementa
talleres y coaching

pedagógico intensivo

1 2 3 4 5 6

Resultados finales

Empleo materno
Mayor calidad aumenta
confianza y uso
sostenido del servicio

Bienestar infantil
Efectos positivos 
sobre desarrollo infantil, 
en promedio 
más moderados

Aspectos de diseño que importan

La evidencia muestra que la formación en servicio no es un instrumento único: su desempeño 
depende críticamente del diseño de implementación. Dos programas con el mismo objetivo pue-
den generar resultados muy distintos según su arquitectura, su dosis efectiva, el contenido y la 
calidad del acompañamiento.

Arquitectura del programa: la literatura distingue cuatro familias de implementación con tensio-
nes claras. Los materiales y guías (soporte mínimo) tienen bajo costo y alta escalabilidad, pero 
transferencia limitada a práctica sin acompañamiento. La formación grupal en grupos (cohortes) 
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facilita la entrega uniforme y construye un marco común, pero ofrece menor personalización. El 
coaching individual (1:1), presencial o remoto, maximiza la personalización y el trabajo sobre prác-
tica real, pero tiene mayor costo y riesgo de subdosis. Los paquetes híbridos (taller más coaching 
más reflexión) combinan marco común y transferencia sostenida, con mayor demanda operativa. 
La selección de arquitectura define el balance entre alcance, intensidad y capacidad de sostener 
cambios en la práctica (Early et al., 2017; Downer et al., 2011).

Dosis efectiva: la brecha entre dosis planificada y dosis efectivamente recibida es un riesgo re-
currente de implementación. En diseños con evidencia sólida, la intervención se organiza en ven-
tanas de varios meses o sobre el año escolar completo, con ciclos repetidos de práctica guiada. 
El coaching remoto con ciclos muestra un promedio de 7,57 ciclos completados (rango 2 a 13) en 
los RCT documentados, con alta variación que constituye un riesgo de implementación (Early et 
al., 2017; Aikens y Akers, 2011).

Calidad del coaching: el coaching no es una categoría homogénea. La evidencia meta-analítica 
identifica que la demostración (el coach modela prácticas) se asocian a mayores cambios en 
práctica que la co-enseñanza. Por lo tanto, el diseño debe especificar el protocolo de observación, 
feedback y reimplementación, y asegurar consistencia entre coaches (Schachter et al., 2025; 
Aikens y Akers, 2011).

Condiciones habilitantes en el centro: el instrumento debe diseñarse con componentes de ges-
tión/gobernanza, no solo pedagógicos. La implementación efectiva de estos programas requiere 
tiempo protegido para planificación y reflexión, liderazgo pedagógico que sostenga el cambio y 
estabilidad del equipo. Las intervenciones aisladas sin estas condiciones tienden a diluirse. Para 
proveedores privados pequeños, la creación de estas condiciones puede ser más difícil que para 
instituciones públicas (Peleman et al., 2018; Aikens y Akers, 2011).

Resultados y magnitudes

La evidencia sobre formación en servicio es la más sólida de la dimensión 5 en términos de diseño 
metodológico: varios estudios son experimentales y además existen meta-análisis que sintetizan 
los hallazgos de múltiples experimentos. Esto permite estimar efectos causales con mayor confian-
za que en las subsecciones anteriores. La limitación principal no es metodológica sino de alcance: 
la mayor parte de los estudios mide efectos sobre calidad de proceso (escalas CLASS) más que 
sobre resultados finales en los niños, y los contextos predominantes son EE.UU. y Chile, con ca-
racterísticas institucionales y de mercado que no son representativas de ALC en su conjunto. Los 
efectos sobre estructura del mercado privado (retención de proveedores, entrada, precios) son 
el eslabón menos estudiado en toda la literatura sobre calidad. La tabla 12 resume los hallazgos.
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Cambios en práctica y calidad de proceso (CLASS). La evidencia más consistente es para este 
eslabón. Un paquete híbrido intensivo (taller acompañado de sesiones de coaching y espacios 
de reflexión) implementado en Chile en preescolar (cluster-RCT, UBC) genera en el primer año 
mejoras grandes a moderadas en las dimensiones del CLASS: apoyo emocional (d=0,81), organi-
zación del aula (d=0,46) y apoyo instruccional (d=0,44, marginal). En el segundo año se sostienen 
las mejoras en apoyo emocional (d=0,37) y organización del aula (d=0,43), mientras que el apoyo 
instruccional no alcanza significancia en el segundo año, el dominio más difícil de mover y man-
tener (Leyva et al., 2014). Una intervención grupal intensiva en el programa Georgia Pre-K (RCT, 
MMCI) con alta fidelidad de entrega (asistencia del 97%) genera mejoras de 0,36 desviaciones 
estándar en apoyo emocional y 0,27 en apoyo instruccional. En el mismo programa, el coaching 
individual remoto (RCT, MTP) genera un efecto significativo exclusivamente en apoyo emocional 
(ES=0,22); organización del aula y apoyo instruccional no alcanzan significancia estadística (Early 
et al., 2017).

A nivel agregado, un meta-análisis reciente estima que, frente a la práctica habitual (Closest to 
Business As Usual, CBAU), el coaching incrementa la práctica docente en promedio en g=0,58 
desviaciones estándar4, con heterogeneidad alta entre estudios (Schachter et al., 2025). En una 
comparación más exigente, coaching vs. un paquete alternativo equivalente sin coaching, la 
estimación puntual para práctica docente es menor y no resulta estadísticamente concluyente 
(Schachter et al., 2025).

Resultados en niños: lenguaje y habilidades iniciales de lectoescritura. Los efectos en resulta-
dos infantiles son más modestos y sensibles al diseño y al contenido. Un meta-análisis de inter-
venciones de formación focalizadas en lenguaje y habilidades iniciales de lectoescritura estima 
efectos pequeños pero consistentes: una diferencia estandarizada de medias (SMD) de 0,30 en 
fonología y de 0,12 en conocimiento de letras, ambos en el rango de efectos pequeños a modera-
dos según las convenciones del campo, pero estadísticamente significativos  (Markussen-Brown 
et al., 2017). El coaching remoto basado en video (MTP web-mediado) muestra impactos en 
lenguaje y alfabetización solo en el nivel de soporte más alto (plataforma más coaching 1:1), y 
exclusivamente en aulas con un idioma predominante de interacción (no en contextos multilin-
gües), lo que subraya la importancia de la adecuación entre la intervención y el contexto (Downer 
et al., 2011). El paquete híbrido intensivo de Chile, pese a las mejoras importantes en CLASS, no 
muestra efectos robustos en lenguaje o alfabetización al término del programa, lo que ilustra que 
la traslación desde calidad de proceso a resultados infantiles no es automática (Leyva et al., 2014). 

4.   Hedges’ g (y medidas similares como d o SMD) expresan el tamaño del efecto en unidades de desviación estándar. Como regla 
práctica, valores alrededor de 0,2 suelen considerarse pequeños, ~0,5 moderados y ≥0,8 grandes. CBAU refiere a comparación con 
práctica habitual/estatus quo. T–C (“treatment minus coaching”) compara coaching contra una intervención alternativa equivalente sin 
coaching para aproximar el valor agregado del componente de coaching.
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En promedio, el meta-análisis de Schachter et al. (2025) estima que, frente a la práctica habitual 
(CBAU), el coaching mejora los resultados infantiles en g = 0,29 desviaciones estándar (siendo 
este valor un efecto de tamaño medio, pero estadísticamente significativo). En una comparación 
más exigente, el valor agregado del coaching sobre un paquete equivalente sin coaching es más 
acotado pero significativo (g = 0,14) (Schachter et al., 2025).

Tabla 12. Resumen de evidencia: formación en servicio

RESULTADO HALLAZGO PRINCIPAL TIPO DE EVIDENCIA EVIDENCIA

Calidad de 
proceso (CLASS)

Mejoras consistentes y 
de magnitud moderada 
a grande cuando la 
formación incluye coaching 
con retroalimentación. El 
apoyo instruccional es 
el dominio más difícil de 
mover y sostener

Causal (RCT y cluster-RCT) + meta-
análisis

Chile UBC: apoyo emocional 
d=0,81; organización d=0,46; apoyo 
instruccional d=0,44 (año 1) (Leyva 
et al., 2014). Georgia Pre-K: d=0,36 
(emocional) y d=0,27 (instruccional) 
cohorte; d= 0,22 coaching 1:1 
remoto (Early et al., 2017). Meta-
análisis coaching: g=0,58 vs práctica 
habitual (Schachter et al., 2025).

Resultados en 
niños (lenguaje 
y alfabetización)

Efectos pequeños pero 
consistentes cuando el 
programa está focalizado 
en lenguaje y adapado al 
contexto lingüístico. La 
traslación desde calidad de 
proceso no es automática

Causal (RCT) + meta-análisis

Meta-análisis focalizado en lenguaje: 
SMD=0,30 fonología; SMD=0,12 
letras (Markussen-Brown et al., 
2017). Meta-análisis coaching: 
g=0,29 resultados infantiles; 
valor agregado del coaching 
sobre paquete equivalente g=0,14 
(Schachter et al., 2025).

Tensiones y riesgos

Intensidad frente a cobertura. El coaching individual tiende a generar mayor transferencia a la 
práctica que materiales autoadministrados o talleres aislados, pero su costo limita la escalabilidad. 
Una estrategia consistente con la evidencia es un diseño en pirámide: una base de formación 
grupal de menor costo, complementada con coaching focalizado para aulas, equipos o perfiles 
con mayores brechas o mayor potencial de retorno (Schachter et al., 2025; Aikens y Akers, 2011).

Dosis planificada frente a dosis recibida. El riesgo de implementación principal no es que el 
programa no exista, sino que el personal no complete los ciclos suficientes y consistentes. La 
variación en dosis efectiva (entre 2 y 13 ciclos en estudios documentados) explica parte de la 
heterogeneidad en resultados (Early et al., 2017).

Mejora de práctica y resultados de desarrollo infantil. Las mejoras en calidad de proceso son 
más inmediatas y más fáciles de documentar que los efectos en desarrollo infantil, que son modes-
tos y sensibles al foco y al horizonte temporal. La ausencia de efectos detectables en resultados 
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infantiles de corto plazo no implica que las mejoras de práctica sean irrelevantes; indica que la 
cadena entre práctica, experiencia cotidiana del niño y desarrollo infantil depende de condiciones 
de implementación y medición exigentes (Markussen-Brown et al., 2017; Leyva et al., 2014).

Formación frente a retención de personal. La alta rotación del personal en el sector de cuida-
do infantil, especialmente en centros privados de bajo costo, puede erosionar los efectos de la 
formación: el personal capacitado abandona el puesto y las mejoras en práctica se pierden. La 
formación en servicio requiere instrumentos complementarios de retención para sostenerse (ver 
sección 4.2.2, Recuadro de subsidios parciales).

Síntesis

La formación en servicio puede mejorar de manera consistente la calidad de proceso cuando 
incorpora mecanismos integrados al programa de acompañamiento (coaching con retroalimen-
tación) y una dosis efectiva suficiente. Los efectos en resultados infantiles son modestos y más 
probables cuando el programa está focalizado en áreas específicas como lenguaje y alfabetiza-
ción y adaptado al contexto. La traslación desde mejoras en práctica a resultados en niños no es 
automática. El instrumento opera principalmente como herramienta de aseguramiento de calidad 
y su contribución a la participación privada es indirecta: mejora las condiciones del servicio que 
sostienen la demanda, pero no tiene mecanismos directos observados en la estructura del merca-
do. Requiere ser complementado con instrumentos de retención de personal para que la inversión 
no se diluya con la rotación. Además, como muestran los sistemas de calificación analizados en 
esta dimensión, las mejoras observables de calidad no necesariamente se traducen de manera 
automática en mayor demanda si las familias no conocen, no usan o no valoran esas señales al 
elegir proveedor.

Recuadro 10 — Formación inicial y credenciales (pre-service): elevar el piso de calidad   

La formación inicial cumple una función complementaria a la formación en servicio: elevar el 
umbral mínimo de capacidades con el que el personal ingresa a la prestación de servicios de 
cuidado, especialmente relevante en modalidades con baja formalización. Su teoría de cambio 
es que la formación formal eleva la capacidad instalada (organización del servicio, protocolos 
básicos, rutinas), lo que mejora la calidad observada y potencialmente el desarrollo infantil en 
dominios sensibles a prácticas básicas (Deding y Minnaert, 2024).

La evidencia empírica más directa en el set revisado proviene de un estudio de cuidado familiar 
en Bogotá (Colombia): un programa vocacional intensivo de dos semestres (aproximadamente 
2.640 horas) para madres comunitarias se asocia con mejoras en calidad observada medida 
con la escala FDCRS total (+0,273 puntos, p < 0,05), el componente de entorno físico (+0,394, 
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p < 0,01) y un índice resumen (+0,235 SD, p < 0,05). En resultados infantiles, el mismo estudio 
reporta señales heterogéneas: mejoras en salud respiratoria y en algunos indicadores de desa-
rrollo temprano con mayor exposición, sin efectos en nutrición y patrones mixtos en el dominio 
socioemocional (Bernal, 2015).

La lectura de política es que la formación inicial opera como palanca de ‘piso’ (capacidad ins-
talada y consistencia básica), complementaria a la formación en servicio para mover calidad de 
proceso fina. Cuando se transforma en requisito de habilitación, se vincula directamente con los 
instrumentos regulatorios analizados en la sección 4.1 y puede actuar como barrera de entrada si 
sus costos superan la capacidad de los proveedores más informales (Deding y Minnaert, 2024). 
La implicancia no es evitar la profesionalización, sino acompañarla con trayectorias graduales, 
reconocimiento de saberes previos y apoyos que permitan a proveedores comunitarios o menos 
formalizados cumplir estándares sin quedar automáticamente excluidos.

Referencias: Bernal (2015); Deding y Minnaert (2024).

5. �Patrones transversales de la evidencia y 
combinaciones de instrumentos

5.1 Qué muestra la evidencia comparada
La evidencia comparada no identifica un instrumento dominante porque las políticas actúan 
sobre restricciones distintas del sistema. Lejos de señalar una herramienta única y consisten-
temente superior para promover la participación privada en los sistemas de cuidado infantil, la 
revisión muestra que los distintos instrumentos operan sobre problemas diferentes y, por esa 
misma razón, producen efectos distintos sobre la oferta, la demanda, la calidad, la equidad y la 
sostenibilidad del sistema. Algunas políticas alivian principalmente restricciones de asequibilidad 
para los hogares; otras buscan crear o sostener capacidad instalada allí donde el mercado no la 
genera por sí solo; otras reordenan la provisión existente, elevan o modifican estándares, reducen 
fricciones de acceso, o introducen incentivos para mejorar calidad. Esta heterogeneidad no es un 
detalle secundario: es precisamente lo que vuelve poco útil la búsqueda de una política universal-
mente superior en abstracto y obliga, en cambio, a pensar en términos de qué cuello de botella 
predomina en cada contexto y qué instrumentos pueden actuar sobre él.
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Este primer hallazgo también permite leer de otro modo la diversidad de resultados observada en 
la literatura. Que distintos estudios muestren efectos positivos, nulos o ambiguos para instrumen-
tos aparentemente similares no necesariamente implica inconsistencia de la evidencia. Muchas 
veces refleja, más bien, que esos instrumentos estaban respondiendo a problemas distintos o 
interviniendo en sistemas con restricciones diferentes. Un instrumento orientado a expandir de-
manda puede mostrar buenos resultados cuando existe una red suficiente de prestadores a la 
que conectar a los hogares, pero resultados mucho más modestos cuando el problema de fondo 
es la escasez de oferta. Del mismo modo, una política orientada a expandir capacidad puede no 
traducirse en mayor uso efectivo si las familias siguen enfrentando fricciones que bloquean el 
acceso. La evidencia sugiere entonces que los instrumentos no son sustitutos perfectos entre sí: 
tienden a operar sobre márgenes distintos del sistema y, por lo tanto, responden a preguntas de 
política diferentes.

Por eso, los resultados dependen menos de la familia del instrumento que de su diseño con-
creto y de las condiciones en que se implementa. Uno de los aprendizajes más robustos y más 
transferibles de la revisión es que la categoría general del instrumento —voucher, subsidio a la 
oferta, regulación, compra de cupos, sistema de calidad, acompañamiento— dice menos sobre 
sus resultados que sus parámetros específicos de diseño. El mismo instrumento puede produ-
cir efectos muy distintos, e incluso divergentes, según el nivel efectivo de apoyo que provee, la 
previsibilidad temporal del financiamiento, la estructura de copagos, las reglas de elegibilidad, el 
grado de portabilidad, la alineación entre precios y costos, la intensidad del monitoreo, o la exis-
tencia de apoyos complementarios para hogares y prestadores. Evaluar políticas por su etiqueta 
general resulta, por ello, menos informativo que examinar cómo traduce cada una sus objetivos 
en reglas operativas concretas. Dicho de otro modo: la evidencia no sugiere simplemente que 
algunos instrumentos funcionen y otros no, sino que gran parte de la variación observada depende 
de si el diseño logra crear señales creíbles y consistentes para los actores del sistema (hogares, 
proveedores, burocracias) en el contexto específico en que opera.

A la vez, este hallazgo ayuda a entender por qué la transferibilidad de políticas entre contextos 
nunca es automática. Un diseño que produce buenos resultados en un entorno con capacida-
des institucionales robustas, información abundante, alta formalización y mercados relativamente 
densos puede comportarse de manera muy distinta en contextos con capacidades más limitadas, 
menor presencia de prestadores formales o mayores barreras de acceso para los hogares. En 
otras palabras, el diseño no puede evaluarse al margen del contexto: funciona bien cuando reco-
noce las restricciones concretas del sistema en el que se inserta, y no cuando replica de manera 
nominal una arquitectura que fue exitosa en otro lugar bajo supuestos distintos. Esta advertencia 
es especialmente relevante para ALC, donde la mayor parte de la evidencia causal disponible 
proviene de contextos de ingreso alto con condiciones de partida muy distintas a las de la región.
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Ahora bien, incluso los diseños mejor calibrados enfrentan tensiones persistentes entre co-
bertura, calidad, equidad, autonomía y sostenibilidad. La importancia del diseño no implica que 
sea posible resolver todas las tensiones del sistema mediante calibración fina. Por el contrario, la 
evidencia comparada muestra que varias de las decisiones centrales de política involucran objeti-
vos legítimos que pueden entrar en tensión y que, por ello, deben ser gestionados explícitamente.

Una primera tensión aparece entre expandir cobertura y mantener estándares de calidad rela-
tivamente homogéneos. Ampliar capacidad con rapidez, especialmente a través de redes hetero-
géneas de prestadores, puede facilitar escala y cobertura territorial, pero también suele aumentar 
la variación en condiciones de provisión. Esta cautela es consistente con una revisión sistemática 
sobre servicios de cuidado infantil para niños de 0 a 5 años, que no encuentra evidencia robusta 
de que los proveedores privados ofrezcan mayor calidad que los públicos y sugiere, con evidencia 
aún limitada, que dentro del sector privado los proveedores sin fines de lucro tienden a desem-
peñarse mejor o de forma comparable a los proveedores con fines de lucro (Brogaard y Petersen, 
2022). Reforzar exigencias regulatorias, supervisión y apoyos de mejora puede elevar el piso de 
calidad, aunque exige financiamiento, gradualidad y capacidades de implementación para evitar 
que los costos de cumplimiento contraigan la oferta disponible en los territorios más vulnerables.  
La cuestión no es elegir entre cobertura o calidad como si fueran objetivos mutuamente excluyen-
tes, sino reconocer que la trayectoria de expansión y las capacidades de gobernanza condicionan 
la forma en que ambos objetivos pueden perseguirse de manera simultánea. En sistemas mixtos, 
la gobernanza de calidad no es un complemento posterior a la expansión, sino parte del diseño 
mismo de la expansión.

Una segunda tensión se da entre expansión agregada y equidad de acceso. La evidencia sugiere 
que aumentar cobertura promedio no equivale automáticamente a reducir desigualdades en el 
uso efectivo de los servicios. Cuando el acceso depende de trámites complejos, de la capacidad 
de reunir información, de anticipar gastos o de navegar sistemas fragmentados, los beneficios 
tienden a concentrarse en hogares con mayores recursos administrativos, educativos o tempo-
rales. En esos casos, una política puede mostrar buenos resultados en términos de matrícula o 
utilización total y, al mismo tiempo, dejar relativamente intactas las brechas entre grupos sociales. 
Esto explica por qué algunos instrumentos orientados a activar demanda o a expandir opciones 
solo producen efectos redistributivos limitados si no vienen acompañados de decisiones de dise-
ño específicamente orientadas a reducir fricciones y traducir elegibilidad formal en acceso real.

Un riesgo relacionado, pero conceptualmente distinto, es la segmentación interna del sistema. 
La participación privada puede ampliar el número de cupos disponibles y, al mismo tiempo, gene-
rar circuitos diferenciados de acceso, calidad y recursos si el diseño no incorpora salvaguardas 
distributivas explícitas. Este riesgo aparece bajo distintas formas: vouchers con topes bajos pue-
den concentrar a los hogares subsidiados en proveedores de menor costo; subsidios a la oferta 
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con reglas heterogéneas pueden consolidar circuitos institucionales diferenciados; y esquemas 
de provisión mixta o compra de cupos pueden expandirse más rápidamente en proveedores con 
menores costos laborales, menor financiamiento por niño o menor calidad promedio. En estos 
casos, el problema no es la participación privada en sí misma, sino la ausencia de mecanismos 
que aseguren convergencia de estándares, financiamiento suficiente, monitoreo de la composición 
de la matrícula y acceso efectivo de los hogares más vulnerables a servicios de buena calidad.

Una tercera tensión refiere a la autonomía operativa de los proveedores y la conducción pública 
del sistema. Buena parte del atractivo de la participación privada radica en que permite aprovechar 
infraestructura, recursos humanos y capacidades organizativas ya existentes fuera del aparato 
estatal. Pero esa ventaja también implica que el Estado debe gobernar una red de actores con 
incentivos, escalas, capacidades y lógicas de operación diferentes. Cuanto más heterogénea es 
esa red, más importante se vuelve definir con precisión qué decisiones quedan en manos de los 
proveedores (gestión cotidiana, contratación de personal, organización interna) y cuáles deben 
permanecer bajo conducción pública (reglas de acceso, estándares mínimos, financiamiento, 
supervisión y corrección de incumplimientos). La tensión, por lo tanto, no es simplemente entre 
más o menos mercado, sino entre distintas formas de articular flexibilidad operativa con respon-
sabilidad pública sobre los resultados del sistema.

Una cuarta tensión atraviesa la relación entre sostenibilidad fiscal y estabilidad de la oferta. 
Varios de los instrumentos más efectivos para expandir o sostener capacidad en contextos donde 
el mercado no se autofinancia descansan en transferencias públicas regulares y, en algunos casos, 
de largo plazo. Esa dependencia no es necesariamente una falla; puede ser una característica 
deliberada de sistemas mixtos en los que el Estado reconoce que cierto segmento de la oferta 
privada cumple una función pública y, por lo tanto, requiere financiamiento previsible. El problema 
aparece cuando esa dependencia convive con reglas volátiles, presupuestos inestables o alta 
exposición a ciclos políticos. En esos contextos, los ajustes fiscales no solo reducen cobertura en 
el corto plazo, sino que pueden deteriorar rápidamente la capacidad instalada y generar procesos 
de salida de prestadores difíciles de revertir. La sostenibilidad de la oferta depende, así, no solo 
de cuánto financiamiento existe, sino de cuán estable y creíble es en el tiempo.

La capacidad estatal para monitorear y hacer cumplir las reglas atraviesa todas estas tensio-
nes y condiciona la efectividad real de la política. Aunque no siempre aparece tratada como 
una dimensión analítica separada, la evidencia sugiere que la capacidad de monitorear, verificar, 
corregir e imponer consecuencias es una condición transversal para que múltiples instrumentos 
produzcan los resultados esperados. Regulaciones, contratos, sistemas de calidad e incluso cier-
tos esquemas de financiamiento parten de la premisa de que el Estado puede hacer cumplir las 
reglas. Cuando esa capacidad existe, las diferencias de diseño se traducen en comportamientos 
observables y la política puede moldear efectivamente el sistema: las exigencias de calidad se 
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vuelven operativas, los contratos ganan densidad, las señales reputacionales adquieren sentido 
y la expansión de la oferta puede ordenarse sin generar una desorganización creciente del sis-
tema. Cuando es débil, la misma arquitectura formal puede dar lugar a cumplimiento simbólico, 
implementación desigual o efectos muy por debajo de los esperados. Por esa razón, la capacidad 
estatal aparece en la evidencia como uno de los factores que más explica por qué instrumentos 
similares producen resultados tan distintos entre contextos.

En consecuencia, la expansión sostenida de la participación privada rara vez surge de una sola 
palanca y depende más bien de combinaciones y secuencias de instrumentos. Si los instru-
mentos actúan sobre restricciones distintas, si sus resultados dependen de diseños concretos, y 
si además deben enfrentar tensiones persistentes, entonces la principal implicancia comparada es 
que la expansión sostenida difícilmente provenga de una única decisión de política. Los sistemas 
que logran mayores niveles de cobertura, calidad y estabilidad no parecen apoyarse en una sola 
herramienta, sino en arreglos más complejos en los que financiamiento, regulación, mecanismos 
de acceso, aseguramiento de calidad y apoyos complementarios interactúan entre sí. Esto no im-
plica defender acumulaciones indiscriminadas de instrumentos, sino reconocer que la articulación 
entre ellos es parte central del problema de diseño.

La principal lección de la evidencia comparada no es qué instrumento elegir en abstracto, 
sino cómo configurar institucionalmente un sistema mixto que combine cobertura, calidad, 
equidad y sostenibilidad. Este es, en definitiva, el aprendizaje más importante que surge de la 
revisión. La participación privada en el cuidado infantil no debería pensarse como una elección 
binaria entre provisión pública y provisión privada, ni como una preferencia ideológica por cierto 
tipo de política. De lo que se trata es de definir qué papel se espera de los proveedores privados 
dentro del sistema, bajo qué reglas, con qué apoyos, con qué incentivos y con qué resguardos. 
La pregunta relevante no es simplemente cuánto espacio dar al sector privado, sino qué tipo de 
mercado de cuidado se busca construir y qué capacidades públicas son necesarias para que 
esa participación contribuya efectivamente a ampliar acceso sin deteriorar calidad, profundizar 
desigualdades o generar arreglos fiscalmente frágiles.

Leída de este modo, la evidencia comparada no ofrece una receta única, pero sí una orienta-
ción clara: el éxito de las políticas depende menos de adoptar un instrumento específico que de 
construir combinaciones coherentes entre objetivos, reglas, financiamiento y capacidades de 
implementación. Esa es la transición analítica que permite pasar de un inventario de políticas a una 
discusión más sustantiva sobre diseño. No se trata solo de identificar qué herramientas existen, 
sino de entender cómo se articulan para configurar sistemas mixtos viables y con capacidad real 
de producir resultados.
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5.2 Qué implican estos hallazgos para el diseño de política
Pensada desde esa lógica, la decisión de política puede organizarse como una secuencia de 
preguntas. La primera es si existe oferta suficiente allí donde se busca expandir el acceso. Cuando 
el déficit principal es la falta de capacidad instalada, los instrumentos orientados a la demanda di-
fícilmente bastan por sí solos, y la política necesita algún mecanismo que cree, sostenga o articule 
oferta. La segunda es si la oferta disponible resulta económicamente accesible para los hogares 
objetivo. Allí los instrumentos de demanda pueden desempeñar un papel importante, pero solo si 
alteran de manera real el costo que enfrentan las familias. La tercera es si la cobertura existente 
ofrece condiciones adecuadas de seguridad, estabilidad y calidad, y si el Estado cuenta con ca-
pacidad para medirlas, financiarlas, acompañarlas y hacerlas valer.  Finalmente, incluso cuando 
existen oferta y financiamiento, persiste la pregunta sobre si las familias efectivamente pueden 
usar los servicios disponibles o si siguen enfrentando fricciones que bloquean el acceso real. 
Esta secuencia no reemplaza el juicio de política, pero sí ayuda a evitar un error frecuente: elegir 
instrumentos adecuados para un problema que no es el que realmente organiza las restricciones 
del sistema.

Esta secuencia también permite pensar las combinaciones de instrumentos sin convertirlas en 
recetas universales. Si la restricción principal es la ausencia de oferta, la expansión puede reque-
rir subsidios a la oferta, gestión delegada o compra de cupos, pero esos instrumentos necesitan 
financiamiento previsible, supervisión y apoyo técnico para evitar heterogeneidad de calidad. Si la 
restricción principal es la asequibilidad, los subsidios a la demanda pueden ser más pertinentes, 
pero requieren topes alineados con costos reales, portabilidad efectiva y reglas de calidad para 
no generar segmentación. Si existen cupos o beneficios disponibles pero las familias elegibles 
no acceden, la reducción de fricciones puede aumentar el uso efectivo, aunque no sustituye la 
necesidad de expandir oferta donde la capacidad es insuficiente. En este sentido, la primera capa 
de decisión es diagnóstica: identificar qué cuello de botella predomina y qué combinación de 
instrumentos puede responder a ese problema.

Identificar el problema, sin embargo, no alcanza: también importa qué tipo de instrumento es 
institucional y políticamente viable para abordarlo. Dos contextos pueden enfrentar un cuello de 
botella similar y, aun así, requerir respuestas distintas si difieren en capacidad estatal, estructura 
de mercado, estabilidad presupuestaria o factibilidad política. Por eso, el diseño de política no se 
agota en vincular un problema con una herramienta; exige además preguntarse qué requiere esa 
herramienta para funcionar, qué capacidades deben existir antes de escalarla, qué riesgos intro-
duce y qué costos de implementación traslada al Estado, a los proveedores o a las familias. Esta 
segunda capa de decisión es central en sistemas mixtos, donde la participación privada puede 
ampliar capacidad y flexibilidad, pero también multiplica los desafíos de coordinación, monitoreo 
y rendición de cuentas.
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Estas dos capas de decisión —qué problema resolver y con qué instrumento— responden a pre-
guntas distintas. La evidencia comparada sistematizada en la sección 4 informa la primera: qué 
efectos produce cada instrumento sobre oferta, demanda, calidad y equidad, y bajo qué condi-
ciones de diseño. El marco de Salamon informa la segunda: dadas las exigencias institucionales 
de cada instrumento, cuál es viable en un contexto específico. Ambas capas son necesarias; 
ninguna reemplaza a la otra.

El marco de herramientas de acción pública de Salamon (2002) ofrece entonces una forma 
útil de ordenar esa segunda capa de decisión. Más que clasificar instrumentos por sector o por 
ideología, este enfoque los compara según las propiedades que definen cómo actúa el Estado 
a través de ellos. Entre esas propiedades, cuatro resultan especialmente útiles para esta nota: la 
obligatoriedad, que remite al grado en que una herramienta puede imponer obligaciones efectivas; 
la intermediación estatal, que indica cuánto depende el Estado de terceros para financiar, proveer 
o implementar; la automaticidad, que refiere al grado en que el instrumento puede operar a través 
de rutinas o estructuras existentes; y la visibilidad pública, que alude a cuán perceptible y políti-
camente trazable es la intervención. Leído de esta manera, el marco no compite con la evidencia 
comparada sobre resultados, sino que la complementa al mostrar que instrumentos con objetivos 
similares pueden diferir mucho en sus exigencias de implementación.

Para complementar esta discusión, la Tabla 13 aplica este marco a las mismas políticas anali-
zadas en la sección anterior. Esto permite observar, sobre una base consistente con la estructura 
del documento, cómo instrumentos que persiguen objetivos distintos también difieren en sus 
exigencias institucionales. Leída junto con la evidencia comparada, esta clasificación no busca 
jerarquizar instrumentos, sino hacer más explícitas las cargas de gobernanza, gestión y sosteni-
bilidad política asociadas a cada uno.
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 Tabla 13. Políticas analizadas según el marco de Salamon e implicancias para ALC

DIMENSIÓN INSTRUMENTO 
DE POLÍTICA

OBLIGA- 
TORIEDAD

INTERME-
DIACIÓN  
ESTATAL

AUTOMA- 
TICIDAD

VISIBILIDAD  
PÚBLICA IMPLICANCIA PARA ALC

D1 Regulación Alta Baja Media Baja
Su efectividad depende del enforcement. Sin 
capacidad de supervisión y sanción, puede derivar en 
cumplimiento solo formal.

D1 Mandato a 
empleadores Alta Baja Baja Media

Tienen alto contenido coercitivo, pero su alcance 
suele estar limitado por la informalidad laboral y por 
debilidades de enforcement.

D2
Vouchers / 
subsidios a 
la demanda

Baja Alta Media Alta

Pueden ampliar uso y generar tracción política cuando 
existe oferta suficiente, pero dependen de una red 
de prestadores disponible y de reglas que hagan el 
beneficio realmente utilizable.

D2 Subsidios a 
la oferta Baja Media Baja Media

Son útiles donde la demanda no alcanza para sostener 
oferta por sí sola, pero exigen capacidad de gestión y 
financiamiento estable.

D2
Incentivos  
fiscales a  
empleadores

Baja Baja Media Baja

Son poco coercitivos y relativamente automáticos 
una vez montados, pero su adopción suele ser baja y 
concentrada en firmas formales con mayor capacidad 
administrativa.

D3
Gestión 
delegada 
/ convenios

Media Alta Baja Baja

Permiten expandir provisión aprovechando 
capacidades de terceros, pero requieren capacidad 
contractual, monitoreo, apoyo técnico y coordinación 
sostenida para evitar heterogeneidad de calidad. 

D3 Compra 
de cupos Media Alta Baja Baja

Puede expandir cobertura con rapidez, pero exige 
capacidad de compra estratégica, control contractual, 
seguimiento de adicionalidad y monitoreo de calidad. 

D4
Reducción 
de fricciones 
de acceso

Baja Media Media Baja
Puede mejorar acceso efectivo y reducir 
desigualdades de uso, pero no expande oferta; 
funciona mejor cuando ya existen cupos disponibles.

D5 Supervisión Alta Baja Media Baja
Puede elevar el piso de calidad, pero exige capacidad 
sostenida para inspeccionar, corregir e imponer 
consecuencias.

D5

Sistemas de 
calificación 
y mejora 
continua

Baja Media Baja Media

Son útiles para ordenar la mejora y hacer visible 
la calidad, pero requieren apoyos técnicos y 
administrativos para no excluir a proveedores con 
menor capacidad.

D5 Formación 
en servicio Baja Media Baja Baja

Puede mejorar prácticas y calidad de proceso, 
pero exige inversión sostenida, apoyo técnico y 
condiciones organizacionales para no diluirse.

Nota: Obligatoriedad refiere al grado en que la política impone reglas o comportamientos que no pueden eludirse fácilmente. Interme-
diación estatal refiere al grado en que el Estado actúa a través de terceros para financiar, proveer o implementar. Automaticidad refiere 
al grado en que el instrumento puede operar mediante rutinas o estructuras existentes, con menor necesidad de gestión discrecional 
e intensiva. Visibilidad pública refiere al grado en que la intervención es perceptible y políticamente trazable para actores externos. Las 
calificaciones alta, media y baja son ordinales y comparativas. No constituyen una medición exacta, sino una forma de ubicar cada polí-
tica, en términos relativos, dentro de estas cuatro dimensiones. Las puntuaciones resumen la lógica predominante de cada instrumento 
y pueden variar significativamente según su diseño específico y el contexto institucional en que se implementa.
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Estas diferencias importan porque cada tipo de instrumento traslada al Estado desafíos dis-
tintos de gestión y gobernanza. Los instrumentos con mayor coerción formal, como ciertas 
regulaciones o mandatos, exigen capacidad real para hacer cumplir reglas; de lo contrario, la 
obligatoriedad queda en el plano nominal. Los instrumentos con alta intermediación estatal, como 
convenios, compra de cupos o ciertos arreglos de provisión mixta, requieren capacidad para se-
leccionar, contratar, monitorear y corregir a terceros. Los de baja automaticidad suponen mayores 
costos administrativos y mayor exposición a discontinuidades, porque dependen de procesos de 
gestión más intensivos y menos rutinarios. Y los instrumentos con alta visibilidad pública pueden 
ofrecer mayor tracción política, pero también mayor sensibilidad frente a recortes, controversias 
o cambios de gobierno. Desde esta perspectiva, el problema de diseño deja de ser solo qué ins-
trumento puede producir cierto efecto y pasa a ser también qué instrumento puede ser operado 
y sostenido bajo condiciones institucionales concretas.

Vista así, la discusión sobre instrumentos conduce necesariamente a la cuestión de las capa-
cidades estatales. Si distintas herramientas imponen exigencias distintas, entonces parte central 
del diseño de política consiste en identificar qué capacidades deben existir para que esas herra-
mientas funcionen. La primera de ellas es la capacidad estatal para monitorear y hacer cumplir 
las reglas. Sin ella, la regulación puede producir solo cumplimiento formal, los contratos pueden 
perder capacidad disciplinadora y los sistemas de calidad o calificación pueden transformarse 
en señales débiles. La segunda es la disponibilidad de información útil sobre el mercado: dónde 
están los prestadores, qué ofrecen, en qué condiciones operan y qué tan accesibles resultan para 
los hogares objetivo. La tercera es la capacidad para gestionar relaciones con terceros: registrar, 
seleccionar, contratar, supervisar y, cuando corresponde, sancionar o corregir a prestadores di-
versos. La cuarta es la estabilidad del financiamiento público, especialmente cuando los arreglos 
mixtos dependen de transferencias regulares para sostener oferta. Y la quinta, frecuentemente 
subestimada, es la capacidad efectiva de los hogares para identificar, solicitar y usar los bene-
ficios o servicios disponibles. La combinación de estas capacidades ayuda a explicar por qué 
herramientas similares producen resultados tan distintos entre contextos.

Esa infraestructura institucional también es necesaria para monitorear si la expansión de co-
bertura está generando segmentación interna del sistema. Los instrumentos deben evaluarse no 
solo por la cantidad de cupos que crean o financian, sino también por sus efectos sobre la compo-
sición y estratificación de la oferta: qué familias acceden a cada tipo de proveedor, qué recursos 
reciben esos proveedores, qué perfiles de educadores logran atraer y retener, y si existen brechas 
sistemáticas de calidad entre circuitos públicos, privados subsidiados y privados no subsidiados. 
Sin este monitoreo, una política puede mostrar expansión de cobertura en el agregado mientras 
reproduce una segmentación interna en la que los hogares más vulnerables acceden a servicios 
de menor calidad, menor estabilidad operativa o menor capacidad pedagógica.
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Esto implica que parte importante de la política no está solo en la elección del instrumento, sino 
en la construcción de la infraestructura institucional que lo vuelve operativo. Diseñar política 
para promover participación privada supone decidir no solo cómo financiar, regular o delegar, sino 
también qué sistemas de información, qué arreglos contractuales, qué registros de prestadores, 
qué rutinas de supervisión, qué mecanismos de asignación y qué dispositivos de acompañamiento 
son necesarios para que esas decisiones funcionen en la práctica. En muchos casos, la diferencia 
entre una política prometedora y una política efectiva depende menos de su formulación nominal 
que de la existencia de esta capacidad de implementación.

En definitiva, la evidencia comparada sugiere que orientar participación privada no equivale 
a elegir una herramienta aislada, sino a diseñar una arquitectura institucional viable. El primer 
paso es identificar qué restricción organiza el problema que se quiere resolver. El segundo es 
preguntarse qué instrumentos son adecuados para abordarla. El tercero es evaluar, a la luz de 
marcos como el de Salamon, qué exigencias institucionales y políticas supone cada opción. Y el 
cuarto es decidir qué capacidades deben construirse para que esa arquitectura pueda sostener-
se en el tiempo. Vista así, la política deja de ser la selección de un instrumento y pasa a ser un 
problema de ensamblaje institucional: cómo combinar herramientas, con qué secuencia y bajo 
qué condiciones para que la participación privada contribuya efectivamente a ampliar acceso sin 
deteriorar calidad, profundizar desigualdades o generar arreglos fiscalmente frágiles.

6. Discusión y conclusiones

6.1 Implicancias para América Latina y el Caribe
La evidencia revisada en este documento proviene en gran medida de Estados Unidos, Canadá y 
Europa occidental, con menor presencia de estudios en América Latina y el Caribe. Esta distribu-
ción geográfica no invalida los hallazgos, pero sí obliga a interpretarlos con cautela. Los mecanis-
mos que explican cómo responden los hogares, los prestadores y las instituciones a cambios en 
incentivos, precios o reglas tienden a ser relativamente generalizables; en cambio, la magnitud de 
los efectos, la secuencia de reformas viable y las condiciones de implementación pueden variar 
considerablemente entre contextos. La discusión de esta sección se concentra, por tanto, en qué 
implican estos resultados cuando se leen a la luz de las características institucionales, económicas 
y sociales de la región.

La primera diferencia estructural es la alta informalidad laboral y del propio mercado provee-
dor de cuidado infantil. En muchos países de la región una parte importante del cuidado infantil 
ocurre en arreglos informales o semiformales, fuera de sistemas regulatorios y de financiamiento 
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público. Esta realidad limita el alcance de instrumentos que dependen del empleo formal (como 
los mandatos a empleadores o ciertos incentivos fiscales) y también condiciona la efectividad de 
mecanismos regulatorios diseñados para mercados más formalizados. En contextos donde una 
proporción significativa de la oferta de cuidado opera fuera del registro estatal, la expansión del 
acceso suele requerir instrumentos que combinen financiamiento con estrategias graduales de 
formalización y acompañamiento a prestadores, en lugar de asumir que la regulación o los incen-
tivos económicos por sí solos alcanzarán para reordenar el mercado.

Una segunda característica relevante es la distribución desigual de la oferta de servicios de 
cuidado. En muchos países de ALC la presencia de centros formales es relativamente alta en al-
gunas áreas metropolitanas y considerablemente menor en territorios rurales, periferias urbanas o 
ciudades intermedias. Esta geografía desigual implica que instrumentos orientados a la demanda, 
como vouchers o subsidios portables, pueden producir efectos muy distintos según el territorio. 
Allí donde ya existe una red de prestadores, estos instrumentos tienen el potencial de ampliar el 
uso de servicios y sostener parte de la oferta privada existente. En cambio, en contextos donde 
la oferta es escasa o inexistente, el financiamiento a la demanda difícilmente pueda generar por 
sí solo la entrada de nuevos proveedores en el corto plazo, y suele requerir mecanismos comple-
mentarios orientados a sostener o crear capacidad.

Esto sugiere que, en la región, la pregunta no es simplemente si expandir o no expandir la 
oferta, sino dónde falta oferta, dónde existe exceso de capacidad y qué parte de la oferta 
existente es realmente accesible para los hogares que más la necesitan. La caída de la fecun-
didad y el menor tamaño de las cohortes infantiles no eliminan la necesidad de política pública en 
este campo, pero sí vuelven más importante evitar respuestas uniformes. En algunos mercados 
urbanos puede comenzar a observarse exceso de capacidad instalada, vacantes o incluso cierre 
de establecimientos; en otros persisten desiertos de oferta y listas de espera. La implicancia es 
que las políticas de cuidado deben ser más selectivas y territorialmente diferenciadas: en algunos 
lugares el desafío será expandir capacidad; en otros, sostener y reconvertir oferta existente; y en 
otros, mejorar calidad y accesibilidad económica de servicios ya disponibles.

Las diferencias en capacidad estatal también condicionan fuertemente la transferibilidad de 
los instrumentos. Parte importante de la evidencia internacional proviene de sistemas donde 
las agencias públicas cuentan con recursos relativamente estables para supervisar servicios, 
gestionar contratos con proveedores y sostener sistemas de información complejos. En América 
Latina y el Caribe estas capacidades son más heterogéneas. En algunos países o jurisdicciones 
existen sistemas robustos de supervisión y monitoreo; en otros, las agencias responsables del 
sector operan con recursos limitados y marcos regulatorios fragmentados. Esto afecta no solo qué 
instrumentos pueden adoptarse, sino también cuáles pueden sostenerse en el tiempo. Un instru-



108

EL SECTOR PRIVADO EN LA PROVISIÓN 
DE SERVICIOS DE CUIDADO INFANTIL: 
evidencia internacional e implicancias 

para América Latina y el Caribe

mento que exige enforcement intensivo, alta capacidad contractual o administración continua de 
subsidios puede resultar técnicamente atractivo, pero políticamente frágil o administrativamente 
inviable si esas capacidades no existen o no pueden consolidarse.

En términos concretos, estas diferencias modifican la lectura de instrumentos que en la evidencia 
internacional aparecen como especialmente promisorios. Los vouchers y subsidios portables, por 
ejemplo, muestran respuestas positivas de la oferta privada en contextos donde ya existe una 
red relativamente densa, formalizada y registrable de proveedores. En territorios de ALC con baja 
densidad de oferta o débil capacidad de supervisión, el mismo instrumento puede aliviar el costo 
para algunas familias, pero no necesariamente inducir entrada de nuevos prestadores ni asegurar 
calidad si no se combina con medidas orientadas a crear, formalizar o acompañar oferta. De modo 
similar, los mandatos o incentivos a empleadores pueden ser complementos útiles en segmentos 
formales del mercado laboral, pero tienen un alcance estructuralmente limitado allí donde una 
parte significativa de las mujeres trabaja en la informalidad o en unidades productivas pequeñas. 
La transferibilidad de los instrumentos depende, por lo tanto, no solo de que hayan mostrado 
efectos en otros contextos, sino de que las condiciones que hicieron posibles esos efectos estén 
presentes (o puedan construirse) en el contexto de implementación.

Una restricción adicional, frecuentemente subestimada en el diseño de política comparada, 
es la fragmentación institucional de los sistemas de cuidado en la región. En muchos países de 
ALC, los servicios para la primera infancia están distribuidos entre sectores y niveles de gobierno 
con mandatos y lógicas de intervención distintas. En la práctica, esto suele traducirse en una se-
paración entre jardines de infantes regulados desde educación, con foco pedagógico y curricular, 
y centros de cuidado supervisados desde desarrollo social, con objetivos y arreglos institucionales 
diferentes. Esta fragmentación no es solo administrativa: genera marcos regulatorios distintos, 
financiamientos separados, sistemas de información escasamente interoperables y estándares 
de calidad que no necesariamente convergen. En Argentina, por ejemplo, se identifican al menos 
31 intervenciones de desarrollo infantil temprano solo a nivel federal, lo que refleja la compleji-
dad del problema de coordinación (Mosqueira y Alessandro, 2023). Cuando esta fragmentación 
se combina con instrumentos que movilizan o financian oferta privada, el riesgo no es solo de 
descoordinación institucional, sino también de segmentación del sistema: distintos circuitos de 
provisión pueden terminar atendiendo a poblaciones diferentes, con niveles desiguales de finan-
ciamiento, dotación y calificación del personal, condiciones laborales y calidad del servicio. Por 
eso, expandir la oferta sin mecanismos explícitos de coordinación, convergencia de estándares 
y monitoreo de la composición de la matrícula puede reforzar desigualdades internas del sistema 
en lugar de reducirlas.
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Las normas sociales constituyen una restricción que la región no puede tratar como marginal. 
La demanda de cuidado formal no depende únicamente del precio o de la disponibilidad de ser-
vicios, sino también de percepciones sobre quién debe cuidar a los niños pequeños y qué costos 
sociales o emocionales se atribuyen al trabajo materno. Los datos para la región muestran que 
57% de los encuestados está de acuerdo o muy de acuerdo con la afirmación de que “un niño 
en edad preescolar sufre si su madre trabaja” (WVS, 2022). Este patrón sugiere que, en la región, 
las decisiones de uso de cuidado infantil siguen mediadas por expectativas sociales tradicionales 
sobre maternidad y cuidado.

Estas percepciones, además, no están distribuidas de manera uniforme. En la misma fuente, 
el acuerdo con esa afirmación es mayor en áreas rurales que urbanas (60,8% frente a 55,8%) y 
aumenta de forma marcada entre personas con menor nivel educativo, superando el 64% entre 
quienes tienen educación primaria o menor, frente a niveles considerablemente más bajos entre 
quienes alcanzan estudios de posgrado (39%) (WVS, 2022). Las diferencias por género existen, 
aunque son más moderadas (56% de los hombres vs 58% de las mujeres están de acuerdo). Este 
patrón es consistente con la hipótesis de que las barreras normativas al uso de servicios de cui-
dado pueden ser especialmente relevantes en segmentos que, además, suelen enfrentar mayores 
restricciones de acceso por razones territoriales, económicas o administrativas.

Esto ayuda a explicar por qué los instrumentos orientados a reducir fricciones de acceso y 
fortalecer la confianza en los servicios pueden ser particularmente relevantes en ALC. Cuando 
las familias enfrentan no solo restricciones económicas, sino también barreras administrativas, 
incertidumbre sobre la calidad del servicio, desconfianza institucional o normas sociales que 
desalientan el uso de cuidado formal, la respuesta de la demanda puede ser mucho más débil de 
lo que sugeriría una mirada centrada exclusivamente en precios y cupos. En esos contextos, las 
políticas que simplifican trámites, acompañan a las familias, ordenan la información disponible y 
fortalecen la legitimidad social de los servicios cumplen una función complementaria importante: 
no reemplazan a los instrumentos de oferta o financiamiento, pero pueden aumentar sustantiva-
mente su efectividad.

La transición demográfica, por su parte, no elimina la relevancia de invertir en cuidado infantil, 
pero sí modifica la naturaleza del desafío. Una menor natalidad no implica automáticamente una 
menor necesidad de política pública en este campo. En contextos de baja cobertura, la reducción 
del tamaño de las cohortes puede facilitar una expansión más ordenada y de mayor calidad, e 
incluso permitir que con infraestructura existente y aumentos más acotados se alcance a una 
proporción mucho mayor de niños. Sin embargo, esta conclusión no debe interpretarse como un 
argumento para expandir oferta de manera uniforme. La cuestión central no es simplemente si 
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crecer o no crecer, sino cómo reorganizar, sostener y mejorar la oferta donde más se necesita, 
evitando tanto el sobredimensionamiento en mercados saturados como la persistencia de déficits 
en zonas y grupos sociales desatendidos.

En ese sentido, la caída de la fecundidad puede abrir una oportunidad para reorientar el foco 
desde la expansión masiva hacia la calidad, la sostenibilidad y la equidad territorial. Si la presión 
demográfica disminuye, la política de cuidado puede concentrarse menos en la expansión indife-
renciada de cobertura y más en elevar estándares, corregir desigualdades de acceso y asegurar 
trayectorias financieramente sostenibles para los prestadores que cumplen una función pública. 
Esto es especialmente importante en un sector donde la estabilidad de la oferta depende en gran 
medida de reglas previsibles, financiamiento suficiente y capacidad estatal para acompañar y 
supervisar. La transición demográfica no vuelve irrelevante la política de cuidado; obliga, más 
bien, a planificarla mejor y a afinar el diseño de las intervenciones según territorios y segmentos 
específicos dentro de cada país.

Leídos desde esta perspectiva, los hallazgos de este documento no apuntan a un modelo 
único de participación privada en el cuidado infantil. Más bien sugieren que los instrumentos 
disponibles ofrecen distintas formas de resolver restricciones específicas del sistema, y que su 
efectividad depende en gran medida de cómo se combinan con las condiciones institucionales, 
económicas, territoriales y sociales de cada país. En América Latina y el Caribe, donde estas 
condiciones varían considerablemente entre países e incluso dentro de ellos, la pregunta central 
no es qué instrumento adoptar en abstracto, sino cómo diseñar arreglos institucionales capaces 
de ampliar el acceso al cuidado infantil sin sacrificar calidad, equidad ni sostenibilidad fiscal. Ese 
es, en definitiva, el principal criterio con el que deberían leerse las lecciones comparadas pre-
sentadas en esta nota.

6.2 Conclusiones

Qué sabemos con solidez suficiente

La revisión permite identificar un conjunto acotado de hallazgos con respaldo causal suficiente 
para orientar decisiones de política. Primero, los vouchers y subsidios portables bien diseñados 
generan desplazamiento consistente desde cuidado informal hacia cuidado formal, expansión de 
oferta privada y efectos positivos sobre empleo materno, con una elasticidad de oferta alta en 
mercados con densidad de proveedores suficiente (Lee et al., 2025; Tekin, 2005). Segundo, los 
subsidios estructurales a la oferta son el instrumento con mayor capacidad documentada para 
cerrar brechas de cobertura a escala en contextos donde la demanda es insolvente, aunque a ries-
go de generar heterogeneidad de calidad y dependencia fiscal (Baker et al., 2008; Ángeles et al., 
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2011). Tercero, la formación en servicio con coaching pedagógico mejora de manera consistente 
la calidad de proceso cuando la dosis es suficiente y el diseño es integrado, con efectos sobre 
práctica docente de magnitud moderada a grande en estudios con diseño experimental (Leyva 
et al., 2014; Schachter et al., 2025). Cuarto, la simplificación administrativa y el acompañamiento 
activo a familias tienen evidencia experimental de que pueden cerrar brechas socioeconómicas de 
acceso sin requerir transferencias monetarias adicionales, aunque su alcance es limitado cuando 
el cuello de botella no es administrativo sino de oferta (Hermes et al., 2025). Quinto, los mandatos 
a empleadores muestran de manera consistente bajo cumplimiento en contextos de enforcement 
débil y efectos distributivos adversos cuando el umbral de activación está definido por número 
de trabajadoras (Prada et al., 2015).

Qué no sabemos: los vacíos de evidencia más relevantes

Tan importante como lo que la evidencia muestra es lo que no muestra. Siete vacíos merecen 
señalarse explícitamente.

Primero, casi toda la evidencia causal sobre subsidios a la demanda proviene de mercados 
con densidad de oferta privada preexistente (EE.UU., Finlandia, Luxemburgo). No se sabe con 
precisión qué tan elástica es la oferta privada en contextos de baja cobertura inicial, que es 
precisamente la situación predominante en ALC para niños menores de tres años. Si la oferta 
no responde, los vouchers pueden operar principalmente como transferencias a familias que ya 
usaban cuidado formal, un efecto redistributivo valioso pero distinto al de expansión de acceso.

Segundo, hay muy pocas evaluaciones de combinaciones de instrumentos. La mayoría de los 
estudios evalúa políticas en aislamiento; los efectos de interacción —por ejemplo, vouchers más 
reducción de fricciones, o subsidios a la oferta más formación en servicio— están escasamente 
documentados. Esto limita la capacidad de la evidencia para orientar decisiones de arquitectura 
de sistemas mixtos, que es precisamente lo que más necesitan los países de la región.

Tercero, se sabe poco sobre la sostenibilidad de largo plazo de la oferta privada una vez que 
el financiamiento público cambia o se retira. La evidencia mide bien los efectos de corto plazo 
sobre entrada, precios y cupos, pero casi no hay estudios que sigan a los mercados privados en 
el tiempo para evaluar si la expansión inducida por política se sostiene. El caso mexicano ilustra el 
riesgo de contracción rápida ante cambios de diseño, pero de forma descriptiva y sin identificación 
causal. Este vacío es especialmente relevante para ALC, donde la estabilidad presupuestaria es 
frecuentemente un desafío.

Cuarto, no existe evidencia suficiente para comparar sistemáticamente el desempeño de dis-
tintos tipos de proveedor privado en América Latina y el Caribe. En la región, la literatura suele 
agrupar bajo una misma categoría a organizaciones de la sociedad civil, empresas con fines 
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de lucro, iglesias, cooperativas comunitarias y otros prestadores no estatales, pese a que sus 
incentivos, capacidades de gestión, fuentes de financiamiento, poblaciones atendidas y lógicas 
de operación pueden diferir sustantivamente. La evidencia internacional disponible tampoco re-
suelve este vacío: aunque una revisión sistemática encuentra que los proveedores privados sin 
fines de lucro tienden a mostrar resultados de calidad mejores o comparables a los proveedores 
con fines de lucro, la base empírica es limitada, proviene mayormente de países de ingreso alto 
y no permite trasladar mecánicamente esos hallazgos a los sistemas mixtos de ALC (Brogaard y 
Petersen, 2022). Esta falta de evidencia comparada por tipo de prestador limita la capacidad de 
diseñar políticas diferenciadas para expandir cobertura con calidad, especialmente en contextos 
donde coexisten proveedores con lógicas organizacionales muy distintas.

Quinto, no existen evaluaciones que permitan identificar con suficiente claridad qué arreglos 
institucionales de coordinación reducen efectivamente la fragmentación de los sistemas de 
cuidado en la región. La distribución de servicios entre sectores y niveles de gobierno con man-
datos y lógicas de intervención distintas es un rasgo estructural de ALC (Mosqueira y Alessandro, 
2023). En la práctica, esto suele traducirse en circuitos institucionales segmentados y trayectorias 
de atención poco articuladas. Sin embargo, sigue siendo escasa la evidencia sobre qué meca-
nismos de articulación interinstitucional logran reducir esa segmentación y mejorar la equidad de 
acceso, la calidad y la continuidad de la atención.

Sexto, se sabe poco sobre si intervenciones dirigidas a normas sociales pueden modificar el 
uso efectivo del cuidado formal. La literatura sobre participación laboral femenina documenta 
que las normas sobre maternidad condicionan las decisiones de las mujeres, y hay evidencia ex-
perimental reciente para ALC de que intervenciones informativas pueden corregir percepciones 
erróneas sobre el apoyo social al empleo materno (Boltz et al., 2026). Sin embargo, no existen 
evaluaciones que midan si ese tipo de intervenciones modifica específicamente el uso de servicios 
de cuidado formal. Este es un vacío relevante para la región, donde las normas sobre quién debe 
cuidar a los niños pequeños pueden operar como barrera independiente de la oferta y el precio.

Séptimo, la evidencia generada en ALC sobre los instrumentos analizados es todavía inci-
piente y dispersa. Existen casos valiosos (formación docente en Chile y Colombia, supervisión 
en Uruguay y São Paulo, reducción de fricciones en Uruguay), pero la mayoría corresponde a 
evidencia descriptiva o cuasi-experimental de alcance acotado, y los estudios con identificación 
causal rigurosa son excepcionales. Lo que la región necesita no es solo más evaluaciones de 
impacto sobre resultados finales —efectos sobre el mercado, sobre las familias y sobre el desa-
rrollo infantil—, sino también evidencia sistemática sobre implementación: cómo se escalan estas 
iniciativas, dónde aparecen los cuellos de botella operativos, qué condiciones institucionales 
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permiten sostenerlas y cómo se adaptan cuando fallan. Esa agenda de investigación embebida 
en las reformas en curso es una de las inversiones con mayor retorno potencial para el diseño de 
política en la región.

Un siguiente paso natural sería traducir esta sistematización en una hoja de ruta aplicada para 
América Latina y el Caribe, combinando diagnósticos país o subnacionales sobre densidad y 
composición de la oferta privada, costos y calidad de los servicios, barreras económicas y no 
económicas de acceso, capacidades de supervisión y contratación, fragmentación institucional y 
escenarios de demanda asociados a la transición demográfica. Ese ejercicio requeriría incorporar 
con mayor profundidad evidencia regional administrativa, cualitativa y de implementación, aun 
cuando no siempre permita inferencias causales, para entender cómo operan en la práctica los 
arreglos mixtos de provisión, los subsidios, los convenios y los mecanismos de aseguramiento 
de calidad en contextos de alta informalidad y heterogeneidad territorial.

Tres preguntas de diseño para países de América Latina y el Caribe

Los hallazgos de esta nota no apuntan a un modelo único. Sugieren, en cambio, que la pregunta 
central para el diseño de política en ALC no es qué instrumento adoptar en abstracto, sino cómo 
diseñar arreglos institucionales capaces de ampliar el acceso sin sacrificar calidad, equidad ni 
sostenibilidad fiscal. Para orientar esa discusión, la evidencia sugiere tres preguntas que cualquier 
proceso de diseño debería plantearse de manera explícita.

Primera: ¿cuál es el cuello de botella dominante en este contexto? Si el problema principal es la 
insuficiencia de oferta —que es el caso más frecuente en ALC para niños menores de tres años—, 
los instrumentos de demanda difícilmente bastan por sí solos. Si el problema es la asequibilidad 
con oferta disponible, los vouchers y subsidios portables son la herramienta más indicada. Si el 
problema es que familias elegibles no acceden pese a que la oferta y el financiamiento existen, la 
reducción de fricciones es el instrumento marginal más efectivo. Estos tres diagnósticos no son 
mutuamente excluyentes ya que pueden coexistir en un mismo sistema, pero priorizarlos correc-
tamente es condición previa para elegir los instrumentos adecuados.

Segunda: ¿con qué capacidades estatales cuenta el país para sostener cada instrumento? Los 
instrumentos con mayor evidencia de impacto (vouchers a escala, compra de cupos, gestión dele-
gada) son también los que imponen mayores exigencias institucionales: registros de proveedores, 
sistemas de pago, contratos, supervisión y control. Un instrumento diseñado para un Estado con 
alta capacidad contractual puede producir resultados muy distintos cuando lo opera un Estado con 
capacidad limitada. La transición demográfica puede ofrecer aquí una ventana de oportunidad: 
en contextos de baja natalidad y cobertura insuficiente, la presión de expansión se reduce y el 
margen para invertir en capacidades institucionales antes de escalar es mayor.
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Tercera: ¿qué combinación de instrumentos es coherente con el punto de partida del sistema? 
La evidencia sugiere que los sistemas que logran mayor cobertura, calidad y estabilidad no se 
apoyan en una sola herramienta sino en arreglos donde financiamiento, regulación, mecanismos 
de acceso y aseguramiento de calidad interactúan. Pero la secuencia importa: elevar exigencias 
de calidad sin asegurar el financiamiento puede contraer la oferta; expandir oferta sin resolver ba-
rreras de acceso puede dejar capacidad subutilizada. Las normas sociales más tradicionales, que 
se ven reflejadas en la persistencia de preferencias por el cuidado familiar en muchos contextos 
de ALC, son una restricción adicional que ningún instrumento resuelve solo: pueden moderar la 
respuesta de la demanda incluso cuando la oferta y el precio son favorables. El principal aporte de 
la evidencia comparada no es ofrecer una receta, sino una disciplina de diseño: diagnosticar bien 
el problema, construir las capacidades para sostener la intervención y generar evidencia propia 
sobre qué combinaciones funcionan en la región.

El sector privado puede desempeñar un papel complementario, y en algunos contextos significa-
tivo, en la expansión del acceso al cuidado de la primera infancia en América Latina y el Caribe, 
especialmente allí donde la capacidad pública directa es insuficiente para cerrar las brechas 
existentes o donde ya existe infraestructura, capacidad organizacional o experiencia de provisión 
no estatal que puede ser articulada hacia objetivos públicos. Pero esa participación no produce 
sus mejores resultados de manera espontánea: requiere reglas claras, financiamiento sostenible, 
capacidad estatal para hacer cumplir estándares y mecanismos que aseguren que la expansión 
llegue a quienes más la necesitan. La evidencia revisada no justifica ni el entusiasmo acrítico por 
el mercado ni el escepticismo uniforme hacia la participación privada. Justifica, en cambio, una 
mirada pragmática sobre sistemas mixtos bien diseñados: aquellos capaces de combinar la escala, 
capacidad instalada y flexibilidad potencial de los actores no estatales con la conducción pública 
necesaria para que esa expansión sea con inclusión, con calidad y con horizonte de largo plazo.
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